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I. LEGISLACIÓN 

1. ¿Cómo se inserta la Convención de Belém do Pará en la legislación de su país? ¿Puede ser aplicada directamente o requiere de un mecanismo de incorporación expreso al ordenamiento nacional? En caso de que sea lo segundo, ¿se ha seguido dicho mecanismo?  De no ser así, indicar las razones.

En Colombia, la Constitución Nacional en su art. 93 establece: “Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno”. “Los derechos y deberes consagrados en esta carta, se interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”.

Así, los instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia, hacen parte del marco jurídico nacional y local. En este sentido, la Convención de Belém do Pará  aprobada por  el Congreso Colombiano, mediante ley 248 de 1995 y ratificada el 15 de Noviembre de 1996 entró en vigencia para el Estado Colombiano el 15 de Diciembre de 1996, siendo aplicable y exigible su pleno cumplimiento. 
2. ¿Existen en la legislación nacional disposiciones que incluyan la definición de violencia contra las mujeres, distinguiéndola de la violencia intrafamiliar, familiar o doméstica, y que incluya como elementos:

a) Acción, omisión o conducta contra las mujeres por su condición de ser mujeres?  Sí.
b) Que tenga como resultado la muerte, daño o sufrimiento? Sí.

c) Que dicho daño o sufrimiento sea físico, sexual o psicológico? Sí
d) Que las afectadas sean mujeres, niñas y adolescentes? Sí
e) Que dicha afectación se produzca tanto en el ámbito público como privado? Sí.
De existir, favor informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

Ley 1257 de 2008, “Por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones”; sancionada el 4 de Diciembre de 2008 y conocida como la “Ley por una Vida libre de violencias”. A continuación de transcribe el artículo 2 de esta ley:

“Artículo 2. Definición de violencia contra la mujer. Por violencia contra la mujer se entiende cualquier acción u omisión, que le cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico, económico o patrimonial por su condición de mujer, así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la libertad, bien sea que se presente en el ámbito público o en el privado. 

Para efectos de la presente ley, y de conformidad con lo estipulado en los Planes de Acción de las Conferencias de Viena, Cairo y Beijing, por violencia económica, se entiende cualquier acción u omisión orientada al abuso económico, el control abusivo de las finanzas, recompensas o castigos monetarios a las mujeres por razón de su condición social, económica o política. Esta forma de violencia puede consolidarse en las relaciones de pareja, familiares, en las laborales o en las económicas.  (Anexo No. 1. Texto completo de la Ley 1257 de 2008).

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/  NO APLICA

3. ¿Existen en su legislación disposiciones civiles, penales o administrativas que prevengan, sancionen o erradiquen las siguientes formas de violencia:

a) Violencia física? Sí
b) Violencia psicológica? Sí

c) Violencia sexual? Sí
d) Violencia patrimonial o económica? Sí
e) Otros tipos de violencia? Especificar:


En caso afirmativo, favor informar sobre: Su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo los artículos que definan la violación sexual.

· Ley 397 de 1997. Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia, en la República de Colombia. Sancionada el 18 de julio de 1997.

· Ley 599 de 2000, Código Penal Colombiano, en el anexo No. 2 —ubicado al final de este informe—, se transcriben los artículos relacionados: Delitos contra la vida y  la integridad personal (Art. 101-134 / Genocidio, Homicidio; lesiones personales; aborto; lesiones al feto); delitos contra personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario (Art. 135-;  Homicidio en persona protegida; lesiones en persona protegida; acceso carnal en persona protegida, acto sexual violento en persona protegida, tortura en persona protegida, etc.); delitos contra la libertad individual y otras garantías (Art. 165-204 desaparición forzada; detección arbitraria; secuestro; entre otros); delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales (Art. 205-219 Violación; Actos sexuales abusivos; Proxenetismo; Acoso Sexual); delitos contra la familia (Violencia Intrafamiliar, incesto, adopción irregular); delitos contra el patrimonio económico (Art. 239-269 Hurto; Estafa; Fraude; abuso de confianza; defraudaciones, usurpación; daños). Aprobado el 24 de julio de 2000 y entrada en vigor el 24 de julio de 2001.
· Ley 734 de 2002, denominada – Código Único Disciplinario -, también contempla los delitos de abuso de autoridad cuyo sujeto activo es un servidor público, sancionada el 5 de febrero de 2002 y entrada en vigencia el 5 de mayo de 2002.
· Ley 985 de 2005. por medio de la cual se adoptan medidas contra la trata de personas y normas para la atención y protección de las víctimas de la misma.(Ver más adelante), entrada en vigor el 26 de agosto de 2005.
· Ley 1010 de 2006 Regula y sanciona conductas constitutivas de acoso laboral, entre las cuales se encuentra el acoso sexual. Aprobada y entrada en vigor el 23 de enero de 2006.
· Ley 1015 de 2006 y la ley 836 de 2003, Régimen disciplinario para la Policía Nacional y Régimen Disciplinario de las Fuerzas Militares respectivamente,  los cuales cobijan todas las conductas punibles que se encuentran contenidas en el Código Penal Colombiano, como también en los tratados Internacionales ratificados por el Estado Colombiano  que están relacionadas hacia todas las formas de violencia contra la mujer. La ley 836 de 2003 se aprobó y entró en vigencia el 16 de julio de 2003.La Ley 1015 de 2006 en su artículo 34 numeral 18 y articulo 35 numeral 2 de la norma ibídem contiene como conductas autónomas la violencia física hacia la mujer. (Fecha de adopción  07/02/06 y entro a regir el día 07/05/06).  La ley 1015 es una norma que está dirigida de manera exclusiva a integrantes de la Policía Nacional; la cual contempla sanciones disciplinarias para los infractores de esta. Esta ley  fue sancionada el 7 de febrero de 2006 y entrada en vigencia el 7 de mayo de 2006.
· Ley 1142 de 2007: Reforma parcialmente las Leyes 906 de 2004, 599 de 2000 y 600 de 2000 y adopta medidas para la prevención y represión de la actividad delictiva de especial impacto para la convivencia y seguridad ciudadana. Aumentó la pena del delito de violencia intrafamiliar, eliminó los beneficios para los victimarios (detención domiciliaría – excarcelación) y le quitó la calidad de querellable, para que la investigación sea iniciada de oficio. Aprobado y entrado en vigor el 28 de junio de 2007.
· Ley 1257 de 2008, antes referenciada.  La ley cambió de manera fundamental el tratamiento legal a las violencias contra las mujeres. Incorpora por primera vez, la noción de violencia contra las mujeres en la normativa nacional de acuerdo a estándares internacionales; considera la VCM como una violación a los derechos humanos; reconoce la autonomía y la libertad de las mujeres para tomar sus decisiones; da una respuesta integral a las mujeres víctimas de violencia; establece medidas de sensibilización y prevención en la materia; amplia las medidas de protección y atención; establece deberes a la familia y a la sociedad respecto a este flagelo; e incorpora modificaciones en materia de sanciones. 
· Ley 1329 de 2009: Modifica el título IV de la ley 599 de 2000 y dicta otras disposiciones para contrarrestar la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes. Aprobado y entrado en vigor el 17 de julio de 2009.
· Decreto 164 de 2010: Crea la Comisión Intersectorial denominada “Mesa Interinstitucional para Erradicar la Violencia contra las Mujeres”. 

· Circular Permanente No. 630134 del 7 de Mayo de 2009 del Ejercito Nacional en la que se incorpora directrices sobre “Políticas de mando sobre observancia y respeto a los derechos humanos de las mujeres”
/. De igual manera, el Ministerio de Defensa Nacional está en proceso de construcción  una Política que contempla, entre otros temas, la prevención de la violencia basada en género con énfasis en violencia sexual cometida en situaciones donde aplica el Derecho Internacional Humanitario.
Información del Distrito de Bogotá: 

· Acuerdo 421 de 2009 “Por el cual se ordena la creación del sistema distrital de protección integral a las mujeres víctimas de violencia y se dictan otras disposiciones” - Fecha de adopción: 22 de diciembre de 2009 - Fecha de entrada en vigor: 22 de junio de 2010

· “Por medio del cual se crea el registro único distrital para los casos de violencia sexual en el distrito capital -RUDPA-” - Fecha de adopción: 01 de abril de 2009; - Fecha de entrada en vigor: 02 de abril de 2009 - Texto de la disposición específica: Artículo 1. “Créase el Registro Único Distrital para los casos de Violencia Sexual en el Distrito Capital –RUDPA- como un sistema de información cuyo objeto es consolidar la información sobre delitos sexuales en general y sobre el número de condenas proferidas por los delitos contra la libertad, integridad y formación sexual de niñas, niños y adolescentes en particular. Como resultado de convenios interinstitucionales se obtendrá información que permita caracterizar estos delitos y formular políticas públicas de prevención y atención”. 

· Violencia simbólica. Acuerdo 381 de 2009 “Por medio del cual se promueve el uso del lenguaje incluyente”- Fecha de adopción: 30 de junio de 2009- Fecha de entrada en vigor: 01 de julio de 2009

Si entre los perpetradores se cuenta a los particulares y a los agentes del Estado
/.

Sí. Las disposiciones del Código Penal y demás normas referenciadas,  respecto al sujeto activo de la conducta a sancionar señala su carácter  indeterminado (El que – incorpora particulares y agentes del Estado).  Ahora bien, hay disposiciones propias para los Agentes del Estado (tales como; Régimen Disciplinarios de la Fuerza Pública y servidores Públicos; entre otros.) y otras referentes a grupos armados ilegales.

Existe alguna forma de reparación para las víctimas.

Código Contencioso Administrativo- Contempla las acciones administrativas que el particular puede interponer ante la Jurisdicción contenciosa administrativa cuando el Estado Colombiano ha incurrido por acción/u omisión en perjuicio de sus derechos.

Ley 906 de 2004 Código de Procedimiento Penal Colombiano (Constitución en parte civil)

Ley 975 de 2005: Contiene medidas especiales que garanticen la verdad, la justicia y la reparación en los proceso de reincorporación de los grupos armados organizados al margen de la ley y se dictan otras disposiciones.

Ley 985 de 2005. Antes referenciada. Contempla medidas para la protección y asistencia a las víctimas de trata de personas. (Reparación)

Ley 1257 de 2008. Antes referenciada

Decreto 1290 de 2008: Por el cual se crea programa de Reparación Individual por Vía Administrativa para las víctimas de los grupos armados organizados al margen de ley. Aprobado y entrado en vigor el 22 de abril de 2008.

De acuerdo al esquema planteado en la Ley 906 de 2004 (código de Procedimiento Penal) anteriormente citado y a jurisprudencia emitida por las Altas Cortes, las víctimas en general pueden intervenir en diferentes etapas del proceso penal, como ejemplo algunos eventos de intervención
/:

· Respecto a la garantía de comunicación a las víctimas y perjudicados con el delito (art 135), la Corte concluyó que esta garantía opera desde el momento en que estos entran en contacto con las autoridades, y se refiere a los derechos a la verdad, la justicia y la reparación.

· En cuanto a la práctica de pruebas anticipadas, la víctima también puede solicitar dichas pruebas ante el juez de control de garantías en la etapa de investigación.

· La victima también puede estar presente en la formulación de la imputación.

· Referente a la adopción de medidas de aseguramiento y de protección (arts. 306, 316 y 342), la Corte Constitucional señaló que la victima también puede acudir directamente ante el juez competente.

· En materia de preclusión de la acción penal (art 333), la Corte concluyó que se debe permitir a la víctima allegar o solicitar elementos materiales probatorios y evidencia física para oponerse a la petición de preclusión del fiscal.

Es importante resaltar que las sentencias C-454 de 2006 y C-209 de 2007 han fortalecido las capacidades procesales de la víctima durante la etapa de investigación.

Aunque la ley 975 de 2005 establece un proceso penal para investigar, juzgar y sancionar delitos graves cometidos por grupos armados ilegales en el marco de la violencia perpetrada por grupos armados ilegales y desmovilizados colectiva o individualmente garantizando los derechos a las víctimas a la justicia, verdad y reparación, no es el único medio para una reparación por vía judicial o administrativa.

En la parte judicial las reparaciones de derechos humanos se obtienen acudiendo a la jurisdicción penal ordinaria, civil o contenciosa administrativa.

En la parte administrativa se puede acudir a las leyes 387 de 1997 (adoptan medidas para prevención del desplazamiento forzado)  y 782 de 2002. (Normativa referente a acuerdos y otros con grupos armados organizados al margen de la ley para su desmovilización, reconciliación entre los colombianos y la convivencia pacífica y decreto 1290 de 2008 (antes referenciado).
4. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la trata nacional e internacional de personas, incluso mujeres? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Protocolo de Palermo y se regulan en forma separada de la figura de prostitución forzada?

De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

Sí. En efecto, el Estado colombiano ha venido tipificando el delito de trata de personas progresivamente, actualizando su legislación de acuerdo con los desarrollos normativos internacionales e incrementando las penas. El Congreso de la República, mediante la Ley 800 de 2003 aprobó la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente en Mujeres y Niños. Con el fin de armonizar la normatividad existente, se expidió la Ley 985 de 2005, la cual tiene por objeto “adoptar medidas de prevención, protección y asistencia necesarias para garantizar el respeto de los derechos humanos de las personas víctimas de la trata de personas, tanto residentes o trasladadas en el territorio nacional, como los colombianos en el exterior y fortalecer las acción del Estado frente al delito”. 

El Gobierno Nacional, adopto mediante Decreto No. 4786 del 19 de diciembre del 2000, la Estrategia Nacional para la lucha contra la trata de personas. (Anexo No. 3).
¿La trata de personas se regula en forma separada de la figura de prostitución forzada?

Sí.  En el cuadro siguiente se hace una relación de las disposiciones contempladas en el Código Penal referentes a la trata de personas, constreñimiento a la prostitución, prostitución forzada o esclavitud sexual que responde a la vulneración de bienes jurídicos diferentes y a una tipificación conforme a los estándares internacionales. 

	DELITO
	BIEN JURÌDICO  TUTELADO
	DISPOSICIÓN PENAL

	Trata de Personas
	Autonomía Personal
	Art. 188ª. El que capte, traslade, acoja o reciba a una persona, dentro del territorio nacional o hacia el exterior, con fines de explotación, incurrirá en prisión de trece (13) a veintitrés (23) años y una multa de ochocientos (800) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes". "Para efectos de este artículo se entenderá por explotación el obtener provecho económico o cualquier otro beneficio para sí o para otra persona, mediante la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre, la explotación de la mendicidad ajena, el matrimonio servil, la extracción de órganos, el turismo sexual u otras formas de explotación". "El consentimiento dado por la víctima a cualquier forma de explotación definida en este artículo no constituirá causal de exoneración de la responsabilidad penal". Incorporado al Código penal mediante ley 985 de 2005 (antes referenciada)

	Prostitución Forzada o esclavitud sexual 
	Bienes y personas protegidas por  el Derecho Internacional Humanitario
	Art. 141 El que mediante el uso de la fuerza y con ocasión y en desarrollo del conflicto armado obligue a persona protegida a prestar servicios sexuales incurrirá en prisión de ciento sesenta (160) a trescientos veinticuatro (324) meses y multa de seiscientos sesenta y seis  punto sesenta y seis (666.66) a mil quinientos (1500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Ley 599 de 2000, antes referenciada.

	Inducción a la Prostitución


	Libertad, integridad y formación sexual
	Art. 213 El que con ánimo de lucrarse o para satisfacer los deseos de otro, induzca al comercio carnal o a la prostitución a otra persona, incurrirá en prisión de diez (10) a veintidós (22) años y multa de sesenta y seis (66) a setecientos cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes. (Ley 599 de 2000, modificada por la ley 1236 de 2008)

	Constreñimiento a la Prostitución
	Libertad, integridad y formación sexual
	Art. 214. El que con ánimo de lucrarse o para satisfacer los deseos de otro, constriña a cualquier persona al comercio carnal o a la prostitución, incurrirá en prisión de nueve (9) a trece (13) años y multa de sesenta y seis (66) a setecientos cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes. (Ley 599 de 2000, modificada por la ley 1236 de 2008)

	Pornografía con menores
	Libertad, integridad y formación sexual
	ARTICULO 218. PORNOGRAFÍA CON PERSONAS MENORES DE 18 AÑOS El que fotografíe, filme, grabe, produzca, divulgue, ofrezca, venda, compre, posea, porte, almacene, trasmita o exhiba, por cualquier medio, para uso personal o intercambio, representaciones reales de actividad sexual que involucre persona menor de 18 años de edad, incurrirá en prisión de 10 a 20 años y multa de 150 a 1.500 salarios mínimos legales mensuales vigentes. Igual pena se aplicará a quien alimente con pornografía infantil bases de datos de Internet, con o sin fines de lucro. La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando el responsable sea integrante de la familia de la víctima. (Ley 599 de 2000, modificada por la ley 1236 de 2009).


Para mayor información revisar Art. 141, 188ª;  213 y s.s. del Código Penal sobre el Proxenetismo.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/ NO APLICA

5. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la prostitución forzada? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional y en forma separada de la figura de trata de personas, incluso mujeres?

De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.


Además de la legislación contemplada en el delito de trata de las personas, anteriormente citada, existen varias disposiciones que tratan el tipo penal de inducción a la prostitución, así:

Artículo 213 Ley 599 de 2000. Inducción a la prostitución. Artículo Modificado por el artículo 8 de la Ley 1236 de 2008. La ley 599 de 2000 fue aprobada el 24 de julio de 2000 y entrada en vigor el 24 de julio de 2001.
Ley 679 DE 2001 "por medio de la cual se expide un estatuto para prevenir y contrarrestar la explotación, la pornografía y el turismo sexual con menores, en desarrollo del artículo 44 de la Constitución." Aprobada  y entrada en vigor el 3 de agosto de 2001.
Ley 1336 de 2009- " - Por medio de la cual se adiciona y robustece la Ley 679 de 2001, de lucha contra la explotación, la pornografía y el turismo sexual con niños, niñas y adolescentes, "por medio de la cual se expide un estatuto para prevenir y contrarrestar la explotación, la pornografía y el turismo sexual con menores, en desarrollo del artículo 44 de la Constitución". Aprobada  y entrada en vigor el 21 de julio de 2009.
Ley 1329 de 2009 - Por medio de la cual se modifica el Título IV de la Ley 599 de 2000 y se dictan otras disposiciones para contrarrestar la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes, "por la cual se expide el Código Penal".  Aprobada  y entrada en vigor el 17 de julio de 2009.
Ley 800 de 2003 (adopta la convención de las naciones unidas contra la delincuencia organizada transnacional y protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, que complementa la convención de las naciones unidas contra la delincuencia organizada transnacional). Aprobada  y entrada en vigor el 13 de marzo de 2003.

Ley 1098 de 206: ARTÍCULO 20. DERECHOS DE PROTECCIÓN. Los niños, las niñas y los adolescentes serán protegidos contra: 4. La violación, la inducción, el estímulo y el constreñimiento a la prostitución; la explotación sexual, la pornografía y cualquier otra conducta que atente contra la libertad, integridad y formación sexuales de la persona menor de edad.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/ NO APLICA

6. ¿Se encuentra sancionado el acoso sexual en los ámbitos:

a) laboral? Sí
b) de salud? Sí
c) educativo? Sí

d) en otros ámbitos? Especificar: En cualquier ámbito
De existir, favor informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo el tipo de sanción.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?
/
Sí. La Ley 1257 de 2008, en su art. 29  adiciona al Código Penal Colombiano el delito de Acoso Sexual: que dispone: Art.  210a.. El que en beneficio suyo o de un tercero y valiéndose de su superioridad manifiesta o relaciones de autoridad o de poder, edad, sexo, posición laboral, social, familiar o económica, acose, persiga, hostigue o asedie física o verbalmente, con fines sexuales no consentidos, a otra persona, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años”.

Respecto al Acoso Laboral existe la Ley 1010 de 2006, por medio de la cual se adoptan medidas para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el marco de las relaciones de trabajo. Aprobada y sancionada el 23 de enero de 2006.

7. ¿Se encuentra tipificada como delito específico la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho? Favor de especificar si:

a) Se tipifica como delito la violación sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho. Sí
b) Se tipifican otras formas de violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho. Sí
De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

Sí. Respecto a los delitos relacionados a la violencia sexual y otros formas de violencia sexual (Ver Art. 205 y siguientes del Código Penal
/)  el código penal tipifica conductas en el que sujeto activo puede ser cualquier persona (ámbito privado o público). De igual forma, incorpora una causal de agravación específica a la pena punitiva cuando la conducta es cometida sobre un pariente, sobre cónyuge o compañera o compañero permanente (unión libre). 

Art. 211 Circunstancias de Agravación punitiva: Las penas para los delitos descritos en los artículos anteriores, se aumentarán de una tercera parte a la mitad, cuando:

(…) La conducta se realizare sobre pariente hasta cuarto grado de consanguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, sobre cónyuge o compañera o compañero permanente, o contra cualquier persona que de manera permanente se hallare integrada a la unidad doméstica, o aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno o algunos de los partícipes. Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio o de unión libre. (Adicionado por la ley 1257 de 2008)

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir este delito en la legislación nacional?
/ NO APLICA

8. ¿Existe una prohibición expresa en su legislación para el uso de métodos de conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes? 

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

En caso de no existir, informar si existe ley sustantiva, procesal o jurisprudencia sobre estos métodos, y qué pasos se han tomado para su eliminación 
/.

La violencia intrafamiliar es un delito que se conoce de oficio (artículo 4 de la Ley 1142), por tanto cualquier persona lo puede denunciar y la víctima no esta obligada ni a conciliar, ni a asistir a la audiencia de conciliación. 

Como el delito de violencia intrafamiliar no puede considerarse querellable, no aplica el requisito de procedibilidad de la conciliación.  Por tanto, existe una obligación en cabeza de la Fiscalía General de la Nación de iniciar de oficio una investigación, cuando tenga conocimiento de los hechos que presuntamente configuran ese delito. Asimismo, existe una obligación de los/las comisarios/as de familia, según lo establecido en la Ley 1257 de 2008, de informar a la Fiscalía de las conductas que presuntamente constituyen un delito de violencia intrafamiliar.
A pesar de la claridad de estas disposiciones, todavía existen dudas en relación con la necesidad de agotar una conciliación frente a este delito, dado que la ley 575 de 2000, en principio insta a los/as Comisarios/as a una conciliación antes y durante sus audiencias en los casos de violencia intrafamiliar. Así, el artículo 8º de la ley 575, el cual modifica el artículo 14 de la ley 294 de 1996, afirma lo siguiente: 

“Antes de la audiencia y durante la misma, el Comisario o el Juez, según el caso, deberá procurar por todos los medios legales a su alcance, fórmulas de solución al conflicto intrafamiliar entre el agresor y la víctima, a fin de garantizar la unidad y la armonía de la familia, y especialmente que el agresor enmiende su comportamiento. En todos los casos, propiciará el acercamiento y el diálogo directo entre las partes para el logro de acuerdo sobre paz y la convivencia en familia. En la misma audiencia decretará y practicará las pruebas que soliciten las partes y las que de oficio estime conducentes”. 

Sin embargo, la duda es disipada por la Corte Constitucional, corporación que, en Sentencia C-1198 del cuatro (4) de diciembre de dos mil ocho (2008), Magistrado ponente Nilson Pinilla Pinilla, afirmó que el delito de violencia intrafamiliar se puede investigar de oficio (luego no es un delito querellable), pero admitiría, en ciertas circunstancias, la posibilidad de una conciliación, dentro del proceso penal.
La ley 1142 de 2007 fue aprobada y entró en vigor el 28 de junio de 2007.

9. ¿Existen disposiciones que tipifiquen el femicidio
/ como delito? En caso de que no estuviese tipificado, ¿la ley recoge los elementos del femicidio como agravante de homicidio?

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?
/

No. El Femicidio no está tipificado como delito. Sin embargo, entre las circunstancias de agravación punitiva del delito de homicidio se incorpora como agravante el que mate a una mujer por el hecho de ser mujer.

Ley 599 de 2000, Código Penal Colombiano. Art. 103 Homicidio. El que matare a otro, incurrirá en prisión de doscientos ocho (208) a cuatrocientos cincuenta (450) meses. 

Art. 104 Circunstancias de Agravación. La pena será de cuatrocientos (400) a seiscientos (600) meses de prisión, si la conducta descrita en el artículo anterior se cometiere:  (..) En los cónyuges o compañeros permanentes; en el padre y la madre de familia, aunque no convivan en un mismo hogar, en los ascendientes o descendientes de los anteriores y los hijos adoptivos; y en todas las demás personas que de manera permanente se hallaren integradas a la unidad doméstica.

El citado Código Penal fue aprobado el 24 de julio de 2000 y entró en vigor el 24 de julio de 2001.
(…)Si se cometiere contra una mujer por el hecho de ser mujer. (Adicionado por la ley 1257 de 2008, citada anteriormente)
10. ¿Existen disposiciones en la legislación nacional que tipifiquen como delito la violencia contra las mujeres proveniente desde el Estado? En este sentido, ¿existen disposiciones en su legislación que:

a) Sancione la violencia sexual cometida durante los conflictos armados?
/  
Sí. El Código Penal incorpora un acápite especial sobre los delitos contra personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario. Referente a la violencia sexual se relacionan: acceso carnal violento; acto sexual violento en persona protegida; prostitución forzada o esclavitud sexual, entre otros. A estos delitos autónomos se le aplican las causales de agravación punitiva cuando el responsable tuviere cualquier carácter, posición o cargo que le de particular autoridad sobre la víctima o la impulse a depositar en él su confianza  (Ver Art. 135 y s.s. y 211 del Código Penal Colombiano- Ley 599 de 2000) 

b) sancione la violencia como tortura, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad?
/   Si  

c) sancione la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado? Sí.
De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional?

En términos generales la Ley 1257 de 2008 “Por el cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de , la Ley 294 de 1996 y se  dictan otras disposiciones”; tiene  como objeto: “la adopción de normas que permitan garantizar para todas las mujeres una vida libre de violencia, tanto en el ámbito público como en el privado, el ejercicio de los derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico interno e internacional, el acceso a los procedimientos administrativos y judiciales para su protección y atención, y la adopción de las políticas públicas necesarias para su realización”. Lo anterior permite afirmar que Colombia cuenta con instrumentos jurídicos para sancionar las formas de violencia contra la mujer en los ámbitos público y privado.

De igual manera previo al desarrollo de esta ley, en Colombia se han emitido otros instrumentos normativos como son: Ley 294 de 1996; la ley 599 de 2000; Ley 575 de 2000, Leyes 906 y 882 de 2004, 1098 de 2006 y las Leyes 1142 y 1146 de 2007, que sumado con la 1257 de 2008 configuran una serie elementos jurídicos, que garantizan sanciones contra actos violentos, que se comenten en contra de las mujeres.

11. ¿Existen disposiciones que protejan los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres? En este sentido:

a. ¿Existen disposiciones que tipifiquen como delito la violencia obstétrica?
/ 

Colombia no cuenta con un tipo penal específico de “Violencia Obstétrica”; sin embargo, de acuerdo con las disposiciones jurídicas vigentes, existen instrumentos que garantizan sanciones contra  actos violentos, que se comenten en contra de las mujeres, sus derechos sexuales y reproductivos, tales como:

Código Penal Colombiano (ley 599 de 2000) Art. 120 y 126 sobre Lesiones Culposas y  lesiones culposas al feto respectivamente. Para este último si la conducta es realizada por un profesional de la salud, se le impone de manera adicional a la pena principal, la inhabilitación del ejercicio de la profesión. (Consultar artículo)

El Art. 187 Inseminación artificial o transferencia de ovulo fecundidad no Consentidas: Quien insemine artificialmente o transfiera óvulo fecundado a una mujer sin su consentimiento, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a ciento ocho (108) meses (…).   Como pena accesoria, cuando la conducta sea cometida por un profesional de la salud se le inhabilita el ejercicio de la profesión

De igual manera, en los delitos de tortura (Art. 179), desplazamiento forzado (Art. 181) y secuestro (Art. 170), se estipula una causal de agravación punitiva cuando el sujeto pasivo (víctima) sea una mujer embarazada. (Consultar normativa)

Por otro lado, en la Guía del Menor Maltratado Resolución 412 de 2000), donde se establecen los requisitos básicos para la atención en salud a los niños y niñas víctimas del maltrato se enuncia “Se consideran maltrato, aquellas conductas que por acción u omisión agreden a la mujer embarazada poniendo en peligro el desarrollo normal del feto. Su gravedad está dada según el riesgo directo o indirecto para el desarrollo del niño por nacer. Indudablemente para que el feto llegue al nacimiento en las mejores condiciones de vida, la madre debe haber sido atendida, pues la atención prenatal es determinante. Adicionalmente a esto es importante considerar el amplio espectro de las madres a las cuales se les administra, sin precaución suficiente, drogas teratogénicas y aquellas que aún a sabiendas de su gestación ingieren drogas altamente tóxicas para sí mismas y para sus futuros bebés.” (Pág. 12).

En la Guía de Atención a la Mujer Maltratada (Resolución 412 de 2000) se enuncia que “….La violencia contra la mujer y sus secuelas son lo suficientemente prevalentes para justificar la búsqueda de rutina en todos los servicios sin excepción. Un encuentro con el personal de salud puede ser la única oportunidad para detener el ciclo de violencia antes que ocurran lesiones más graves…(…) La atención perinatal constituye un momento de especial atención para la detección del maltrato ya que hay mayor vulnerabilidad. En relaciones maltratantes los abusos tienden a incrementarse y constituyen graves riesgos tanto para la madre como para el feto. La evaluación del abuso debe ser incorporada como rutina en la atención prenatal y en el postparto. Un número importante de bebés con bajo peso al nacer son hijos de mujeres maltratadas.” (Pág 15)

b. ¿Se sanciona a las/los funcionarios/as públicos/as y profesionales que impiden a las mujeres atender adecuadamente su salud sexual y reproductiva?

Sí. Existe  línea jurisprudencial constitucional que establece que las entidades prestadoras de salud y/o funcionarios de salud, en materia de la interrupción voluntaria del embarazo, no pueden dilatar y obstaculizar este procedimiento, cuando el  embarazo sea resultado de una conducta constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin  consentimiento, abusivo, o de inseminación artificial o de transferencia de óvulo fecundado no consentidas,  o de incesto, exigiendo requisitos adicionales a los establecidos en la Sentencia C-355 de 2006
/. 

De igual manera,  la Resolución 1776 de 2008 de la Superintendencia Nacional de Salud, determina la escala de sanciones y procedimientos por incumplimiento a los preceptos señalados en el numeral 9 de la ley 1146 de 2007 “por medio de la cual se expiden normas para la prevención de la violencia sexual y atención integral de los niños, niñas y adolescentes abusados sexualmente”.

En este sentido, Tribunales de Ética Médica han declarado la responsabilidad Disciplinaria Ético Profesional de Médicos al interponer barreras y no proceder de acuerdo a la reglamentación para la prestación de la IVE
/. 

En consonancia con lo anterior la Superintendencia de Salud, mediante circular externa 058 del 27 de noviembre de 2009, en desarrollo de la sentencia C-355 de 2006, instó a las Instituciones Prestadoras de Salud- IPS- a que tengan habilitado el servicio de ginecología, independiente si son públicas o privadas, laicas o confesionales y a dar cumplimiento con el fallo. Adicionalmente, señala que todas las IPS y Empresas Promotoras de Salud- EPS públicas o privadas deben garantizar la interrupción involuntaria del embarazo, por lo tanto se les prohíbe sentar objeción de conciencia institucional y se prohíbe imponer obstáculos o exigir mayores requisitos requeridos para la interrupción voluntaria del embarazo.

Cabe señalar que aunque actualmente el Decreto 444 de 2006 (por el cual se reglamenta la prestación de unos servicios de salud sexual y reproductiva), se encuentra suspendido por el Consejo de Estado, la sentencia C-355 de 2006 actualmente si se encuentra vigente. 
c. ¿Se encuentra despenalizado el aborto por violación?

Sí. Sentencia C-355 de 2006, en cuya decisión específicamente establece:

(...)

Tercero. Declarar EXEQUIBLE el artículo 122 de la Ley 599 de 2000, en el entendido que no se incurre en delito de aborto, cuando con la voluntad de la mujer, la interrupción del embarazo se produzca en los siguientes casos: (i) Cuando la continuación del embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la mujer, certificada por un médico; (ii) Cuando exista grave malformación del feto que haga inviable su vida, certificada por un médico; y, (iii) Cuando el embarazo sea el resultado de una conducta, debidamente denunciada, constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, abusivo o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas , o de incesto.
d. ¿Se encuentra despenalizado el aborto terapéutico?
/

Sí. De acuerdo, con las causales establecidas en la Sentencia C-355 de 2006, ya descrita en el literal anterior.

e. ¿Sanciona la legislación la esterilización forzada?

Sí. La Constitución Nacional de Colombia en su artículo  12 del capítulo I De los Derechos Fundamentales establece: “Nadie será sometido a desaparición forzada, a torturas ni a tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes”, de igual manera el artículo 93 establece: “Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el orden interno” por tanto al ser ratificada la Declaración de Belém Do Pará, Colombia se compromete a eliminar todas las formas de violencia y a sancionarlas.

Revisar normativa, antes referenciada, Art. 120 (lesiones culposas), 126 (lesiones culposas al feto) y 179 (Tortura)  del Código Penal Colombiano.  De igual manera, el  Art. 101 del mismo código estipula como delito al  Genocidio: El que con el propósito de destruir total o parcialmente un grupo nacional, étnico, racial, religioso, por razón de su pertenencia al mismo, ocasionare la muerte de sus miembros, incurrirá en prisión (…)

La pena será de (…) cuando con el mismo propósito se cometiere cualquiera de los siguientes actos (…) 4. Tomar medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo.

f. ¿Sanciona la legislación la inseminación artificial no consentida?

Sí. Revisar Art. 187 del Código Penal y demás normativa referenciada en el literal a. 

g. ¿Existen disposiciones que garanticen a las mujeres el acceso libre a la anticoncepcion de emergencia?

Sí. Colombia incorporó la anticoncepción de emergencia en el Plan Obligatorio de Salud con la Resolución 412 de 2000, la cual ha sido actualizada con la Resolución 769 y 1973 de 2008, que establece: “La anticoncepción de emergencia se refiere a los métodos de planificación familiar que pueden usar las mujeres como medida de emergencia para prevenir un embarazo no deseado, después de una relación sexual sin protección y está destinada para una sola vez o sólo un uso ocasional”
. Lo anterior en virtud a que: “Este no es un método de uso regular y si se llegase a utilizar varias veces en un año, el riesgo acumulativo de embarazo sería mayor que si se utilizara consistentemente un método anticonceptivo temporal. Por esta razón, la prescripción de este tipo de método debe ir acompañada de una consejería en anticoncepción de calidad, que promueva el uso correcto y consistente de un método regular ajustado a las necesidades de las y los usuarios.”

h. ¿Se proveen cuidados y tratamientos de profilaxia de emergencia para VIH y otras enfermedades de transmisión sexual, especialmente en casos de violencia sexual?

Sí. La Resolución 412 de 2000, se contempla en la Guía para la atención de la mujer y menor maltratados. El objeto de la Guía es: “Detectar oportunamente a las mujeres víctimas de maltrato afiliadas a los regímenes contributivo y subsidiado, brindar un tratamiento adecuado y disminuir las secuelas y muerte por esta causa” y la atención se define como: “Conjunto de actividades, intervenciones y procedimientos tendientes a detectar tempranamente, diagnósticas, ofrecer tratamiento y seguimiento a las mujeres víctimas de maltrato físico, psicológico o sexual, con un enfoque de manejo interdisciplinario e intersectorial”.

La atención contemplada en el numeral 7.2 INTERVENCIÓN, establece:

“La violencia sexual requiere de una intervención integral e interdisciplinaria dadas las condiciones de gravedad del hecho. En esta se deben tener en cuanta los siguientes aspectos:

· Realizar los cuidados de rigor a las lesiones físicas.

· Evitar infecciones.

· Evaluar el compromiso de otros órganos o sistemas.

· Tratar oportunamente las enfermedades de transmisión sexual

· Aplicar medidas urgentes de contracepción.

· Remitir a instituciones que orienten en caso de embarazo.

· Remitir el caso cuando sea necesario a niveles de mayor complejidad.

Enfermedades de Transmisión Sexual

En todo caso de violencia sexual, es preciso estudiar las siguientes enfermedades de transmisión sexual:

· Infección por Neisseria Gonorrhoeae  

· Infección po Clamidia Tracomatis 

· Infección po Trichomona Vaginalis 

· Infección por Treponema Pallidum. 

· Infecciones po Gardnerella Vaginallis y Hongos.

· HIV.

· Hepatitis B. 

· Herpes II y HPV solo si la clínica lo hace sospechar.

Terapéutica Profiláctica para E.T.S.

Ceftriaxona 125 mg I.M. Única dosis

Metronidazol 2 g V.O. Única Dosis.

Azitromicina 1 g V.O. Única Dosis.

La vacunación postexposición contra Hepatitis B., es útil para prevenir el desarrollo de la infección. Antes de aplicar el biológico, es preciso indagar si tiene el esquema de vacunación correspondiente, de lo contrario, se debe aplicar la primera dosis al momento de la consulta, la siguiente al mes de la primera y la tercera a los seis meses de la segunda. 

Prevención de Embarazo

Previa prueba de embarazo negativa y con el consentimiento de la mujer, debe suministrarse: Dentro de la primeras 72 horas: Etinilestradiol 100 ug + 0.5 mg de Levonorgestrel cada 12 horas (Dos dosis). la primera dosis al momento del examen y segunda dosis 12 horas después.

Colocar Dispositivo Intrauterino, después de 72 horas y en los primeros siete días.
En menores de edad se requiere el consentimiento de la menor y de su representante legal. 

Atención psicológica:

Mediante la modalidad de “intervención en crisis” se realiza la atención en la etapa inicial cuando el hecho es reciente con lo cual se pretende diminuir tensiones e iniciar la autoreflexión.

Posteriormente el trabajo estará dirigido a: 

· Recuperar la autoestima aumentando la confianza en sí misma.

· Disminuir niveles de angustia, miedos, ansiedades.

· Trabajar sobre diferentes trastornos psicosomáticos y aportar elementos para que la agredida pierda el temor a denunciar.

De igual manera en la Norma Técnica para la atención en Planificación Familiar para hombres y mujeres, se especifica que en esta consulta, se identifiquen antecedes de ITS y de abuso sexual, para clasificar riesgo, entre otros se describe: “Realizar anamnesis completa haciendo énfasis en Salud Sexual y Reproductiva (incluir información sobre ITS y citología cervicovaginal), condiciones de salud, hábitos y uso de medicamentos. Se deben incluir preguntas para evidenciar si hay violencia de género como ¿ha sido usted alguna vez víctima de maltrato?; ¿se siente en riesgo con la persona que la maltrata?; ¿está siendo maltratada actualmente?
/; ¿desea ayuda?. (Referirse a las normas y guías relacionadas con estos eventos”. 

De igual manera esta Norma contempla el suministro de Condones a las personas en las cuales se diagnostica una ITS.

5.7. Criterios y mecanismos para el suministro del condón masculino de látex como método de doble protección para la prevención de embarazos y de ITS/VIH/SIDA

La exposición a una ITS, incluido el VIH/SIDA, merece una consideración especial por ser un tema tan relevante como la importancia de prevenir un embarazo no deseado. 

(...)

5.7.1. Indicaciones para la entrega del condón masculino de látex para la prevención de ITS/VIH/SIDA

El condón masculino de látex debe recomendarse y proveerse, como evento POS o POS-S y con cargo a los recursos UPC o UPC-S, para prevenir un embarazo y la transmisión de ITS/VIH/SIDA en las siguientes situaciones:

a. Parejas sexualmente activas con diagnóstico confirmado de VIH/SIDA al menos en uno de sus miembros.

b. Parejas sexualmente activas con diagnóstico confirmado de Hepatitis B o Hepatitis C al menos en uno de sus miembros.

c. Parejas sexualmente activas con diagnóstico confirmado de Hepatitis C al menos en uno de sus miembros.

d. Parejas sexualmente activas a quienes se haga diagnóstico y se inicie tratamiento de ITS.

5.7.2. Mecanismos para la provisión del condón masculino de látex para la prevención de ITS/VIH/SIDA 

(...)

Para la provisión del condón masculino de látex, para prevenir la transmisión de ITS/VIH/SIDA a las parejas con los diagnósticos mencionados previamente, se requiere de una consejería que contemple información personalizada con énfasis en otras acciones especificas que reducen el riesgo de transmisión como son el ejercicio sexual responsable, la limitación en el número de parejas sexuales, la modificación de algunas conductas sexuales de riesgo y la vacunación. En lo posible, se debe invitar a la pareja a participar en la consejería.

Estas acciones se promueven especialmente en el marco de la atención a mujeres  en riesgo o situación de desplazamiento, en el marco de los programas de Prevención del Impacto de Género Desproporcionado del Desplazamiento sobre las Mujeres y del Programa de Prevención de la Violencia Sexual y Atención Integral a sus victimas.
i)
¿Cómo se garantiza el ejercicio de estos derechos?

· Con el seguimiento a las acciones realizadas por las Entidades Prestadoras de la Salud y las Direcciones Territoriales de Salud, contempladas en la resolución 3384 de 2000 (sobre cumplimiento a actividades, procedimientos e intervenciones, entre otros aspectos). 
· Superintendencia Nacional de Salud: La vigilancia y control de las actividades, intervenciones y procedimiento contempladas en el Plan Obligatorio de Salud son sujetas a Vigilancia por la Superintendencia Nacional de Salud.

· De igual manera, al ser afectados derechos fundamentales, la víctima puede denunciar y obtener un remedio ante los hechos constitutivos de la violación,  con la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, desarrollada y reglamentada por el Decreto 2591 de 1991.

Esta acción consiste en que toda persona puede reclamar ante los jueces, en todo momento y   lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.

La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo será de inmediato cumplimiento. En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución.

De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional?

a. ¿Se llevan a cabo campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres y en especial de la Convención de Belém do Pará? 

Sí.   En virtud de la Estrategia de Comunicación de la CPEM, en la que se busca visualizar y sensibilizar a la sociedad en los temas de mujer e igualdad de género, se trabaja en alianza con medios masivos de comunicación, a través de tips informativos, boletines de prensa, comunicados, free press, testimonios, entrevistas, para divulgar los programas y proyectos que desde la CPEM se implementan a favor del adelanto de las  mujeres. 

La CPEM  con los medios masivos de comunicación ha puesto al aire 3 campañas que sensibilizan sobre la violencia intrafamiliar, sexual y estereotipos sexistas. Estas son  1. Campaña “Yo elegí vivir sin miedo”: ejecutada en convenio con la Comunidad de Madrid puesta al aire en espacio de televisión del Noticiero CM&; 2. Campaña publicitaria con Procter & Gamble cuyo fin era visibilizar y contribuir a la sensibilización frente al maltrato contra la mujer y brindar información sobre los mecanismos de acceso a los microcréditos para mujeres ofrecidos por la red de entidades financieras y ONG que hacen parte de la red vinculada a la Política de Banca de Oportunidades; y 3. En alianza con RCN televisión, se adelantó una campaña utilizando personajes de televisión con gran rating, con mensajes pedagógicos, ilustrativos y propositivos, orientados al empoderamiento de las víctimas y a la capacitación a las autoridades del Estado encargadas de atender de manera integral a las mujeres víctimas de violencia y discriminación. (Anexo No. 4).
Por otro lado, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (MINTIC), la CPEM  y La Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, con el apoyo del Programa Integral Contra la Violencia de Género, aunaron  esfuerzos para conformar un comité de comunicaciones, con el objetivo de incidir en las  estrategias para la prevención, atención y erradicación de todas las formas de violencia de género en nuestro país
/.  La Secretaría Técnica del Comité Interinstitucional de Comunicaciones del Estado Colombiano en materia de Violencia Basada en Género, diseña la Estrategia de Comunicaciones del Estado Colombiano en dicha materia y elabora una cartilla – guía de orientación a los medios de comunicación sobre la VBG.

De igual forma, el  MINTIC desarrolla planes de formación con la participación de  periodistas de distintos medios de comunicación del país y de manera particular con las emisoras comunitarias en las que se aborda la temática de equidad de género. 

Para la vigencia 2010  el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones ha suscrito Convenio con la Fundación MAVI para: (i) la Capacitación y empoderamiento de mujeres vinculadas a las Radios Comunitarias de regiones del país sobre los alcances de la Ley 1257 y Auto 092 con el fin de que se conviertan en voceras frente a su comunidad. La capacitación se hará a través de la metodología video transformación y trabajo en red. (ii) Selección y vinculación de personalidades reconocidas a nivel nacional en el ámbito de la música, los deportes y/o la cultura que apoyen la estrategia de prevención de violencia contra las mujeres públicamente con piezas comunicacionales para divulgar sus mensajes tanto en  televisión como en radio. (iii) Desarrollo de un trabajo investigativo que permita la entrega y socialización de kits de contenidos en el tema de violencias basadas en género para ser divulgados en intranets. Este trabajo contempla la redacción de documentos y entregas a entidades con guía metodológica para aplicarlos. (iv) Desarrollar un trabajo investigativo  que permita establecer una metodología de trabajo para formación de públicos en la recepción activa de mensajes sexistas; (v.) Diseño y producción de mensajes radiales con contenidos pedagógicos los cuales serán distribuidos a todas las emisoras radiales del país para su divulgación y serán pautados en las emisoras comunitarias a través de sus redes; (v) Elaboración de video pedagógico sobre competencias de entidades del Estado respecto a la Ley 1257 de 2008, este material se distribuirá a las entidades del Estado.

De otra parte hay que señalar que MINTIC en el marco de su eje estratégico “Todos los colombianos conectados e informados” desarrolla amplios programas de Alfabetización Digital dirigidos de manera especial a la población femenina. Revisar página web: www.mujertienesderechos.org 

Por otro lado, para la Promoción de Derechos Sexuales y Reproductivos a través de Medios Masivos y Alternativos de Comunicación, el Ministerio de la Protección Social ha diseñado y ejecutado varias propuestas de sensibilización, orientación e información realizadas en los últimos años por las instituciones y entidades de Gobierno tienen como base fundamental los principios establecidos en la Política Nacional de Salud Sexual y Reproductiva, con un enfoque de promoción de derechos humanos, sexuales y reproductivos y de equidad de género. 

Algunos de los productos relevantes de esta experiencia incluyen:

· Diseño y desarrollo de una estrategia integral de movilización social en medios de comunicación orientada a propiciar la adopción de hábitos y conductas sexuales responsables, e inducir la demanda temprana de servicios de salud sexual y reproductiva, dirigida a la población general, especialmente a los grupos de mayor vulnerabilidad, a la red de instituciones prestadoras de servicios de salud, sobre sus deberes y derechos sexuales y reproductivos dentro del Sistema General de Seguridad Social en Salud. Sensibilización y Capacitación a Red de Prestadores de Servicios de Salud en Derechos Sexuales y Reproductivos. Los principales productos obtenidos de esta iniciativa incluyen:

· Elaboración y difusión de una línea de base sobre Conocimientos Actitudes y Prácticas, CAP, que constituyen barreras para acceder a los servicios integrales para la Interrupción Voluntaria del Embarazo – IVE en población general e IPS que prestan servicios de Salud Sexual y Reproductiva - SSR. 

· Diseño e implementación de una campaña pedagógica y de movilización social en medios masivos y alternativos de comunicación (televisión, radio, prensa) para promoción de la salud y de los derechos sexuales y reproductivos de hombres y mujeres, incluidos los de IVE, así como los deberes de los prestadores de garantizar efectivamente la prestación oportuna y con calidad de estos servicios. 

· Capacitación a comunicadores, periodistas y responsables del componente del movilización social de 32 departamentos y el Distrito Capital, en los aspectos conceptuales, éticos y el marco normativo vigente que reglamenta la promoción de salud, los derechos sexuales y reproductivos y la equidad de género en el escenario del SGSSS, con énfasis en los derechos de las mujeres a los servicios de IVE, conforme a lo establecido en la Sentencia C-355/06, de la Corte Constitucional. 

· Desarrollo de Foros de discusión con diferentes actores y sectores relacionados, en aspectos éticos, médico legales, de derechos humanos y equidad, en el contexto normativo que reglamenta la gestión de la salud sexual y reproductiva en el SGSSS. Sentencia constitucional C-355 de 2006. 

· Diseño de una campaña de comunicación social con la referencia “Nada justifica la violencia contra una mujer” que con 4 piezas de comunicación se transmitió a través de los principales canales de televisión. 

· Se generó una estrategia de comunicación dirigida a Jóvenes para fortalecer las acciones de movilización social en pos de la demanda de servicios de salud sexual y reproductiva, desde un enfoque de derechos. La estrategia puso a disposición de la comunidad una página web y un call center bajo el lema “Infórmate y protégete.”

· Por otra parte, a través de la propuesta aprobada para Colombia en la 2ª. Ronda de Financiamiento por parte del Fondo Global de lucha contra el sida la Tuberculosis y la Malaria que aprobó la propuesta “Construcción de una respuesta intersectorial en salud sexual y reproductiva, con énfasis en prevención y atención a las ITS-VIH-SIDA, con jóvenes y adolescentes residentes en comunidades receptoras de población desplazada en Colombia”, se generó una estrategia de comunicación social cuyo lema fue “En todo tu derecho” y que llegó a más de 600.000 jóvenes.

· La ruta de atención para la atención de las víctimas de la violencia doméstica y sexual, contó con una estrategia de IEC que generó afiches plegables, rotafolios, CD interactivos y un documento que integra toda la normatividad existente para orientación a las organizaciones comunitarias. 

· Igualmente, se han pautado las campañas de prevención de SIDA dirigidas a poblaciones vulnerables específicas: Hombres que tienen sexo con Hombres, mujeres y población joven.

· Diseño y desarrollo de una estrategia de comunicación a través de un sitio web diseñado por y para jóvenes para la difusión de derechos humanos, sexuales y reproductivos, bajo el lema “La purita verdad”.

· Para el 2010 se están generando una serie de CD informativos en derechos sexuales y reproductivos, ruta de atención en violencia sexual y doméstica, Asesoría y prueba voluntaria y barreras para el uso del preservativo.

En el marco del trabajo que adelanta la CPEM relacionado con desplazamiento, con el apoyo de ACNUR, se diseñó, publicó y divulgó la Directriz de Atención Integral a población desplazada con enfoque diferencial de Género. El documento contiene el análisis de los riesgos específicos que asumen las mujeres, antes, durante y después del proceso de desplazamiento forzado por la violencia. El análisis se complementa con la difusión del marco de derechos que protege a las mujeres, y se escriben los lineamientos de la Convención frente a  cada riesgo. Se han publicado y difundido 700 ejemplares del documento y se han adelantado procesos de formación en diferentes partes del territorio nacional. 

Por otro lado, en el marco de la estrategia de comunicaciones para la lucha contra la trata de personas se ha adelantado las siguientes acciones: Con el apoyo de la Comisión Nacional de Televisión -CNTV, realizó la campaña informativa “Lucha contra la Trata de Personas, la siguiente víctima puedes ser tú”. En convenio con RCN se realizó el documental “Esclavos de nuestros días” bajo la dirección y presentación de Guillermo Prieto La Rotta “Pirry”. Entre enero y mayo de 2009 se diseñó una segunda campaña de prevención a través de medios masivos, esta campaña se focalizó en las 14 ciudades más vulnerables al fenómeno de la Trata de  Personas, con énfasis en las emisoras locales de radio y con apoyo en medios alternativos como internet y cuñas  en televisión. El 10 de diciembre de 2009,  con la presencia  del Señor Ministro del Interior y de Justicia, la Señora Viceministra del Interior y otras personalidades, se produjo el lanzamiento de la Campaña de Prevención del delito "Con la trata de personas, no hay trato".  Con ésta campaña se elaboró, creó y produjo material publicitario de prevención de la trata de personas (propuesta creativa para televisión, radio, Internet, impresos y materiales alternativos).
II. PLANES NACIONALES

13.
¿Existe un Plan Nacional/Acción/Estrategia para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres?  ¿Contempla dicho Plan/Acción/Estrategia todas las formas de violencia? ¿Se realizan evaluaciones sobre su adecuada implementación y para conocer los problemas para su puesta en práctica?

En caso de que exista:

a)
¿Cuándo fue establecido?

b)
¿Qué periodo cubre?

c)
¿Cómo se ejecutan y evalúan?

d)
¿Cómo se divulgan y promueven?

e)
¿Tienen una perspectiva multisectorial en la que participan organismos y entidades del Estado y la sociedad civil en su diseño?

f)
¿Existen sanciones por incumplimiento de los planes nacionales? 

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?
/
La Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer (CPEM), mecanismo nacional para el adelanto de la mujer,  adelanta un bloque de acciones integradas en alianza con la cooperación internacional, entidades públicas, empresas privadas y medios de comunicación que buscan prevenir, erradicar y sancionar  la Violencia Contra las Mujeres (VCM).  (ver más adelante).

En desarrollo del Programa Integral contra la Violencia Basada en Género – MDGF (ver más adelante), se ha dado inicio a la construcción de los lineamientos para la construcción del plan de acción que incluirá los componentes de: prevención; detección y denuncia; protección;  estabilización y atención; sanción e investigación. Los mencionados ejes fueron definidos en una jornada de planeación estratégica convocada por la CPEM a la que asistieron representantes de las diferentes entidades comprometidas en el tema.  La CPEM hace parte activa de la formulación de esta política, la cual constituirá el marco de acción del Estado colombiano en la materia. Este proceso será participativo y en él se incluirán entidades del Estado, organizaciones de la sociedad civil, colectivos de mujeres y otros actores sociales y estratégicos que conformarán equipos multidisciplinarios e interinstitucionales para dar respuesta a la problemática de la VCM en Colombia. 

Para avanzar en este proceso se han realizado actividades para compartir buenas prácticas de otros países de la región:

a. En el V Encuentro de la REMMA (Red Andina de Ministras de la Mujer integrada por Bolivia, Ecuador, Perú, Colombia, Chile, Venezuela y México como país invitado) que tuvo lugar en Lima, en el mes de noviembre del 2009.

b.  En el Seminario Internacional de buenas prácticas contra las violencia de género, que se llevó a cabo en Bogotá, en el marco del Programa Integral contra Violencias de Género en octubre de 2009.

El bloque de acciones desarrolladas por la CPEM durante el periodo 2002-2010  y que servirán de base para la elaboración del Plan Nacional para la Prevención, Erradicación de la VCM, se relaciona a continuación:

a. Alfabetización de las mujeres sobre sus derechos. A través de estas jornadas la CPEM busca asistir y capacitar a la población femenina sobre sus derechos, la importancia de denunciar los hechos de VBG para que no queden en la impunidad y sobre los servicios que prestan las diferentes instituciones para atenderlas. La entidad mediante herramientas de instrucción como cartillas y demás publicaciones hace de la información un proceso más didáctico y efectivo. Ver página web: equidad.presidencia.gov.co (publicaciones)

b. Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia en Colombia.  Este Plan contempla 3 líneas de trabajo: protección de la mujer frente a la violencia intrafamiliar, ruptura de la unión marital y discriminación laboral, las cuales se desarrollan a través de 116 medidas, encaminadas a potenciar las acciones del Gobierno Colombiano favorecedoras de los derechos de la mujer y de la igualdad; y a implementar nuevas acciones que perfeccionen la aplicación y práctica de los derechos que ya contempla la legislación colombiana. La ejecución de 25 de estas medidas se realizó en el 2009 a través de un convenio suscrito entre la Pontificia Universidad Javeriana y la Comunidad Autónoma de Madrid. Para el seguimiento del Plan Estratégico, la CPEM en conjunto con la Universidad Javeriana, realizaron comités de seguimiento para la revisión y socialización de los productos y   entregaron informes periódicos a la Comunidad de Madrid (Diciembre 2008-Diciembre 2009)

Entre algunos de los resultados a resaltar se relaciona la puesta a disposición a la Bancada de Mujeres del Congreso, documento de recomendaciones para la modificación de la normativa nacional respecto a la violencia contra las mujeres, que sirvió de insumo para formular el Proyecto de Ley No. 171 de 2006 de Senado/ No. 302 de Cámara de Representantes, sancionada por el presidente de la República el 4 de diciembre de 2008 como la Ley 1257 de 2008 “Por una vida libre de Violencia”. 

c. Estrategia Nacional de lucha contra la Trata de Personas. En cumplimiento del Protocolo de Palermo y la normativa nacional, el Estado Colombiano crea, mediante la Ley 985 del 2005, el Comité Interinstitucional de Lucha contra la Trata de Personas, conformado por 14 entidades, entre las cuales se encuentra la CPEM. La política nacional contra la Trata de Personas se concreta en la Estrategia Nacional adoptada  mediante Decreto 4786 del 19 de diciembre del 2008. Esta estrategia integra las funciones de cada una de las entidades que trabajan en contra de la trata de personas y a favor de las víctimas de este delito, para ello se diseñó el Plan de Acción 2009- 2010 en el que se desarrollan acciones en los ejes de prevención, asistencia, protección, judicialización, y cooperación internacional según la naturaleza y las competencias de cada entidad. En el seguimiento y evaluación de las acciones derivadas de la Estrategia se visibiliza el resultado e impacto de la política sobre mujeres  y hombres. (Anexo 5).

d. Proyecto de prevención de la VIF en familias con integrantes desmovilizados/as en el marco de la Política de Desmovilización, adelantado en el marco del Convenio suscrito entre DAPR-CPEM, la Alta Consejería para la Reintegración Social y Económica de Personas y Grupos Alzados en Armas, y la Universidad de Antioquia;  se realizaron 10 talleres para población desmovilizada en 4 municipios de Antioquia en los que se trató el tema de masculinidad y de violencia intrafamiliar y se elaboraron  4 manuales con modelos de intervención para prevenir la violencia intrafamiliar en estas familia. Se investigó, documentó, sistematizó y se hizo visible la situación de las mujeres y la equidad de género, con el fin de formular recomendaciones en materia de políticas, planes, programas o normas que contribuyan a eliminar las discriminaciones y las violencias, y desarrollar conjuntamente proyectos piloto o programas, dirigidos a las mujeres en proceso de reintegración y al grupo familiar de personas beneficiarias de los programas de reintegración a la vida civil y económica. (Diciembre 2008-Diciembre 2009).
e. Programa Integral contra Violencias Basada en Género. Este programa conjunto entre las Agencias de Naciones Unidas y el Gobierno, financiado por el Fondo PNUD España para el logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, busca contribuir a la erradicación de todas las formas de violencia de género en Colombia, con especial énfasis en la violencia de pareja, violencia sexual, trata de personas, violencia producida por actores armados ilegales y prácticas tradicionales que atentan contra los derechos de las mujeres indígenas, en situación de desplazamiento y afrocolombianas. Es ejecutado conjuntamente por UNFPA, OIM y UNIFEM, bajo la coordinación general de esta última. Las actividades planificadas se desarrollan con la participación activa de la CPEM, instituciones públicas competentes en temas de violencia basada en género, media de comunicación, universidades, organizaciones y colectivos de mujeres. La CPEM  hace parte del comité de seguimiento a este programa en el que se revisa su desarrollo para tomar las medidas preventivas y/o correctivas en cada caso. (Periodo 2008-2011) – Ver Anexo No. 6.
f. Proyecto de Acceso a la Justicia de EUROsociAL. Tuvo como objetivo promover un intercambio de experiencias entre España y Colombia, Ecuador, Bolivia y Perú para fortalecer las instancias de las Ramas Ejecutiva y de la Fiscalía General de la Nación/Ministerio Público responsables de la promoción y garantía de los derechos de las mujeres. Dentro de este proyecto se analizaron las necesidades y propuestas de solución en torno a la coordinación interinstitucional, y se definieron las bases de un protocolo de coordinación interinstitucional en materia de atención integral a mujeres víctimas de violencia. (Periodo Octubre 2008-Junio 2009)

g. Coordinación Interinstitucional para la Erradicación de la VCM.  A nivel nacional, se creó la Mesa Interinstitucional para erradicar la violencia contra de las mujeres (VCM) mediante Decreto 164 de 2010  (Anexo No.7) para aunar esfuerzos en la articulación, coordinación y cooperación entre las entidades del nivel nacional con competencia en la erradicación de la VCM a fin de lograr la atención integral, diferenciada, accesible y de calidad a las mujeres víctimas de violencia.  La Mesa fue instalada por la Consejera Presidencial en calidad de delegada del Presidente de la República, en Abril de 2010; la Secretaría técnica está siendo liderada  por la CPEM y cuenta con un Plan de Acción puesto en marcha 
/. 

En el marco de este proceso, la CPEM ha liderado a nivel local, la promoción de la creación de mesas interinstitucionales departamentales para la erradicación de la VCM. A la fecha se ha logrado constituir nueve Mesas Departamentales (Atlántico, Antioquia, Arauca; Bolívar; Casanare; Nariño; Norte de Santander; Tolima; Valle del Cauca)

h. Acciones para la incorporación del enfoque diferencial de género en la política de atención y estabilización de la población en situación de desplazamiento. (Desde el 2006 a la fecha) La CPEM  presta asistencia técnica a las diferentes entidades del Estado para la incorporación de la perspectiva de género en la atención a la población en situación de desplazamiento. Con este propósito diseñó y publicó la Directriz de Atención Integral a la Población Desplazada con Enfoque Diferencial de Género (herramienta pedagógica) para su discusión, inclusión y utilización en la Mesa de Prevención y Protección a Población en Riesgo de Desplazamiento, la Mesa de Atención Humanitaria de Emergencia, la Mesa de Estabilización Socioeconómica, en el Plan de Acción de la Mesa de Prevención del Desplazamiento y en la formulación de la política pública nacional de prevención con enfoque diferencial. Realiza capacitaciones en género, así como en género y desplazamiento a funcionarios públicos, colectivos de mujeres y a grupos de mujeres desplazadas, y presta asistencia técnica a la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, y demás entidades responsables de la política de atención integral a la población desplazada; se diseñaron junto a otras entidades del Estado, a través de proyectos piloto basados en diagnósticos participativos, planes de acción que se entregaron a los Comités Municipales de Atención a Población Desplazada; y se ha llevado a cabo la asistencia técnica en la formulación de los 13 programas ordenados por el Auto 092 de 2008 y la coordinación del programa de prevención a través del Programa Integral contra Violencias de Género.  Para mayor información sobre la la Directriz de Atención Integral a la Población Desplazada con Enfoque Diferencial de Género consultar equidad.presidencia.gov.co (publicaciones). 
i. Estrategia de Género y Comunicaciones. A través de esta estrategia la CPEM busca la difusión de información y generación de conciencia sobre las causas, manifestaciones y consecuencias de la VBG. Dada la necesidad de visibilizar, sensibilizar y capacitar a la población colombiana sobre la gravedad de la violencia contra la mujer y los patrones socioculturales que la promueven. La Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer ha difundido un conocimiento preciso sobre la problemática de género en Colombia a través de boletines, comerciales, pagina web, entrevistas y talleres dirigidos a los periodistas de los medios de comunicación nacionales. A la fecha, la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer en alianza con los medios masivos de comunicación, ha puesto al aire 3 campañas que visibilizan y sensibilizan sobre la violencia intrafamiliar, sexual, trata de personas, estereotipos sexistas, diversidad cultural y étnica. 

De igual forma, en el marco del Auto 092 de 2008 y de la Ley 1257 de 2008 respecto a la necesidad de que las entidades estatales desarrollen una estrategia comunicacional respecto al tema de violencia contra la mujer, con el apoyo del Programa Integral contra Violencias de Género, 15 entidades estatales competentes en la materia han venido trabajando de manera coordinada en el diseño participativo de dicha estrategia. (Ver información antes referenciada) 

j. Observatorio de Asuntos de Género-OAG. Creado con carácter permanente por la Ley 1009 de 2006 a cargo del DAPR, a través de la CPEM, para hacer seguimiento al cumplimiento de normas nacionales e internacionales vigentes, relacionadas con la equidad de la mujer y la equidad de género; y a políticas, planes, programas, proyectos para conocer el impacto diferenciado que tienen, con el objeto de hacer recomendaciones que contribuyan a eliminar las discriminaciones y a superar las inequidades de género que aún se presentan en el país. Este observatorio, cuenta con una estrategia de información, a partir de la cual monitorea cinco (5) ejes temáticos, definidos en la Política “Mujeres Constructoras de Paz y Desarrollo” y adelanta su metodología a través de un conjunto de indicadores propios que le permiten hacer seguimiento con enfoque de género a las acciones del Estado a partir del seguimiento a las Políticas Sociales y de Defensa y Seguridad Democrática; a las acciones de la CPEM y a indicadores poblacionales de otras entidades públicas. 

Desde el OAG la CPEM, como entidad rectora de la política para el adelanto de las mujeres y la igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, y en cumplimiento de los compromisos internacionales, específicamente, en materia de información y estadística, ha venido desarrollando un proceso de estudio, diseño y reformulación de indicadores de manera continua según estándares internacionales. 

k. Seguimiento a Instrumentos Internacionales. La Consejería para la Equidad de la Mujer, junto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, en aras de incorporar estándares internacionales al accionar del Estado Colombiano para la adopción de normativa, el diseño de políticas, planes y programas que promuevan la protección de los Derechos Humanos de las Mujeres, hace seguimiento a los instrumentos internacionales ratificados por el Estado Colombiano y a las recomendaciones de los mecanismos de protección de los derechos humanos del sistema Universal (ONU) y Regional (OEA) referentes a los derechos de las mujeres. 
Por otro lado, con el fin de estrechar lazos de cooperación entre los Mecanismos para el Adelanto de las Mujeres de la Región Andina,  por iniciativa del Gobierno de Colombia, se creó la Red de Ministras de la Mujer del Área Andina – REMMA, integrada por las representantes de los mecanismos nacionales de la mujer de Colombia, Perú, Ecuador, Bolivia, Venezuela y Chile. México es parte, como país observador. El objetivo de este espacio es intercambiar experiencias, particularmente en lo relacionado al fortalecimiento de los Mecanismos para el Adelanto de la Mujer de los países integrantes de la REMMA comprometiendo el apoyo de la cooperación internacional.

Del trabajo adelantado desde la REMMA surgió la iniciativa de crear el Consejo Andino Asesor de Altas Autoridades de la Mujer e Igualdad de Oportunidades de la Región Andina- CAN- cuyo objetivo es apoyar al proceso de integración subregional con un enfoque de derechos humanos, de género e interculturalidad, particularmente de las mujeres, que tiendan a la igualdad de oportunidades entre mujeres y varones, la eliminación de la violencia hacia la mujer,  la construcción de una nueva sociedad regional más justa y equitativa y la articulación para el intercambio, transferencia de experiencias y diálogo político entre los mecanismos nacionales de los países que integran la Comunidad Andina- CAN.

De tal manera que el esfuerzo adelantado por el Gobierno Nacional en búsqueda de la materialización efectiva de la equidad de género, el empoderamiento de la mujer y la erradicación de la VCM, no se agota con su accionar al interior del Estado Colombiano, sino que busca la interrelación con organismos internacionales y foros intergubernamentales para la promoción y protección de los derechos humanos, el intercambio de experiencias, la visibilización de buenas prácticas, entre otros aspectos. 

Los resultados de este bloque de acciones serán insumo para el diseño del Plan Nacional para la Erradicación de la Violencia contra la Mujer (en construcción). Este Plan Nacional debe articularse con las demás acciones del Estado Colombiano para la lucha de la violencia contra las mujeres desarrolladas en el marco de las siguientes políticas, entre otras: 

1- Política de Seguridad Democrática (PSD)

2- Política de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario

3- Política de Reintegración Social 

4- Política de Lucha contra la Impunidad del Programa Presidencial DDHH

5- Estrategia Nacional de lucha contra la trata de personas

6- Política Nacional de Salud Sexual y Reproductiva

7- Política Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada. 

8- Política Afirmativa Mujeres Constructoras de Paz y Desarrollo

9-  Política Nacional de Construcción de Paz y Convivencia.  

10- Política Atención y Reparación a Víctimas de la Violencia Armada

11- Política Intersectorial de Prevención en el marco de la Comisión Intersectorial de Prevención del Reclutamiento de Niños, Niñas y Adolescentes por Grupos Organizados al Margen de la Ley

14.
¿Se contempla el tema de violencia contra las mujeres en los siguientes Planes Nacionales/Plan de Acción/Estrategias en:

a) Educación? Sí
El Estado, a través del Ministerio de Educación Nacional-MEN, desarrolla programas pedagógicos  para el fortalecimiento de competencias que incorpora la enseñanza de los derechos humanos con enfoques diferenciales y la promoción y protección de los derechos sexuales y reproductivos, entre otros.

Programa Educación para la Sexualidad y Construcción de Ciudadanía: Su objetivo es contribuir al fortalecimiento del sector educativo para el desarrollo de proyectos pedagógicos de educación para la sexualidad que propicien en los estudiantes el desarrollo de competencias para la vida, el ejercicio y el respeto a los derechos humanos, sexuales y reproductivos, y la toma de decisiones informadas y autónomas sobre el propio cuerpo, con el fin de que puedan vivir una sexualidad sana, plena y responsable que enriquezca su proyecto de vida y el de los demás . 

Este programa promueve tanto en los docentes y padres de familia, como en los niños, niñas y jóvenes, el respeto a la dignidad humana, la igualdad entre hombres y mujeres, la valoración de la pluralidad de identidades y formas de vida, así como la construcción y vivencia de relaciones de pareja, familiares y sociales pacificas, equitativas y democráticas. El Programa se impulsa a nivel nacional y regional, a través del apoyo de equipos nacionales y equipos regionales técnicos.

Este programa tiene como soporte normativo la Constitución Nacional que reconoce los Derechos Sexuales y Reproductivos como derechos fundamentales, la Ley General de Educación 1994, el Decreto Reglamentario 1860 que promueve la educación integral, así como la Resolución 3353 de 1993 que le otorgó carácter obligatorio a la educación sexual. En la actualidad se tramita un proceso de ley de Educación Sexual Integral. Estos desarrollos legislativos son muestra del posicionamiento que tiene la educación para la sexualidad en la agenda pública del país
/. La ley 1257 DE 2008 aportará elementos a estos procesos pedagógicos antes mencionados (Revisar Arts. 11 y 22)

Proyecto Piloto de Educación para el ejercicio de los Derechos Humanos: propuesta conceptual y operativa de educación para el ejercicio de los derechos humanos en niveles de educación formal de preescolar, básica y media. Tiene tres componentes: i. Pedagógico; ii. Estrategia de formación de formadores de educación para el ejercicio de derechos humanos para ser implementada en escuelas normales superiores y facultades de educación; y iii. Estrategias efectivas para la construcción de soporte institucional y redes de apoyo tanto intrasectoriales como intersectoriales que favorezcan la implementación del Programa de EDH, desde un enfoque de construcción de ciudadanía en la educación formal y en las instituciones de formación docente.

b) empleo y generación de ingresos? Sí
El Ministerio de la Protección Social- MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- desarrolla la la residencial para la Equidad de la Mujerdos del mismo se publicare institucional de la VBG en 10 ciudades de Colombia. ciedadEstrategia “Hacia una Política Nacional de Trabajo Decente en el Marco de los Derechos Fundamentales”, en la que convergen cuatro objetivos: i. Derechos en el Trabajo; ii. Derechos en el Empleo; iii. La Protección Social; iv. Diálogo Social. Se han realizado actividades que han permitido consolidar un documento que plasma la “Estrategia de Promoción de Trabajo Digno y Decente desde una mirada a la Responsabilidad Social Empresarial para la Población Vulnerable en Colombia” socializado al tripartismo nacional y a las entidades estatales, con el fin de avanzar en el trabajo conjunto con los empresarios y sensibilizar en que un trabajo decente invita a garantizar unos mínimos de derechos y medidas que permitan compaginar el trabajo con la vida familiar.

Marco de relación trabajo-familia: promueve la  superación de la carga familiar impuesta a las mujeres,  da a conocer los derechos fundamentales de los trabajadores, sensibiliza a los empresarios sobre el concepto de responsabilidad en el ámbito laboral, y las alternativas de inversión socialmente responsable a través de: 

· Asistencia técnica a planes de emprendimientos productivos de mujeres trabajadoras vulnerables (capacitación, transferencia metodológica, creación, fortalecimiento de proyectos productivos, estrategia de promoción, fortalecimiento de grupos asociativos, asesoramiento de planes de negocio, entrega de insumos y materias primas, y promoción de mecanismo de organización empresarial).

· Suscripción de convenio con la OIM en el que se desarrolla el proyecto de fortalecimiento y gestión empresarial para mujeres cabeza de familia, con emprendimientos o unidades productivas famiempresariales, unipersonales y asociativas con enfoque de género. 

· Firma de  Acuerdo Tripartito con la Organización Internacional del Trabajo, en el marco del Proyecto para el Trabajo Decente, en el que se desarrollaron programas de Generación de ingreso para mujeres cabeza de familia vulnerables a nivel nacional. Este proyecto benefició a 2500 mujeres de diferentes municipios, brindando apoyo técnico a los procesos productivos que se desarrollaban en cada región.

La Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer: En desarrollo del Plan Estratégico para la defensa de los derechos de las Mujeres ante la Justicia Colombiana, promovió la suscripción de la Agenda por la Igualdad Laboral, como herramienta para avanzar en la protección de los derechos de la mujer  en el ámbito laboral en el sector privado, documento que constituye el compromiso de gremios y empresas privadas de potenciar el papel de las mujeres y concretar acciones específicas que aseguren su inclusión efectiva en el sector laboral.  
La Agenda orienta las acciones de los empresarios para evitar la discriminación de las mujeres en materia de contratación laboral, desarrollo organizacional, igualdad salarial, conciliación de la vida laboral y familiar, corresponsabilidad en la distribución de las tareas domésticas, entre otros.

Dicha Agenda fue  suscrita el 6 de marzo de 2009 en presencia del Presidente de la República Doctor Álvaro Uribe Vélez por 18 gremios, y con posterioridad en el marco de la cumbre de la Mujer Empresaria- Junio de 2010, el Comité Intergremial del Valle del Cauca se adhirió (22 gremios adicionales firmantes), para un total de 40 gremios del nivel nacional y local comprometidos con la materia.

Por otro lado, en el marco de la de la Política Banca de las Oportunidades, encaminada a promover el acceso a servicios financieros con equidad social a personas de bajos ingresos, la CPEM participa realizando jornadas de capacitación para mujeres a nivel regional dirigidas a mujeres empresarias y emprendedoras, dado que el empoderamiento económico de las mujeres es una herramienta para la disminución de la vulnerabilidad ante la violencia.
c) erradicación de la pobreza? Sí

En virtud, de la agenda integral de seguridad, confianza de los ciudadanos y de los inversionistas, con profundos avances en la política social del gobierno nacional, se ha logrado consolidar un círculo virtuoso de crecimiento sostenido, reducción de la pobreza y promoción del bienestar.

Los objetivos para la reducción de la pobreza, promover la equidad y ampliar los programas del Estado de modo que lleguen a la mayoría de la población se estructura a través de 7 grandes estrategias: 1) pobreza y población vulnerable; 2) mercado y relaciones laborales;
3) inserción de las familias en el sistema de protección social; 4) banca de las oportunidades; 5) ciudades amables; 6) infraestructura para el desarrollo y 7) equidad en el campo”
/.  

De igual forma, el Gobierno nacional ha incorporado en sus prioridades la adopción de los Objetivos de Desarrollo del Milenio y el avance en el logro de sus metas
/. Los Planes Nacionales de Desarrollo (2002-2006 y 2006-2010), como ruta de navegación del actuar del Estado Colombiano, en el marco de la agenda integral, incorporaron el compromiso de trabajar por el adelanto de las mujeres y la igualdad de género. Las leyes que han aprobado los PND constituyen el soporte jurídico que han permitido poner en marcha de forma continua una política pública a favor de las mujeres en los últimos ocho años.

Los programas adelantados en el marco de la política social: Familias en Acción
/; Red Juntos
/; Formación de Profesional Integral
/; Jóvenes en Acción
/; Jóvenes Rurales
/; Programa de Protección al Adulto Mayor
/; Personas en situación de desplazamiento beneficiarios de capacitación laboral
/; Créditos Universitarios; Banca de Oportunidades
/;  Red de Seguridad Alimentaria-RESA
/;  entre otros, son monitoreados por el Observatorio de Asuntos de Género de la CPEM. Por los resultados  alcanzados, en el periodo 2002-2010, la política social del Gobierno Nacional privilegia a la mujer y se equipara a un Gran Plan de Igualdad de Oportunidades entre mujeres y hombres. (Se adjunta documento de seguimiento a la política Social -con Igualdad de Oportunidades-; seguimiento a la política de defensa y seguridad democrática con enfoque de género, Anexo No. 8).

Estos  programas, adelantados para la reducción de la pobreza y  la promoción de la equidad, contribuyen al  empoderamiento social y económico de las mujeres, permitiéndoles ser menos vulnerables ante la violencia.

Respecto a la consecución de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, el Estado Colombiano ha definido metas nacionales y estrategias para el logro de cada uno de los ocho Objetivos. (Anexo No. 9) Documento de Consejo Nacional de Política Económica y Social-CONPES “Metas y Estrategias de Colombia para el logro de los Objetivos de Desarrollo del Milenio-2015”.
En este sentido, respecto al logro del Objetivo 3 Promover la Equidad de Género y la Autonomía de la Mujer, dado que en el Estado Colombiano no se presentan diferencias importantes en asistencia escolar por género, como se definió la meta a nivel internacional, se consideró prioritario obtener avances en las siguientes áreas: i. Violencia Basada en Género; Participación Política; Mercado laboral. Respecto a las estrategias definidas para la prevención y erradicación de la VCM se plantearon las siguientes:
1. Mantener la aplicación y el análisis al menos cada cinco años del módulo de violencia contra la mujer en la Encuesta Nacional de Demografía y Salud, y promover su aplicación y análisis en departamentos y ciudades.

2. Fortalecer y mantener un programa intersectorial de vigilancia y atención de la violencia intrafamiliar como estrategia de salud pública, especialmente la ejercida por la pareja, iniciando por las cuatro grandes ciudades (Bogotá, Medellín, Cali, Barranquilla y Bucaramanga), continuando con las demás capitales de departamento y, posteriormente, con los demás municipios.

3. Implementar intervenciones de educación, información y comunicación (EIC) con participación de la población en aspectos tales como: igualdad de derechos y deberes de mujeres y hombres, respeto a la diferencia, autoestima y tolerancia. Igualmente información sobre programas y redes institucionales de atención de la violencia.

4. Promover el desarrollo de estrategias de base comunitaria e institucional para la protección de la mujer que vive en situación de violencia y la de sus hijos.

5. Fortalecer la acción interinstitucional de la Política Nacional de Construcción de Paz y Convivencia Familiar, en las áreas de prevención y promoción de factores protectores, de vigilancia y detección temprana y de atención.

De igual manera, en lo que respecta al Objetivo 5 Mejorar la Salud Sexual y Reproductiva el Estado Colombiano definió las siguientes estrategias:

1. La estrategia fundamental es incrementar progresivamente la cobertura de la afiliación a la seguridad social en salud, promoviendo la focalización de los subsidios a las mujeres gestantes y a las mujeres en edad fértil, tanto en zonas rurales como urbanas. Al igual que en la mortalidad infantil, en la medida en que se garantice la protección financiera a través del seguro de salud, resultan esenciales estrategias adicionales para garantizar el acceso y la calidad.

2. Garantizar el acceso a la atención prenatal, del parto y del puerperio a la población afiliada a la seguridad social en salud y de la población pobre no asegurada, con los estándares de calidad establecidos en las normas vigentes.

3. Fortalecer la calidad de los servicios obstétricos disponibles en las diferentes regiones del país.

4. Desarrollar la vigilancia de la mortalidad materna y fortalecer el registro de estadísticas vitales.

5. Promover la utilización de métodos anticonceptivos, mediante la inducción de la demanda, la eliminación de barreras de acceso y el seguimiento de su uso por parte de los servicios de salud, haciendo énfasis y adecuando su operación a las características y necesidades de la población adolescente.

6. Incrementar el acceso de la población a la toma y lectura de citología cérvico - uterina, así como mejorar la adhesión de la mujer al esquema de detección precoz del cáncer de cuello uterino y a su tratamiento.

7. Fortalecer la vigilancia en salud pública en salud sexual y reproductiva, a través del diseño y disposición de metodologías estandarizadas de vigilancia sobre los eventos de interés y sobre el acceso y calidad.

Respecto al Objetivo 6. Combatir el VIH/SIDA, La Malaria y el Dengue, el Estado Colombiano definió como  estrategia fundamental  la implementación y mantenimiento de un Plan Intersectorial para la prevención y control de la epidemia en el país
/. El Plan abarca al menos tres ejes temáticos: 1) Coordinación interinstitucional e intersectorial, Evaluación y Monitoreo; 2) Promoción y Prevención; y 3) Atención y Apoyo. Dentro de las principales acciones contempladas se encuentran:
1. Desarrollo de la vigilancia en salud pública en los aspectos epidemiológicos, demográficos, y de prestación de los servicios de salud (notificación de casos, prevalencias, tamizajes de bancos de sangre, estudios de comportamientos de riesgo).

2.  Coordinación interinstitucional en los ámbitos nacional y subnacional en acciones de promoción, prevención y orientación y seguimiento de casos.

3. Capacitación de docentes en los niveles de educación básica y media para la promoción y prevención en salud sexual y reproductiva, infecciones de transmisión sexual, incluido VIH/SIDA.

4. Implementación de programas de promoción, prevención y atención en salud sexual y reproductiva, con énfasis en VIH/SIDA, entre adolescentes y jóvenes, con participación intersectorial y comunitaria.

5. Aplicación de encuestas sobre comportamientos sexuales entre la población general, jóvenes escolarizados y no escolarizados y grupos de riesgo.

6. Implementación de estrategias de educación, información y comunicación (EIC) dirigidas a los grupos de mayor riesgo y vulnerabilidad.

7. Capacitación de los funcionarios de salud en cuanto a estrategias y prácticas para la reducción de la transmisión madre – hijo.

8.  Actualización y divulgación de guías de prevención y atención integral en infecciones de transmisión sexual, incluido VIH/SIDA.

9. Consolidación del fondo de medicamentos de bajo costo que posibilite el acceso efectivo a medicamentos antiretrovirales e insumos de laboratorio para el seguimiento de los tratamientos.

Para mayor información sobre las metas, estrategias y los avances en la implementación de los mismos para la consecución de los Objetivos de Desarrollo del Milenio-ODM, (Anexo  No. 9) .Avances en la Metas y Estrategias de los ODM. De igual manera, es de resaltar que en la actualidad el Estado Colombiano está redefiniendo las metas y estrategias para la consecución de los ODM.

d) equidad e igualdad de género? Sí

Política Afirmativa: Mujeres Constructoras de Paz y Desarrollo (2003-2010). 5 Ejes Temáticos: i. Participación Políticca de las Mujeres; ii. Erradicación de la VCM (Bloque de acciones antes referenciado); iii. Educación y Cultura; iv. Fortalecimiento Institucional; v. Empleo y Desarrollo Empresarial.

f) salud? Sí

La ley 1257 de 2008, antes referenciada, da una respuesta integral a la mujeres víctimas de violencia; reconoce sus derechos; contempla deberes a cargo de la familia y protege los derechos de las mujeres y de manera particular, los derechos sexuales y reproductivas ; amplía el ámbito de competencias de las entidades responsables en materia de VCM; establece medidas de sensibilización y prevención a nivel nacional y local; amplía las medidas de protección, atención y estabilización; y en especial, en materia de sanciones establece (Revisar Art.8, 9, 13, 19  24-34 Ley 1257 de 2008).

Por otro lado, la incorporación de la perspectiva de derechos en la Política Nacional de Salud Sexual y Reproductiva- PNSSR y el Plan Nacional de Salud Pública- PNSP  y los desarrollos normativos relacionados con la atención en Salud Sexual y Reproductiva- SSR que se han producido contribuyen a la sostenibilidad de las acciones del Estado, y dan muestra de la correlación que existe con las dinámicas poblaciones, la pobreza y el desarrollo. Existe una Política de Estado que permite el acceso a la SSR y la promoción de los Derechos Sexuales y Reproductivos-DSR. 

La PNSSR elaborado por el Ministerio de la Protección Social-MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL para el período 2002-2006 definió como líneas de acción la maternidad segura, la planificación familiar, la salud sexual y reproductiva de los adolescentes, el cáncer de cuello uterino, las ITS, VIH/SIDA y la violencia sexual y de género.  

Como estrategias para su desarrollo, establece: Promoción de la SSR mediante estrategias de información, educación y comunicación, la coordinación intersectorial e interinstitucional, el fortalecimiento de la gestión institucional, el fortalecimiento de la participación social y de las redes sociales de apoyo, así como el desarrollo de la investigación en el campo de la Salud Sexual y Reproductiva.
En el 2007, la PNSSR quedó incorporada en el Plan Nacional de Salud Pública (PNSP) formulado para los años 2007 a 2010, el cual define como una de sus prioridades la SSR y desde el 2004 ha orientado  el diseño cuatrienal del Plan Nacional de Lucha contra el VIH-SIDA.  Es importante destacar que el PNSP (Decreto 3039 de 2007)  es el marco normativo y  político  que orienta las acciones para el cumplimiento de los compromisos internacionales del Estado Colombiano. 

En lo que se refiere a sus objetivos, la PNSSR busca mejorar la SSR y promover el ejercicio de los DSR en toda la población con especial énfasis en la reducción de factores de vulnerabilidad y los comportamientos de riesgo, el estímulo  de los factores protectores y la atención a los grupos con necesidades específicas.

La PNSSR y el PNSP se implementan a través de acciones tanto de nivel nacional, como de nivel territorial. Desde el nivel nacional durante los últimos cinco años se han expedido un gran número de decretos, resoluciones y circulares que regulan la prestación de servicios de salud en general, y de SSR en particular, y se han desarrollado  proyectos buscando fortalecer la capacidad del Sistema General de Seguridad Social en Salud para la promoción y protección de los DSSR. Entre estos proyectos, se resaltan:   

a. El Proyecto de Promoción y Prevención en SSR de  hombres y mujeres afiliados/as al SGSSS realizado en cinco departamentos del país con el apoyo de UNFPA, el cual, entre otras acciones, adelantó una campaña con el lema “Derechos convertidos en Hechos” y buscó fortalecer tanto la demanda como la oferta de servicios de SSR de calidad. 

b. El Proyecto Colombia para la prevención del VIH/SIDA que se desarrolló con el Fondo Global en varios departamentos del país. 

c. La institucionalización de la estrategia de reducción perinatal del VIH a nivel nacional, junto con acciones orientadas al fortalecimiento de la oferta de la terapia antirretroviral  en el Plan Obligatorio de Salud.  

d. El Proyecto Redes Constructoras de Paz para la prevención del embarazo adolescente que se desarrolla en ocho departamentos y 243 municipios, el cual se está evaluando en la actualidad y tiene como principal estrategia la conformación de redes sociales que elaboran planes de acción que buscan incidir en los factores asociados con el embarazo adolescente y utilizan estrategias de movilización social, fortalecimiento institucional y mejoramiento de la calidad de vida.

Este programa busca centrar sus acciones de promoción y prevención en la población adolescente y joven, bajo un enfoque de derechos y promoviendo la equidad entre hombres y mujeres. En virtud de este proceso se han desarrollado encuentros intergeneracionales (aprox. 5750 personas)  posibilitando que adolescentes, padres y madres analizaran y reflexionaran sobre las maneras de manejar sus relaciones  y planes de acción que buscan atender la problemática de derechos en salud sexual y reproductiva en jóvenes y adolescentes de los municipios.

e. El Modelo de Servicios Amigables para Adolescentes desarrollado con el apoyo de UNFPA que se encuentra en proceso de expansión en todo el país, el cual busca adecuar los servicios de salud a las necesidades de los adolescentes y jóvenes, brinda consejería especializada en temas de SSR, promueve la participación juvenil, social y comunitaria y se propone fortalecer tanto la oferta de los servicios como su demanda para garantizar el ejercicio de los DSR de esta población. 

f. El Plan de Choque y estrategias para la reducción de la mortalidad materna en los cuales participaron UNPFA y la OPS.  

g. Inclusión de nuevos anticonceptivos en el Plan Obligatorio de Salud, dentro de las cuales se encuentran dos píldoras anticonceptivas, una inyección, la anticoncepción de emergencia, un implante subdérmico y el condón.  

h. Promoción de la planificación familiar a nivel nacional adelantado con PROFAMILIA. 

i. Elaboración de normas y protocolos para la interrupción voluntaria del embarazo en los casos establecidos por la Sentencia C-355 de 2006 de la Corte Constitucional, foros de discusión sobre sus implicaciones médicas, éticas y legales, encuesta de actitudes  y campaña de comunicación. 
j. Atención de la SSR en mujeres en situación de desplazamiento adelantado con el apoyo de OIM. 
k. Investigaciones sobre la prevalencia y los factores de vulnerabilidad al VIH-SIDA en grupos de alto riesgo desarrolladas con el concurso de UNFPA. Aunque el dato disponible es incompleto con respecto al período de análisis considerado, vale la pena señalar que para la ejecución de algunos de estos proyectos, el presupuesto de SSR del MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL durante los años 2007 y 2008 fue de $ 18.141.066.667.
En desarrollo a esta estrategia ha habido un aumento significativo del porcentaje de personas con aseguramiento en salud que en el 2008 equivale al 87.91% de la población, lo que se traduce en un mayor posibilidad de acceso a los servicios de SSR. 

Para mayor información revisar anexo 10. Informe del Estado Colombiano sobre la Situación de los Derechos Sexuales y Reproductivos de las Mujer, ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos-Audiencia 138º (Marzo 2010).

g) VIH/SIDA? Sí

El VIH sida es una de las principales prioridades en la Política Pública colombiana de salud: Es una de las líneas de intervención de la Política Nacional de Salud Sexual y Reproductiva y sus estrategias e intervenciones se desarrollan conforme a lo establecido en el Plan Nacional de Salud Pública (Decreto 3039 de 2007), el Modelo de Gestión Programática (Resolución 3442 de 2006), la guía de atención integral y un Plan de Respuesta Nacional a la Epidemia 2008-2011. El Modelo de Gestión Programática específica las responsabilidades y acciones de los actores del Sistema General de Seguridad Social y las organizaciones de la sociedad civil en todos los niveles para prevenir la transmisión y mitigar el impacto de la epidemia.

Para facilitar su implementación, el Gobierno Nacional ha concentrado su atención en las siguientes estrategias:

· Vigilancia de la Transmisión Sanguínea: El porcentaje de unidades de sangre donadas que se analizan para la detección del VIH con estándares internacionales de calidad asegurada en Colombia es del 100%.
· Observatorio Nacional de VIH Sida. Estrategia de vigilancia de cobertura nacional a través de la cual se realiza el monitoreo y la evaluación de la respuesta del país a la epidemia, y se desarrollan los estudios epidemiológicos en poblaciones de mayor vulnerabilidad y riesgo. El observatorio colombiano de VIH sida ha sido modelo para la propuesta subregional andina de monitoreo y evaluación en VIH/sida.

· Estrategia integra, dirigida a fortalecer la oferta y el acceso a la asesoría y prueba voluntaria para el diagnóstico del VIH. Esta estrategia se ejecuta en coordinación con cinco agencias de Naciones Unidas, (ONUSIDA, ACNUR, UNFPA, OPS y UNICEF) y ha permitido disminuir la brecha diagnóstica en términos de acceso y de oportunidad.

· Estrategias de información educación y comunicación para reducir factores de riesgo y potenciar factores protectores relacionados con uso del condón, la asesoría y prueba voluntaria, así como el ejercicio de derechos sexuales y reproductivos.

· Acceso universal a terapia ARV. A través del Sistema General de Seguridad Social en Salud, más del 80% de los pacientes seropositivos identificados reciben tratamiento antriretroviral. Se estima que el porcentaje restante aún no tiene criterios para iniciar el tratamiento. El Plan Obligatorio de salud Colombiano cuenta con el paquete de servicios que define el estándar internacional para diagnóstico y seguimiento (CD4, Carga viral y Genotipificación), y tratamiento integral de portadores de VIH y enfermos de SIDA, incluyendo las fórmulas lácteas para los hijos de madres infectadas, entre otros tipos de atención.

· Propuesta al Fondo Mundial: Finalmente, adicional a la inversión que el país realiza anualmente en el programa y que se acerca a los 250 mil millones de pesos (USD$ 120 millones) y reconociendo la persistencia de brechas en el acceso al tratamiento integral en poblaciones vulnerables, Colombia tiene aprobada una propuesta de fortalecimiento de la intervención a estos grupos al Fondo Global de Lucha contra el Sida, la Tuberculosis y la Malaria titulada “Fortalecimiento de la capacidad institucional y comunitaria para la oferta de servicios preventivos y de salud de calidad, la reducción de la morbi-mortalidad y la vulnerabilidad asociadas al VIH/Sida en grupos clave priorizados” por un valor de 42 millones de euros que se ejecutarán en un horizonte de 5 años.

Dado que en el año 2005 el 2% de los casos de SIDA reportados en Colombia correspondían a transmisión perinatal. El Ministerio de La Protección Social asumió la tarea de financiar una estrategia de reducción de la transmisión perinatal del VIH que se inició con el apoyo de la Comunidad Económica Europea y la gestión de ONUSIDA y el Instituto Nacional de Salud. 

Esta estrategia se centra en el desarrollo de un programa de capacitación y dotación de los prestadores de servicios de salud e información a usuarios, para garantizar que la totalidad de las gestantes tengan acceso a las prueba de diagnóstico de VIH durante el control prenatal, así como a los protocolos internacionales de tratamiento para aquellas que resultan seropositivas. 

En tal virtud, desde el 2003 se emprendió el Proyecto Nacional para la Reducción de la Transmisión Madre-Hijo del VIH, a través del cual se promovió la atención integral en salud a las mujeres embarazadas infectadas con VIH, incluyendo tratamiento antirretroviral y apoyo psicosocial a las mujeres diagnosticadas y a sus familias. El  proyecto fue financiado por la Unión Europea y ejecutado por una alianza interinstitucional conformada por el Programa Conjunto de las Naciones Unidas sobre el VIH/sida - ONUSIDA, el Instituto Nacional de Salud - INS y la Federación Colombiana de Cooperativas de Hospitales - FEREDSALUD.

El proyecto Madre-Hijo se constituyó en una de las acciones más eficaces de la respuesta colombiana ante la epidemia de VIH/sida. No sólo es una intervención eficaz para disminuir la incidencia de infecciones pediátricas sino para promover el fortalecimiento de cambios de actitud y de conducta de las mujeres en sus propias relaciones sexuales. 

El Ministerio de la Protección Social  reconociendo la contribución del proyecto, que apalancó el cumplimiento de la meta de reducir en un 20% los casos de transmisión vertical contemplada tanto en el Plan Nacional de Salud Pública como en los Objetivos del Milenio, solicitó al Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud la aprobación, mediante el Acuerdo 309 de 2005 y Acuerdo 396 de 2008, de una partida de Ocho Mil Millones de Pesos que ha permitido la sostenibilidad de la estrategia para la reducción de la transmisión perinatal de VIH y su consolidación como respuesta ante la epidemia en el país.

h) Seguridad pública/prevención del crimen? Sí

A través de la Política de Defensa y Seguridad Democrática (PDSD), el Gobierno promueve y protege los derechos de las Colombianas y los Colombianos; contribuye a derrotar a los grupos terroristas y al crimen organizado, a prevenir el desplazamiento forzado, controlar el territorio, garantizar las libertades públicas, combatir el problema de las drogas, generar condiciones de confianza para la inversión nacional y extranjera y a fortalecer el Estado de Derecho, en un marco de respeto a los derechos humanos. 

A partir de la implementación de la PDSD en 2003, el país empezó a notar un cambio sustancial en la reducción de homicidios, de secuestros y de otros indicadores de infracciones y/o violaciones a los derechos humanos.

La Política de Seguridad Democrática hace frente a la violencia exacerbada perpetrada por grupos armados ilegales que ha afectado al país en las últimas décadas con el fin de  fortalecer el estado de derecho y restablecer el imperio de la ley en todo el territorio, defender y preservar la gobernabilidad democrática. El monitoreo a la Política de Seguridad Democrática desde el OAG evidencia la disminución de las violencias a los DDHH de las mujeres. Para mayor información revisar Anexo 6 (Seguimiento a la Política de Defensa y Seguridad Democrática con enfoque de género). 

Asimismo, en enero de 2008 el Ministerio de Defensa Nacional expidió la Política Integral de Derechos Humanos y Derecho Internacional. Esta política incorpora el  carácter de transversalidad a los derechos humanos en las distintas actividades de los miembros de la fuerza pública. De igual manera, se establece que el mandato constitucional que exige a la Fuerza Pública garantizar los derechos y libertades de la población, conlleva también la obligación de adoptar medidas en favor de grupos especiales que requieran atención diferenciada ( indígenas, afrodescendientes,  desplazados,  mujeres,  niños,  víctimas de desaparición forzada,  defensores de DDHH,  sindicalistas, periodistas, miembros de la Misión Médica y los beneficiarios de medidas cautelares y provisionales del Sistema Interamericano de Derechos Humanos; entre otros.). 

En este sentido, si bien existe en la actualidad el enfoque diferencial de género en la política de DDHH y DIH del Ministerio de Defensa, y normativa interna para la observancia de los derechos humanos de las mujeres, al interior de la fuerza pública y con relación a la población;  para fortalecer este proceso, se está elaborando una política ministerial sobre derechos sexuales y reproductivos y violencia basada en género (en especial la violencia sexual), con base a estándares internacionales.

En este sentido, se resalta las siguientes disposiciones y estrategias de la Fuerza Pública en el marco de protección de los derechos humanos de las mujeres: 

· Circular Permanente No. 630134 del 7 de Mayo de 2009 “Políticas de mando sobre observancia y respeto a los derechos humanos de las mujeres” (Ejercito Nacional, antes referenciado)

· Circular No. 1281 IGAR-DDEHU-725 de Octubre 2006 de la Armada Nacional sobre campañas de prevención en materia de Violencia Basada en Género
/.

La Policía Nacional en su deber misional, trabaja conjuntamente con otras entidades del Estado, como son el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría y la Fiscalía General de la Nación.

Los requerimientos o solicitudes de la comunidad frente a la atención de la  mujer en situación de violencia, son atendidas a través de la oficina de atención al ciudadano, la línea directa de la Policía Nacional y el Centro Administrativo de Despacho; buena parte de los funcionarios que atienden estos medios de comunicación son mujeres, que prestan sus servicios especialmente preventivos y acordes con las situaciones que en el entender cotidiano se presenten. Ahora bien, la Policía Nacional en su planta de personal, cuenta con aproximadamente 9.000 mujeres uniformadas,  que atienden todos los aspectos del servicio en cada una de la Unidades.

En todas las estaciones de Policía hay una oficina de denuncia y contravenciones, en las que se reciben y orientan a las personas para facilitar una oportuna atención ciudadana. Es así como en caso de abuso sexual o violación se ha implementado un protocolo en el cual se da  información y atención sin necesidad de requerir a la victima o la narración de los hechos.

El funcionario de la Policía Nacional que normalmente atiende los casos policiales, está debidamente preparados y capacitados para el desarrollo de su trabajo, enfocados en la prevención, de manera que el uso de la fuerza y las armas de fuego obedecen a pautas formales de trabajo que permiten apoyar y prestar el servicio  a la población vulnerada. 

· Creación Grupos Élite de delito sexual (GEDES): La Policía Nacional en desarrollo del reto gubernamental de combatir y reducir la criminalidad en todas sus manifestaciones, ha especializado su lucha contra los delitos sexuales, mediante la creación de estos grupos élites.

· Los GEDES están conformados interdisciplinariamente por investigadores de la SIJIN y del Cuerpo Técnico de Investigaciones-CTI, todos con una formación profunda en criminalística y trabajando con una sola Fiscal de tal forma que haya un seguimiento especial a todos los casos y comprobar datos que permitan establecer a través de las diferentes denuncias, cuando los casos se relacionan con el mismo agresor.

· Centro de Investigaciones criminológicas DIJIN

Para garantizar los derechos de las mujeres, el Ministerio de Defensa emitió la Circular Permanente N.º 630134 del 07 de mayo de 2009
/. 

De manera general las normas jurídicas que regulan las actividades de la Policía Nacional establecen los parámetros que permiten fortalecer la seguridad ciudadana y garantizar el libre ejercicio de derechos y libertades. (Información suministrada por la Policía Nacional). 

Ahora bien, La violencia intrafamiliar es un fenómeno complejo que tiene dimensiones estructurales, funcionales y procesales; afecta la seguridad ciudadana, en especial la de las mujeres, niñas y niños. Por ello la importancia de un enfoque de género en la participación de la seguridad pública para garantizar la seguridad ciudadana. 

i) otros? Especificar

La Ley 387 de 1997 reconoce el desplazamiento forzado por la violencia como un fenómeno que requiere de un Sistema Nacional de Atención Integral a la Población Desplazada. En el año 2005 se diseñó la Política Nacional de Atención Integral a Población Desplazada que desde entonces ha venido complementándose para desarrollar una atención cada vez mejor a las víctimas.

La CPEM se ha unido a ese esfuerzo a través del diseño de lineamientos que a partir del análisis de riesgos de parámetros de derecho, sugiere acciones para prevenir todas las formas de violencia contra la mujer. La Directriz de Atención Integral a población desplazada con enfoque diferencial de género abarca riesgos como el reclutamiento, violencia sexual, violencia intrafamiliar, embarazo adolescente, impacto emocional, impacto en la configuración familiar, protección de bienes, impacto diferencial frente a vivienda, salud, educación, generación de ingresos etc. La mencionada Directriz diseñada y publicada con el apoyo de ACNUR, es un instrumento que ha permitido la transversalización del enfoque de género en políticas nacionales, departamentales y municipales y se constituye como una acción de prevención.
Adicionalmente, el Gobierno nacional ha diseñado 13 programas específicamente dirigidos a la prevención y atención de la violencia contra las mujeres desplazadas, ellos son:

· El Programa de Prevención del Impacto de Género Desproporcionado del Desplazamiento, mediante la Prevención de los Riesgos Extraordinarios de Género en el marco del Conflicto Armado.

· El Programa de Prevención de la Violencia Sexual contra la Mujer Desplazada y de Atención Integral a sus Víctimas. 

· El Programa de Prevención de la Violencia Intrafamiliar y Comunitaria contra la Mujer Desplazada y de Atención Integral a sus Víctimas.

· El Programa de Promoción de la Salud de las Mujeres Desplazadas.

· El Programa de Apoyo a las Mujeres Desplazadas que son Jefes de Hogar, de Facilitación del Acceso a Oportunidades Laborales y Productivas y de Prevención de la Explotación Doméstica y Laboral de la Mujer Desplazada.

· El Programa de Apoyo Educativo para las Mujeres Desplazadas Mayores de 15 Años.

· El Programa de Facilitación del Acceso a la Propiedad de la Tierra por las Mujeres Desplazadas.

· El Programa de Protección de los Derechos de las Mujeres Afrodescendientes Desplazadas.

· El Programa de Promoción de la Participación de la Mujer Desplazada y de Prevención de la Violencia contra las Mujeres Desplazadas Líderes o que adquieren Visibilidad Pública por sus Labores de Promoción Social, Cívica o de los Derechos Humanos.

· El Programa de Acompañamiento Psicosocial para Mujeres Desplazadas.

En caso de que esté contemplado, favor de describir cómo el tema de violencia contra las mujeres es abordado en dichos planes/acciones/estrategias. 

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?
/ NO APLICA

15.
¿Existen planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, destinados a:

a) Legisladores/as?

b) Operadores/as de justicia (jueces/zas, fiscales/as, funcionarios/as legales, comisarios/as de familia, y otros/as funcionarios/as públicos/as)?

c) Operadores/as de salud?

d) Educadores/as?

e) Fuerzas militares y policiales?

f) Organizaciones sociales y comunitarias de mujeres?

g) Centros de atención especializados en violencia?

h) Otros?  Especificar.

En caso de que existan, describir sus características, los temas tratados y su periodicidad. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?
/
Sí. A continuación se relacionan los planes de formación que las entidades competentes en el tema implementan para la capacitación de sus funcionarios sobre Violencia contra las Mujeres:

· El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses diseñó y puso en marcha un programa de capacitación sobre atención forense de la Violencia Basada en Género con énfasis en mujeres en situación de desplazamiento por causa del conflicto armado, difusión de la Ley 1257 de 2008, los documentos internacionales como la Convención interamericana para Prevenir, sancionar y erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención de Belem do Para y Difusión de los Autos de la Corte Constitucional sobre desplazamiento Forzado dirigido inicia/mente a los médicos forenses y odontólogos forenses de las Regionales.

Este programa inició en noviembre de 2009 con un Taller de 16 horas con la participación de 25 médicos forenses y en el año 2010, se están realizando Ocho (8) Talleres de ocho horas cada uno. Se realizarán con los dos expertos contratados en el 2009 y dirigidos a médicos y odontólogos en el segundo día de cada una de las Jornadas de Actualización de Clínica y Odontología Forense que se llevaran a cabo durante el año 2010 en las sedes de las Regionales del INMLCF con participación de 25 peritos por jornada, para un total de 225 peritos capacitados al finalizar el 2010. 

Las jornadas se están realizando según la siguiente programación: 7,8 y 9 de abril en Bogotá, 21,22 y 23 de Abril en Bucaramanga, 5,6, y 7 de mayo en Bogotá,12,13 y 14 de mayo en Cali,9,10 y 11 de Junio en Medellín, 14, 15 y 16 de Junio en Barranquilla , 9.10 y 11 de Agosto en Bogotá, y 29, 30 de Agosto Pereira.

Para el año 2010 se planea diseñar un curso virtual sobre el tema y mediante la plataforma de educación virtual a través de la Escuela de Medicina Legal y Ciencias Forenses se capacitará gradualmente a todos los funcionarios misionales y de apoyo del Instituto en la materia.

Es pertinente indicar que en el año 2009 el INMLCF con el apoyo del Programa Conjunto "Estrategia Integral para la Prevención, Atención y Erradicación de todas las formas de Violencia de Género en Colombia" de cuya ejecución son responsables el Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM), la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y el Fondo de Población de las Naciones Unidas (UNFPA), mediante la estrategia de Fortalecimiento institucional dirigida al INMLCF financió la contratación de una consultora especialista en VBG para la elaboración del Documento: Cuerpo de conocimiento sobre violencia basada en género del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, el cual fue entregado en enero de 2010.

Este documento constituye una de las bases para la capacitación de los talleres mencionados y será además insumo necesario para el diseño e implementación del Modelo de Atención en VBG en Clínica Forense en el INMLCF que se inicia en junio de 2010 mediante otra Consultoría suministrada por el programa Conjunto, en continuidad al fortalecimiento, con una duración de seis (6) meses.

· Ministerio de la Protección Social: para realizar el fortalecimiento técnico de la red de actores del Sistema General de Seguridad Social en Salud en lo relacionado con la Promoción de DSR, el Ministerio de la Protección Social ha diseñado y ejecutado proyectos donde se contemplan acciones de sensibilización y capitación a los niveles directivos, técnicos y operativos, que se desarrollan en los componentes  de la Política Nacional de Salud Sexual y Reproductiva, entre ellos están los dirigidos a poblaciones con mayor vulnerabilidad para fortalecer la atención integral en la línea de política de Planificación Familiar .

En la línea de Salud Sexual y reproductiva de adolescentes y jóvenes, desde 2007 se trabaja en la implementación de Servicios en Salud amigables para adolescentes y jóvenes, ya difundido en 373 municipios de 23 departamentos.

En la gestión para la reducción de la Mortalidad Materna a partir de 2004, a la fecha se ha realizado en el 100 % de las entidades territoriales y se ha capacitado y seguido por 3 años consecutivos a 15 departamento en los que se implementó una metodología para la vigilancia de la morbilidad materna extrema; prevención de ITS VIH Sida a la fecha, en el 100 % de entidades territoriales; y en violencias específicamente a partir del año 2007;en atención integral a las  violencia se elabora un modelo de atención y un modelo de vigilancia .

Con la Consejería de Programas Especiales de la Presidencia de la República se lidera el programa de Promoción de Derechos y Redes Constructoras de Paz, PDRCP cuyo eje principal es el fortalecimiento de redes sociales de apoyo para la implementación de la Política Nacional de Salud Sexual y Reproductiva y la promoción de los derechos humanos sexuales y reproductivos.

Los avances que el programa PDRCP ha obtenido en sus esfuerzos por apoyar la implementación de la Política Nacional de SSR, resultan significativos para el diseño y desarrollo de nuevas iniciativas de promoción de los DSR y la SSR de poblaciones vulnerables. Este proyecto se desarrolla desde agosto de 2003 y ha alcanzado una cobertura que se extiende en 243 municipios de 8 departamentos del país (Antioquia, Bolívar, Cesar, Chocó, Putumayo, San Andrés y Providencia, Santander y Valle del Cauca).

Se trata de un abordaje integral al tema de los DSR y la SSR, a través de: a) procesos de movilización social (fortalecimiento de redes sociales de apoyo y realización de estrategias locales y multimediales de comunicación – a cargo de colectivos locales de comunicación- b) fortalecimiento institucional (equipos  técnicos departamentales de carácter interinstitucional, y formación de actores sociales e institucionales), y  c) mejoramiento de condiciones de vida, con el desarrollo de fondos rotatorios y grupos autogestionados.

En la implementación de acciones dirigidas a las poblaciones víctimas del desplazamiento se han realizado capacitaciones al sector de salud y otros sectores comprometidos en el tema de violencia domestica y sexual y en el fortalecimiento de rutas de atención; y el fortalecimiento a organizaciones de mujeres para el apoyo y capacitación a las víctimas de violencias. Esto se ha realizado por tres años continuos. 

Todas las acciones de IEC tienen como base fundamental el enfoque de promoción de derechos humanos, sexuales y reproductivos y de equidad de género. 

Algunos de los productos relevantes de esta experiencia incluyen: Experiencias con Organizaciones Sociales y Comunitarias de Mujeres: El  Ministerio de la Protección Social participó en un  proceso de empoderamiento  a mujeres Embera Chamí, con el objeto de intervenir en la práctica ancestral de la “ablación” o “curación” que se practica por las parteras de esta comunidad. El documento puede ser recuperado de la dirección electrónica:

http://www.unfpacolombia.org/home/unfpacol/public_htmlfile/mandatoembera2009.pdf
· Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación: En el marco legal de funciones de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (ley 975 de 2005 y sus decretos reglamentarios) se han desarrollado procesos de formación, principalmente dirigidos a mujeres víctimas de la violencia exacerbada perpetrada por grupos armados ilegales y  a funcionarios y funcionaras que intervienes en el proceso de justicia y paz, para formar y sensibilizar en temas de género:

· Procesos de empoderamiento y formación en derechos: Proyecto de fortalecimiento de liderazgos femeninos: Financiado por FESCOL-GTZ. Este proceso formó a 25 mujeres de los departamentos de Bolívar, Sucre y Córdoba sobre a ley de Justicia y Paz, Derechos Humanos de las Mujeres, Resolución alternativa de conflictos y liderazgo.

Proyecto de fortalecimiento de liderazgos femeninos II: Financiado por Fescol-GTZ. En esta segunda fase se continuó el proceso de formación, con 100 mujeres de los departamentos de Putumayo, Cauca, Antioquia y Sucre sobre los mismos temas enunciados anteriormente

Apoyo en la construcción de planes de incidencia de mujeres víctimas de la violencia exacerbada perpetrada por grupos armados ilegales en políticas locales de atención y reparación a víctimas. Con este proyecto se busca crear grupos de incidencia de mujeres víctimas en Pasto, Buenaventura y Cartagena, así como promover la construcción de planes de incidencia en políticas locales de reparación integral.

Acompañamiento en la formación y empoderamiento de la Red de Mujeres del Nororiente, con el que se ha formado en derechos sobre las víctimas de la violencia exacerbada perpetrada por grupos armados ilegales, derechos humanos de las mujeres, reconciliación, liderazgo e incidencia a mujeres víctimas de Santander, Norte de Santander, Sur de Bolívar, Sur del Cesar y en general la región del Magdalena Medio, consolidando el proceso denominado por las Mujer como la Red de Mujeres de Nororiente.

Formación en derechos y en género a grupos focales de víctimas de Pasto, Tumaco e Ipiales. Esta es una iniciativa de la Sede Regional Nariño, con la que sean realizados procesos de formación en derechos a grupos focales en estos tres municipios. Esta iniciativa se encuentra inmersa en una estrategia de varias instituciones y organizaciones presentes en lo local, así como de varios organismos internacionales y de cooperación internacional.

· Procesos de sensibilización a instituciones y actores importantes en el  proceso de Justicia y Paz: 

3 Encuentros Nacionales con funcionarios y funcionarias de la CNRR (2006,2007 y 2008) para sensibilizar y trabajar en torno a temas como violencias de género en conflicto armado, grupos étnicos y violencia exacerbada perpetrada por grupos armados ilegales, niñez, población LGBT en el marco de la violencia exacerbada perpetrada por grupos armados ilegales.

Ciclos de talleres de sensibilización y formación a los y las funcionarias de las 12 sedes regionales de la CNRR (Cesar, Atlántico, Sucre, Bolívar, Nororiente, Antioquia, Valle, Chocó,  Centro, Meta, Putumayo y Nariño) para formar y sensibilizar en los enfoques de género, etnia y edad en el marco de la violencia exacerbada perpetrada por grupos armados ilegales. Estas capacitaciones se realizaron desde el 2007 hasta el 2009 según se iban conformado los distintos equipos regionales.

2 Talleres de sensibilización y formación a Fiscales de la Unidad Nacional de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación y a Magistrados de Justicia y Paz. (2007).

Formación en derechos humanos a personas desmovilizadas privadas de la libertad del centro penitenciario “La Picota”, entre los módulos de formación se incluye un módulo de género y poblaciones específicas.

Formación a periodistas y  medios de comunicación comunitarios, en el que se llevaron a cabo talleres de formación a periodistas y medios comunitarios de comunicación en las distintas regiones, en los que se incluyó un modulo de formación en Género, etnia y edad en el proceso de verdad, justicia y reparación.

Creación de la Mesa Interinstitucional sobre derechos de las mujeres. Proceso liderad por la Sede Regional Sucre con la intención de incidir en la actuaciones institucionales, en donde participan algunas instituciones intervinientes en el proceso de justicia y paz que se reúnen para discutir temas sobre derechos humanos de las mujeres. Desde esta mesa se produce, de forma bimestral, un Boletín Virtual sobre Derechos de las Mujeres.

· Ministerio de Defensa Nacional: La Armada Nacional emitió la Circular No. 1281 IGAR-DDEHU-725 de fecha 18 de octubre de 2006 (antes referenciada) en el marco de esta ha desarrollado capacitaciones en materia de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario a Comandantes de estaciones de Guardacostas y Batallones de Infantería de Marina incorporando el tema de la violencia sexual en el marco de la violencia exacerbada perpetrada por grupos armados ilegales. (11-13 de agosto de 2009).
En el marco del componente de Prevención y Atención a la Violencia Intrafamiliar y de Género del Convenio UNFPA-Ministerio de Defensa Nacional se ha trabajado en la difusión y transversalización de los enfoques de género y de derechos al interior de la Fuerza Pública, a través de distintas estrategias de capacitación y asistencia técnica, en la construcción y vigencia plena del principio de igualdad y para cumplir el papel de garante de los derechos que tiene la Fuerza Pública, en especial de los derechos sexuales y reproductivos, fortaleciendo su capacidad para desarrollar las funciones de vigilancia, formulación de políticas, legislación y aplicación de la justicia con una perspectiva de género, así como para producir información sobre la violencia de género y ofrecer una respuesta integral a ella, teniendo los siguientes avances:

· Realización de un diplomado en salud sexual y reproductiva, derechos sexuales y reproductivos y equidad de género para docente formadores de la Fuerza Pública (que incluyó el desarrollo de todos los temas relacionados con salud sexual y reproductiva que se encuentran en el Plan Nacional de Salud Pública, prevención de violencia intrafamiliar y basada en género y construcción de nuevas masculinidades). En el 2010 se desarrollará el segundo diplomado.

· Plan de divulgación masivo de materiales relacionados con salud sexual y reproductiva, derechos humanos sexuales y reproductivos, VIH y violencia basada en género (afiches, rotafolios y comerciales radiales)

· Gestión y desarrollo de la VI Reunión satélite del COPRECOS LAC. (Marzo 2010)

· Desarrollo de un diplomado para actualización de médicos generales uniformados de todas las Fuerzas, médicos generales de planta y enfermeros superiores de combate en dos módulos: i. Manejo de programas locales de VIH y SIDA; ii. Plan Nacional de Salud Pública; Violencia Intrafamiliar y basada en género y construcción de nuevas masculinidades.

· Capacitaciones con el personal de la salud de las cuatro fuerzas (Bogotá, Medellín, Villavicencio, Cali, Bucaramanga y Barranquilla)

· Estrategia de capacitación para las 23 Escuelas de Formación de la Fuerza Pública en derechos sexuales y reproductivos y salud sexual y equidad de género en el año 2008 (se capacitaron a 40 docentes y personal de salud de cada Escuela).

· Estrategia de capacitación para Batallones en zona de conflicto: Montes de María, Magdalena Medio y Pacífico, priorizando tres temas: Prevención de embarazo adolescente, prevención de la VBG con énfasis en violencia sexual y prevención del VIH/SIDA.

· Construcción colectiva de la Política Ministerial en “Derechos Sexuales y reproductivos, Equidad de Género y Violencia basada en género y salud sexual con énfasis en VIH/SIDA para la Fuerza Pública”. 

· Inclusión en el Modelo Único Pedagógico en DDHH y DIH de las Fuerzas militares, de la tarea No. 8 con los correspondientes planes de lección en: salud sexual, y reproductiva con perspectiva de Derechos Humanos y de género, a la promoción, garantía y ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos, al interior de la Fuerza Pública. El ejercicio de los Derechos Sexuales y Reproductivos como una estrategia de prevención de la violencia basada en género al interior de la Fuerza Pública y en las relaciones de los uniformados con la comunidad.

·  Formulación de los Módulos Pedagógicos para Formadores en salud sexual, y reproductiva con enfoque de derechos y equidad de género. Se elaboraron los Módulos igualmente en CD`s  interactivos de formación de formadores uno para cada fuerza.

· Implementación del sistema de información con perspectiva de género para el área de la salud sexual y reproductiva en la Policía Nacional.

· Capacitación para el uso y fortalecimiento del sistema unificado de información en salud sexual y reproductiva

· Asesoría y seguimiento a la aplicación del Plan Nacional de Salud Pública, en las Direcciones de Sanidad de las Fuerzas.

· Desarrollo de actividades de prevención y atención de la violencia basada en género y construcción de nuevas masculinidades.

· Se continuó con el levantamiento de líneas de base desarrolladas en su primera fase, en los temas de VIH, violencia basada en género, masculinidades y derechos sexuales y reproductivos, para el área de educación durante el año 2009.

Durante el 2009 han sido capacitado en el marco de este sistema en las Escuelas y Centros de Instrucción y Entrenamiento de las Fuerzas Militares de Colombia 215.406 oficiales, suboficiales, soldados y civiles.

En la misma línea y con el fin de fortalecer la instrucción y el entrenamiento por escenarios regionales, el Ejército creó 25 Batallones de Instrucción y Entrenamiento a lo largo y ancho del país para dotar a la tropa de mejores herramientas para enfrentar casos en los que existan riesgos de violación de derechos humanos o infracciones al DIH. Esto ha incluido entrenamiento especial en tácticas, técnicas y procedimientos operacionales para la aplicación correcta de las Reglas de Encuentro.

Adicionalmente se están adelantando diplomados en formación de formadores, referentes a la implementación del modelo único reestructurado para docentes, instructores y multiplicadores de la Fuerza Pública, así mismo el Ejército Nacional está adelantando una especialización en Docencia Universitaria mediante convenio interinstitucional con la Universidad Piloto de Colombia.

Capacitación coyuntural: El Ministerio de Defensa  y el Comando General imparten capacitación extracurricular en DDHH y DIH. Entre el 2006-2009 la capacitación coyuntural a militares incrementó más del 200%. Es decir, desde el 2003-2010 se ha capacitado a un total de 392.991 militares y civiles de las Fuerzas Militares en temas coyunturales para el cumplimiento de la misión, en los cuáles se incluye la prevención de actos sexuales violentos y la protección de los derechos de las mujeres.

Por su parte, la Policía Nacional ha capacitado en derechos humanos durante 2009-2010 a 183,854 miembros.

· Rama Judicial-Comisión Nacional de Género (Consejo Superior de la Judicatura, Acuerdo 4552 de 2008): reúne a magistrados y magistradas de las distintas altas corporaciones judiciales de Colombia. Busca convertirse en el escenario natural para que se propongan las políticas, los planes y las acciones encaminadas a garantizar la igualdad y no discriminación por género en el acceso a la justicia. Entre sus funciones están: i. Definir acciones a desarrollar en la rama judicial sobre capacitación de los operadores judiciales en género; ii. Mayor difusión de los instrumentos internacionales;  iii.  Realizar análisis sobre avances jurisprudenciales en materia de Protección de la Mujer frente a la ruptura de la unión marital; protección de la Mujer frente a la violencia doméstica; conciliación de vida laboral y familiar; iv. Realizan Encuentros periódicos con diferentes temáticas, el próximo encuentro será “Pautas para la implementación de la perspectiva de género en las decisiones judiciales”.

· Ministerio del Interior y Justicia- MIJ : A la entrada en  vigencia de la ley 1257 de 2008, el MIJ ha capacitado  alrededor de 130 funcionarios públicos competentes en la atención a mujeres víctimas de violencia; en este mismo sentido, ha elaborado diferentes Manuales Legales para funcionarios de Casas de Justicia que contienen tratados e instrumentos internacionales, normas y jurisprudencia en Colombia sobre:  Violencia Basada en Género en Colombia  Volumen 1 y Volumen 2; Violencia Sexual en Colombia y Violencia Intrafamiliar; y en desarrollo del proceso de reglamentación de la ley 1257  se ha divulgado y analizado la normativa con funcionarios de diversas entidades con competencia en prevención, atención, sanción: Antioquia, Valle, Bolívar, Atlántico, Casanare, Arauca, Bogotá, Tolima, entre otros.

· Estrategia de Transversalidad de la Perspectiva de Género: la CPEM coordina la estrategia de transversalidad de género para lo cual  lleva a  cabo la concertación con las entidades del nivel central y territorial que permita la incorporación de la perspectiva de género en las políticas, los planes, programas, proyectos que adelantan. 

En el marco de esta estrategia se han priorizado las siguientes políticas: a) Política de Banca de las Oportunidades; b) Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia; c) Política para la erradicación de la extrema pobreza –  RED JUNTOS: En la actualidad están siendo capacitados en temas de género los Operadores Sociales a nivel nacional que componen la Estrategia, d) Política de atención a la Población en situación de Desplazamiento; e) Plan Nacional de Acción en Derechos Humanos; f) Estrategia Nacional de Lucha contra la Trata de Personas;  g) Política de Reinserción y Reintegración económica.

En este sentido se han capacitado directamente a funcionarios de diferentes entidades públicas competentes en la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres mediante la realización de talleres, seminarios, foros, conferencias; entre otros, los siguientes:   

Talleres de gestión de Programas y empresas sociales en atención a la población vulnerable y víctimas de la trata de personas; Talleres para la Implementación de la Resolución 1325 del Consejo de Seguridad sobre "Mujer, Paz y Seguridad"; Talleres de prevención de la violencia intrafamiliar; Talleres de socialización de la directriz de desplazamiento; Seminario Transversalidad de Género Metodologías para incorporar dimensión de Género en Políticas de erradicación de Violencias; Talleres para promover intercambio de experiencias entre España y Colombia, para fortalecer las instancias responsables de la Promoción y garantía de los derechos de las mujeres, e incrementar el conocimiento de tomadores /as de decisión de políticas públicas y de la rama judicial de alto perfil, para la aplicación de estrategias integrales de coordinación interinstitucional.; Seminario Internacional de Buenas Prácticas en VBG; Capacitaciones para la Sensibilización y Prevención de la Violencia Contra las Mujeres, énfasis en riesgos extraordinarios de las mujeres en situación de desplazamiento; Talleres para la prevención de la violencia intrafamiliar con mujeres desmovilizadas; etc. En las citadas capacitaciones han participado aproximadamente unos 5000 funcionarios públicos (2003-junio 2010)
Es necesario resaltar que en el marco de la incorporación y fortalecimiento del enfoque de género en la política de atención a la población en situación de desplazamiento se han capacitado servidores públicos a nivel nacional y territorial de nivel directivo y técnico con competencia en la materia de las siguientes entidades: Servicio Nacional de Aprendizaje-SENA; Instituto Nacional de Bienestar Familiar-ICBF; Comisarías de Familia, Secretarias de Gobierno Departamental y Municipal; Secretarías de Salud Departamental y Municipal; Secretarías de Educación Departamental y Municipal; Gestoras Sociales de los Departamentos y Municipios; INCODER; Docentes de Instituciones Educativas Públicas, Personeras; Rectores de Instituciones educativas Públicas; Secretarías de Agricultura Departamental y Municipal; Secretarías de participación y de desarrollo comunitario; Oficinas de Género a nivel departamental y municipal; Comandantes y miembros de la Fuerza Pública, Profesionales de la UAO (Unidades de Atención y Orientación-Acción Social); Ministerio del Interior y Justicia- Departamento de Derechos Humanos- Dirección de Etnias- Dirección de Asuntos para Comunidades Negras; Entidades líderes de los programas diseñados para dar respuesta al AUTO 092; Ministerio de Defensa Nacional; Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial; Fiscales.
En el marco del Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia Colombiana- (antes referenciado) se han capacitado en actividades de formación los siguientes funcionarios de diferentes sectores: 

Diplomado Virtual “Mujer y Género” (100 horas): Se desarrolló el Diplomado Virtual “Mujer y Género” dirigido a educadores públicos/privados, funcionarios públicos; ONG´s Corporaciones y Fundaciones; Empresas Privadas, Medios de Comunicación; Policía Nacional y Fuerzas Armadas; Mujeres Rurales; funcionarios de Medicina legal y cruz roja; organizaciones internacionales entre otros, para un total de 562 participantes en tres (III) Cohortes en 31 ciudades del país (2009-2010).

Seminario Internacional Avances en Derecho de Familia (2009): Dirigido a funcionarios de: la Rama Judicial; Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; Defensorías de Familia; Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer; Ministerio Público; Policía Nacional; Educación Pública y privada; Abogados litigantes, Medios de Comunicación; Centros de Conciliación; entre otros para un total de 1677 participantes (presenciales y en sedes de interconexión) por 25 horas surtidas.   

16.
¿Fomenta el Estado la participación de la sociedad civil en el:

a)
Diseño del Plan/Acción/Estrategia?

b)
Monitoreo y evaluación del Plan/Acción Estrategia?

c)
Ejecución  de proyectos y actividades conjuntas? Especificar cuáles

d)
Otros? Especificar

Sí. La CPEM en el marco de la Política Afirmativa “Mujeres constructoras de Paz y Desarrollo” incentiva el dialogo y la participación de las mujeres y de los colectivos de mujeres de todo el país, a través de Encuentros, jornadas pedagógicas, talleres, foros regionales, Consejos Comunitarios
/, asistencia técnica a las administraciones departamentales y locales a las cuales se les convoca, firmas de pactos, rendición de cuentas, eventos feriales, entre otras. Se han convocado Colectivos de mujeres: cabeza de familia; redes de microempresarias y emprendedoras; colectivos de mujeres desplazadas; colectivos de escritoras y mujeres vinculadas a la cultura; líderes sociales y comunitarias; colectivos de mujeres que promueven los derechos humanos de las mujeres, Consejos Comunitarios de Mujeres, Redes departamentales de mujeres, entre otros.

De igual manera, es de resaltar que en el marco de la Política de Atención Integral a la Población en Situación de Desplazamiento con Enfoque de Género,  la participación de las organizaciones de sociedad civil permitió incorporar los lineamientos que éstas entregaron a la Corte Constitucional para el diseño de los mismos.  De igual forma, se elaboró un programa específico para promover la participación de las mujeres  articulado con la política de participación que desarrolla la política nacional de atención integración a la población desplazada. 

La formulación de los 13 programadas ordenados por la Corte Constitucional (Auto 092- Acciones Afirmativas a favor de las mujeres) y que hacen parte de la Política dirigida a la población en situación de desplazamiento ha sido ampliamente participativo; como prueba la incorporación de las múltiples recomendaciones de sociedad civil en el diseño, y  la adopción de los ajustes y correctivos sugeridos para la implementación y articulación de los programas
Por otro lado, dada la importancia de la participación de las mujeres que se encuentran en riesgo o en situación de desplazamiento dentro del proceso de identificación de sus problemas y en el diseño de los planes de acción para su solución,  la CPEM, con el apoyo técnico y financiero de ACNUR,  en conjunto con el Ministerio de Protección Social, el Ministerio del Interior, el ICBF, el Programa Presidencial Colombia Joven, ha participado en implementación de proyectos piloto basados en diagnósticos participativos, en los departamentos de Nariño y Arauca con el fin de lograr la articulación de las entidades del orden nacional con las administraciones locales en la implementación de los lineamientos de la Directriz. Como resultado de esos proyectos piloto se han diseñado planes de acción que se entregaron a los Comités Municipales de atención a población desplazada.

En este sentido se han realizado diagnósticos participativos en  la vereda de Victoria, zona rural, de Ipiales, los municipios de Charco y  Tumaco del departamento de Nariño y en el Resguardo Indígena de Betoyes y Municipio de Tame del Departamento de Arauca,  con mujeres y hombres del área rural que se encuentran en riesgo o en situación de desplazamiento , proceso en el que se consulta y retroalimenta  propuestas de soluciones concretas para el diseño de planes de acción que han sido entregados a los Comités Municipales de Atención Integral a la Población Desplazada. 

En el marco del Programa Integral contra la Violencia Basada en Género (antes referenciado) se promueve el fortalecimiento de organizaciones sociales para la prevención, detección y vigilancia de la VBG. En este sentido se están ejecutando cuatro proyectos de fortalecimiento organizativo en: i. incidencia política y veeduría ciudadana y ii. Sensibilización, denuncia y exigibilidad de derechos.

De igual manera, se adelanta un proceso de fortalecimiento de organizaciones sociales desde el diálogo intercultural para la prevención, detección y vigilancia de la VBG: i. En coordinación con UNFPA y UNIFEM se está implementando un plan de fortalecimiento del área de mujer, familia y generaciones de la ONIC, para: -Cualificar la representación de las mujeres en los espacios del gobierno indígena; - Apoyar la documentación, investigación, visibilización e incidencia en torno a la situación de las mujeres indígenas: diagnóstico de la situación de las mujeres indígenas (por mandato de la Asamblea de Mujeres Indígenas de la ONIC se deben incorporar las VBG).; - Apoyar- dentro del ejercicio del gobierno propio- la revisión de los manuales de convivencia (reglamentos internos) para indagar cómo se tramita, desde la ley de origen, la VCM; - Apoyar la incorporación del tema mujer en la agenda del movimiento indígena regional y nacional.  ii. En este mismo sentido, en coordinación con una de las redes de organizaciones afrocolombianas más representativas del país- AFRODES- se elaboró un diagnóstico sobre la situación de VBG en mujeres afrocolombianas, y un plan de incidencia para la visibilización e implementación de acciones contra la VBG en esta población. 

En el marco del proceso de reglamentación de la ley 1257 de 2008, si bien la potestad reglamentaria está en cabeza del Gobierno Nacional, en aras de garantizar  un proceso participativo, coordinado y responsable se ha creado una ruta metodológica que ha previsto la creación de una mesa técnica  (funcionarios técnicos de las entidades con competencia y funciones fijadas por  ley en su implementación) y mesas temáticas (justicia, educación, laboral, salud y financiera) permitiendo tener claridad al interior del Gobierno sobre las responsabilidades en la materia.  Los consultores coordinadores de cada una de las mesas temáticas han incorporado una metodología participativa común que promueve: Reuniones con funcionarios/as competentes en la materia; Reuniones con organizaciones de mujeres, especialmente Mesa de Seguimiento a la Implementación de la ley 1257 de 2008; Reuniones con las asesoras de la Bancada de Mujeres del Congreso; Reuniones con el sector privado y gremios; Aportes de las Mesas Departamentales para la Erradicación de la VCM (antes referenciadas).

Por otro lado, en cumplimiento del Art. 35 de la ley 1257 de 2008, se instaló el Comité de Seguimiento integrado por la CPEM, la Procuradora Delegada para la Defensa de los Derechos de la Infancia, la Adolescencia y la Familia; y la Defensora Delegada para los Derechos de la Niñez, la Juventud y las Mujeres quienes han establecido acuerdos mínimos con la finalidad de poder establecer la composición y funcionamiento del Comité. En este sentido, para dar cumplimiento a la ley, y  garantizar la participación equitativa y  representativa  de las organizaciones de mujeres en este espacio, se determinó realizar una convocatoria de las organizaciones civiles  de mujeres para incluir tres organizaciones en el marco del Comité (Segundo semestre de 2010).
Por otro lado, en la Política Nacional de Salud Sexual y Reproductiva se contempla la participación social y la construcción de redes sociales de apoyo como una de sus estrategias de implementación; lo anterior se ha contemplado dentro de los proyectos encaminados a mantener la salud sexual y reproductiva de la población y desde los proyectos dirigidos a las poblaciones con mayor vulnerabilidad.

Desde el proyecto de redes constructoras de paz se ha capacitado en la formulación de Planes Operativos Anuales con las instituciones y las comunidades encaminados a intervenir los riesgos y fomentar factores protectores; para lo cual se capacita en la normatividad vigente para la participación social y el empoderamiento de habilidades y conocimientos para su ejercicio.
De igual manera en el Decreto 3039 de 2007 se  establece que  los planes territoriales de salud deben realizarse con participación de la comunidad.

17.
¿Existen acuerdos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad para difundir los derechos de las mujeres, en especial la Convención de Belém do Pará?

Sí. Ver respuesta pregunta No. 12.
III.
ACCESO A LA JUSTICIA

18.
¿Se aumentó el número de entidades encargadas de recibir las denuncias de violencia contra las mujeres? En caso de ser así, indicar el tipo de institución, en qué fecha, en qué número y en qué localidades. En caso de no ser así, indicar la razón por la que no se aumenta dicho número y qué medidas se han tomado al respecto
/
19.
¿Existen medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, como por ejemplo:

a)
Personal especializado?

b)
Espacios con privacidad?

c)
Servicios legales gratuitos?

d)
Intérpretes en los idiomas indígenas?

e)
Confidencialidad y protección de los datos de la víctima, sus familiares y/o testigos?

f)
Otros? Especificar

La ley 1257 de 2008 (citada anteriormente) señala lo siguiente, respecto a servicios legales gratuitos.

Artículo 8°. Derechos de las víctimas de violencia. Toda víctima de alguna de las formas de violencia previstas en la presente ley, además de los contemplados en el artículo 11 de la Ley 906 de 2004 y el artículo 15 de la Ley 360 de 1997, tiene derecho a:

b) Recibir orientación, asesoramiento jurídico y asistencia técnica legal con carácter gratuito, inmediato y especializado desde el momento en que el hecho constitutivo de violencia se ponga en conocimiento de la autoridad. Se podrá ordenar que el agresor asuma los costos de esta atención y asistencia. Corresponde al Estado garantizar este derecho realizando las acciones correspondientes frente al agresor y en todo caso garantizará la prestación de este servicio a través de la defensoría pública.

Sobre confidencialidad: los lineamientos de la Corte Constitucional y los pronunciamientos de la judicatura han sido claros en lo relativo a que es inadmisible discutir aspectos relacionados con la vida privada de las víctimas de violencia sexual.  La obligación de respetar el derecho a la intimidad se desprende de las normas de procedimiento que ordenan que las intervenciones procesales se realicen con respeto de los derechos fundamentales de las personas que intervienen en las actuaciones (Ley 906 de 2004, artículo 10).

Favor de explicar también qué medidas se toman para que las mujeres rurales, indígenas o afrodescendientes tengan acceso a la justicia.

20.
¿Qué mecanismos de los abajo mencionados existen para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia? 

a) ¿fondos para traslados?

b) ¿mecanismos de rescate de mujeres?

c) ¿cambio de identidad?

d) ¿protección de testigos?

e) ¿salvoconducto para salir del país?

f) ¿redes seguras de referencia?

g) ¿Otros? Especificar

La ley 1257 en materia de protección a las mujeres víctimas de violencia  estipuló lo siguiente: 

Art. 17. El artículo 5º de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo 2º de la Ley 575 de 2000 quedará así: “Artículo 5º. Medidas de protección en casos de violencia intrafamilíar. Si la autoridad competente determina que el solicitante o un miembro de un grupo familiar ha sido víctima de violencia, emitirá mediante providencia motivada una medida definitiva de protección, en la cual ordenará al agresor abstenerse de realizar la conducta objeto de la queja, o cualquier otra similar contra la persona ofendida u otro miembro del grupo familiar. El funcionario podrá imponer, además, según el caso, las siguientes medidas, sin perjuicio de las establecidas en el artículo 18 de la presente ley:

a. Ordenar al agresor el desalojo de la casa de habitación que comparte con la víctima, cuando su presencia constituye una amenaza para la vida, la integridad física o la salud de cualquiera de los miembros de la familia;

b. Ordenar al agresor abstenerse de penetrar en cualquier lugar donde se encuentre la víctima, cuando a juicio del funcionario dicha limitación resulte necesaria para prevenir que aquel perturbe, intimide, amenace o de cualquier otra forma interfiera con la víctima o con los menores, cuya custodia provisional le haya sido adjudicada. 

c. Prohibir al agresor esconder o trasladar de la residencia a los niños, niñas y personas discapacitadas en situación de indefensión miembros del grupo familiar, sin perjuicio de las acciones penales a que hubiere lugar;

d.  Obligación de acudir a un tratamiento reeducativo y terapéutico en una institución pública o privada que ofrezca tales servicios, a costa del agresor. 

e. Si fuere necesario, se ordenará al agresor el pago de los gastos de orientación y asesoría jurídica, médica, psicológica y psíquica que requiera la víctima; 

f. Cuando la violencia o maltrato revista gravedad y se tema su re-petición la autoridad competente ordenará una protección temporal especial de la víctima por parte de las autoridades de policía, tanto en su domicilio como en su lugar de trabajo, si lo tuviere;  

g.  Ordenar a la autoridad de policía, previa solicitud de la víctima el acompañamiento a esta para su reingreso al lugar de domicilio cuando ella se haya visto en la obligación de salir para proteger su seguridad; 

h. Decidir provisionalmente el régimen de visitas, la guarda y custodia de los hijos e hijas si los hubiere, sin perjuicio de la competencia en materia civil de otras autoridades, quienes podrán ratificar esta medida o modificarla;

i.  Suspender al agresor la tenencia, porte y uso de armas, en caso de que estas sean indispensables para el ejercicio de su profesión u oficio, la suspensión deberá ser motivada;

j.  Decidir provisionalmente quién tendrá a su cargo las pensiones alimentarias, sin perjuicio de la competencia en materia civil de otras autoridades quienes podrán ratificar esta medida o modificarla; 

k. Decidir provisionalmente el uso y disfrute de la vivienda familiar, sin perjuicio de la competencia en materia civil de otras autoridades quienes podrán ratificar esta medida o modificarla;

l.  Prohibir, al agresor la realización de cualquier acto de enajenación o gravamen de bienes de su propiedad sujetos a registro, si tuviere sociedad conyugal o patrimonial vigente. Para este efecto, oficiará a las autoridades competentes. Esta medida será decretada por Autoridad Judicial;

m.  Ordenar al agresor la devolución inmediata de los objetos de uso personal, documentos de identidad y cualquier otro documento u objeto de propiedad o custodia de la víctima;

n.  Cualquiera otra medida necesaria para el cumplimiento de los objetivos de la presente ley.

Art. 18. Medidas de protección en casos de violencia en ámbitos diferentes al familiar. Las mujeres víctimas de cualquiera de las modalidades de violencia contempladas en la presente ley, además de las contempladas en el artículo 5º de la Ley 294 de 1996 y sin perjuicio de los procesos judiciales a que haya lugar, tendrán derecho a la protección inmediata de sus derechos, mediante medidas especiales y expeditas, entre las que se encuentran las siguientes:

a)
Remitir a la víctima y a sus hijas e hijos a un sitio donde encuentren la guarda de su vida, dignidad, e integridad y la de su grupo familiar. 

c)
[sic] Ordenar el traslado de la institución carcelaria o penitenciaria para las mujeres privadas de la libertad; 

d)
Cualquiera otra medida necesaria para el cumplimiento de los propósitos de la presente ley.

Respecto a la protección a víctimas y testigos, en el marco de la ley 418 de 1997
/ y leyes que la han prorrogado y modificado, así como lo dispuesto en la Resolución No. 5101 de 2008, proferida por la Fiscalía General de la Nación, en el sentido de dar protección y asistencia a las víctimas y  testigos  intervinientes, cuando se encuentre en riesgo de sufrir agresión, o sus vidas corran peligros, por causa o con ocasión de la intervención en un proceso penal- indistintamente del delito que se investigue- de conocimiento de la Fiscalía General de la Nación, siempre que el riesgo sea calificado como extraordinario y extremo.

Igualmente, tratándose de casos que cumplen los requisitos de ley para ser vinculados, se aplican  los conceptos de enfoque diferencial y de género establecidos en la Sentencia T-496 de 2008
/. Es decir, en caso de que se requiera protección para un testigo o víctima de conductas que impliquen violencia contra la mujer, el Programa de Protección entra a evaluar si la misma cumple con los requisitos de ley, conforme a la normatividad anotada, para ser vinculada al mismo y , en caso positivo, el Programa entra a determinar la medidas protectiva y/o asistencia pertinente según el caso, pretendiendo garantizar la comparecencia de esa víctima o testigo al proceso penal, buscando siempre como derrotero la eficacia de la Administración de Justicia.

La Resolución 5101 de 2008, consagra como término legal para adelantar las evaluaciones de amenaza y riesgo un tiempo máximo de 15 días hábiles y otros (5) días más, dentro de los cual el funcionario competente debe adoptar la decisión de vincular o no al evaluado. No obstante, el Programa cuenta con una medida protectiva para los eventos en que se vislumbra la relevancia de la intervención procesal y que de ésta se generaría un riesgo extraordinario o extremo, que aleja inmediatamente a la víctima o testigo de la zona de riesgo, la cual se ejecuta en un término inferior a tres días hábiles
/.

Así mismo, en el marco de la Resolución citada, como medida de protección, el programa de la Fiscalía General puede disponer del cambio de domicilio o la incorporación del protegido. Respecto a esta última medida, cuando se configuren los presupuestos exigidos en la presente resolución, y del estudio técnico de riesgo se concluya la procedencia de la incorporación al Programa, se procederá al traslado del protegido de la zona de riesgo a otro sitio del territorio nacional.

Por otra parte están las medidas de protección contempladas en el Decreto 1740 de 2010, cuyo objeto es establecer los lineamientos de la política de protección de personas que se encuentren en situación de riesgo extraordinario o extremo, como consecuencia directa y en razón del ejercicio de sus actividades o funciones políticas, públicas, sociales o humanitarias se establecen medidas de prevención y protección.

La población objeto de protección por parte de este decreto se define en los Arts. 4 y 5 del mismo
/. Entre estas se encuentran, periodistas, defensores de derechos humanos; dirigentes actividades de organizaciones sociales, cívicas, sindicales, y de grupos étnicos; testigos de casos de violación en Derechos Humanos y DIH; dirigentes o representantes de organizaciones desplazadas; congresistas, funcionarios públicos; entre otros. De igual manera se estableció que las medidas de protección se adoptarán acorde  con la situación particular de las personas objeto de protección que requieran dicho tratamiento en la implementación de las mismas. (Enfoque Diferencial). 

En este marco se prevén dos programas de Protección: uno a cargo del Ministerio del Interior y Justicia y el segundo a cargo de la Policía Nacional.

Medidas del Programa de Protección del Ministerio del Interior y Justicia: Para la población objeto de este Programa las medidas que se adoptarán, según el nivel de riesgo identificado, serán las siguientes: 

1. Medidas preventivas: 

a. Autoprotección

b. Patrullajes y revistas policiales
c. Actas de responsabilidad y compromiso
2. Medidas de Protección. 

a.
Medios de Movilización.

b.
Apoyo de Reubicación Temporal.

c.
Apoyo de trasteo

d.
Esquemas de Protección.

e.
Chalecos Antibalas. 

f.
Medios de Comunicación. 
g.
Blindaje de inmuebles e instalación de sistemas técnicos de seguridad. 

Medidas del Programa de Protección de la Policía Nacional. Para la población objeto del Programa de Protección de la Policía Nacional las medidas que se adoptarán, según el nivel de riesgo identificado, serán las siguientes: 

1.
Medidas Preventivas. 

a.
Autoprotección.

b.
Patrullajes y revistas policiales.
c.
Actas de responsabilidad y compromiso.

2.
Medidas de Protección. 

a.
Dispositivo de protección.

b.
Recursos Físicos.
21.
¿Cuentan con evaluaciones y estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia? ¿Cuentan con estadísticas sobre cuántas y qué tipo de medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el último año, en relación al total de medidas de protección solicitadas?
/
Revisar información referida en la pregunta anterior. 

22.
¿Se cuenta con protocolos de atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por la violencia, en el idioma oficial y en el de los pueblos indígenas, para uso de la/s:

a) Policía y personal de las entidades receptoras de denuncias?

b) Fiscalías? Sí.

c) Operadores/as de salud? Sí.

d) Otros? Especificar
En caso de que existan, anexar una copia de este(os) protocolo(s). En caso de que no exista este protocolo, o exista solo en idioma oficial, explicar qué pasos se han tomado para su elaboración y/o traducción
/.

Sí. El Instituto de Medicina Legal cuenta con guías y reglamentos en idioma oficial (español) para uso de los peritos del instituto, así como para el uso en el sector salud por los médicos oficiales o en servicio social obligatorio (Reglamento Técnico para el abordaje Forense integral en la investigación del delito sexual y Guía de Consulta abreviada para el examen sexológico forense, informe pericial y manejo del kit para la toma de muestras, en los sectores forense y de salud)
/. 

Debido a  la diversidad étnica de la población colombiana es imposible contar con una traducción oficial para cada uno de los pueblos indígenas de nuestra nación.(70 lenguas).

De igual manera, el Ministerio de la Protección Social ha adoptado la  Resolución 412 de 2000 “ Guía de Atención para el Menor Maltratado y la Guía de Atención para la Mujer Maltratada”  para uso de las instituciones prestadoras de salud (español).

Por otro lado, en el marco del Programa Integral contra la Violencia Basada en Género se realizó una consultoría para compilar y analizar los protocolos/guías/rutas de prevención, registro y atención de la Violencia contra las Mujeres. Esta consultoría determinó, en primer lugar, la conceptualización de los términos de protocolo/guía y rutas, en este sentido señaló:

Guías: Articulo 4to. Guía de atención. Es el documento mediante el cual se establecen las actividades, procedimientos e intervenciones a seguir, y el orden secuencial y lógico para el adecuado diagnóstico y tratamiento de las enfermedades de interés en salud pública establecidas en el Acuerdo 117 del Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud a cargo de las entidades promotoras de salud, entidades adaptadas y administradoras del régimen subsidiado. (Resolución 412 de 2000).
Protocolos: Son documentos que entregan pautas y parámetros que deben seguirse ante casos de VSX, VIF y Trata, entre otros, y habitualmente están dirigidos a funcionarios o funcionarias. La intención principal de estos protocolos es evitar la revictimización de la persona atendida, y contienen las instrucciones que se deben seguir por parte del sistema de atención y judicialización para ayudar a entender, capacitar, identificar, guiar y manejar los casos de violencia de pareja, violencia sexual y la trata de personas.

Según lo anterior, la  guía es elaborada por el Ministerio de la Protección Social, y los protocolos serán los documentos realizados por cada institución, en donde se haga seguimiento a la Norma Técnica y a la Guía, que son de obligatorio cumplimiento. Estos dos documentos ministeriales son los que dan la pauta para las acciones y elaboración de protocolos mínimos para la atención para cada institución.

Rutas: Las rutas de atención son los pasos que deben seguir los usuarios de un servicio para la satisfacción del mismo. Según la legislación actual, no existe una norma técnica o guía que obligue a las instituciones a publicar una ruta; no obstante, se motiva a los prestadores de servicio para que creen un afiche, diagrama, dibujo o instructivo que permita a los usuarios identificar cuáles son los pasos a seguir. 

En este sentido, las guías llamadas por las instituciones a sus documentos, las entendemos como protocolo, haciendo  salvedad que dentro de la política pública colombiana sólo se reconoce como guías a las del ente ministerial. 
A continuación se relacionan algunos de los protocolos compilados:

· Circular, procedimiento general para la atención e investigación integral para víctimas de abuso sexual—CAIVAS (Fiscalía General de la Nación).

· Procedimiento general para la atención e investigación integral a víctimas de violencia intrafamiliar.-CAVIF (Fiscalía General de la Nación).

· Guía para la atención en violencia sexual de niños, niñas y adolescentes víctimas de violencia sexual. (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar-ICBF).

· -Modelos de atención para la prevención, detección y tratamiento de la violencia domestica, Documento marco para orientar "acciones en torno a  promoción, detección, atención integral, y vigilancia de la violencia intrafamiliar desde y para servicios e instituciones del sector salud".

· Guía de asistencia a Víctimas de trata de personas en Colombia (Centro Operativo Antitrata).

· Directorio de servicios y rutas de asistencia para victima de la trata de personas. (Centro Operativo Antitrata).

· Lineamientos para la atención terapéutica a víctimas de violencia sexual. (Secretaría Distrital de Salud. Bogotà).

· Protocolo para el abordaje integral de la violencia sexual desde el sector. (Secretaría Distrital de Salud-Bogotá.).

· Guía de atención para la identificación de posibles casos de delitos sexuales y protocolos de atención para la adecuada recepción de las denuncias de delitos sexuales.(Secretaría de Integración Social-Bogotá).

· Directriz para la atención integral de la población en situación de desplazamiento con enfoque diferencial de género- Consejería para la Equidad de la Mujer (Para mayor información ingresar a equidad.presidencia.gov.co link publicaciones).

Rutas:

· Rutas de atención a víctimas de delitos de violencia intrafamiliar. (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar-ICBF).

· Ruta de atención a víctimas de delitos sexuales (ley 906/2004) (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar-ICBF).

· Ruta de atención integral y restitución de derechos para niños, niñas y adolescentes victimas de explotación sexual comercial (Instituto Colombiano de Bienestar Familiar-ICBF).

· Rutas de atención a víctimas de violencia Intrafamiliar, con énfasis en situación de desplazamiento. (Defensoría del Pueblo).

· Rutas de atención a Víctimas de violencia sexual, con énfasis en situación de desplazamiento. (Defensoría del Pueblo).

23. ¿Los juzgados y fiscalías usan la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes? ¿Se ha realizado un estudio o evaluación sobre el uso de estos instrumentos en el trabajo de jueces/as y fiscales/as?  En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes.

El Observatorio de Asuntos de Género (OAG) de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer en su boletín No. 11 “Trabajamos por una vida libre de violencias”,  presenta un marco jurisprudencial de la Corte Constitucional y Corte Suprema de Justicia en temas referentes a violencia. (Anexo No. 11). Anterior a esta publicación, también el OAG publicó un Boletín de edición especial denominado “La Corte Constitucional frente a los derechos de la Mujer. Una mirada de género a un conjunto de sentencias”, en donde se presentan los resultados de una investigación sobre fallos proferidos por la Corte Constitucional durante el periodo 1998-2004 con el objetivo de consolidar un modelo de recolección y análisis jurisprudencial desde la perspectiva de género. (Anexo No.12).

Por otro lado, la Corporación Humanas – Colombia presentó en el mes de junio del presente año, el “Estudio de la Jurisprudencia Colombiana en casos de delitos sexuales cometidos contra mujeres y niñas”. Esta investigación además de analizar la normativa nacional e internacional y jurisprudencia de diferentes Tribunales y Cortes, devela las situaciones que ponen en riesgo las garantías de las victimas, mujeres y niñas, de delitos sexuales debido a los prejuicios de los y las funcionarias judiciales, los que predominan sobre los derechos consagrados para las víctimas y el derecho internacional de los derechos humanos de las mujeres, cuyos estándares hacen parte de la legislación nacional.

Sentencias Relevantes: 

a. En el tema “bien jurídico”, respecto de la presunción que protege a menores de 14 años de cualquier interferencia en materia sexual, las sentencias nodales son las 13466 del 26 de septiembre de 2000 y 18455 del 7 de diciembre de 2005.

b. La 13466 tomó la C-146 del 23 de marzo de 1994, que establece la exequibilidad del límite de los 14 años para los delitos abusivos, como marco para fundamentar su decisión. La 13466 ha sido ampliamente ratificada tanto por la propia Corte como por algunos fallos de los tribunales y juzgados estudiados, que se pronunciaron posteriormente en materia de delitos sexuales cometidos contra niñas.

c. En violencia, las sentencias más acogidas relativas a la “definición” y “alcance de la violencia”, como elemento objetivo de los delitos sexuales violentos (artículos 205 y 206 del Código Penal), son las 9401 del 8 de mayo de 1996, 17068 del 26 de noviembre de 2003, 23706 del 26 de enero de 2006, 25743 del 26 de octubre de 2006 y 20413 del 23 de enero de 2008.

d. En el tema de “consentimiento”, la protección a la dignidad y la vida privada de las víctimas de violencia sexual ha sido una postura muy respaldada por la jurisprudencia tanto de la Corte Constitucional como de la Suprema, así como por algunos de los tribunales y juzgados de los que se estudiaron sus sentencias. Tres son las sentencias que han marcado una postura imperante frente al tema y que por lo mismo han sido ratificadas por múltiples fallos posteriores, estas son las sentencias 18455 del 7 de diciembre de 2005, 23706 del 26 de enero de 2006 y 20413 del 23 de enero de 2008.

e. En el tema de la “valoración probatoria”, la credibilidad del testimonio, especialmente de menores de edad, ha contado con gran desarrollo jurisprudencial. Varias sentencias se han pronunciado al respecto; sin embargo, en el universo estudiado se destacaron las siguientes como las más acogidas por fallos posteriores a ellas: 24468 del 30 de marzo de 2006, 26411 del 8 de noviembre de 2007, 27946 del 26 de septiembre de 2007, la 28274 del 26 de septiembre de 2007 (tabla 14), 28511 del 28 de noviembre de 2007 y 28742 del 13 de febrero de 2008 (sentencia que ratificó a todas las anteriores.

f. En el tema de las reglas de la experiencia y la sana crítica las siguientes son las sentencias con más acogida dentro de la judicatura, que aunque no resuelvan específicamente sobre delitos sexuales, constituyen los precedentes más acudidos en materia de estos delitos cometidos contra mujeres y/o niñas estudiados en la presente investigación: 16472 del 21 de noviembre de 2002, 23593 del 11 de abril de 2007  y la 22548 del 9 de abril de 2008.

24.
¿Se han realizado evaluaciones o estudios sobre:

a. el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias? 

b. si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia?

En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes.

El Programa Integral contra la VBG (antes referenciado) realizó un estudio cuyo objeto es establecer la situación actual en materia de imaginarios, prácticas y actitudes  sociales e institucionales que naturalizan la VBG con el fin de estimar la efectividad y pertinencia de las acciones desarrolladas por el Programa Conjunto. Este estudio se realizó en 10 ciudades de Colombia, y los resultados del mismo se publicarán en el mes de Agosto de 2010. Una vez sea publicada la información, se podrá socializar los resultados.

IV. SERVICIOS ESPECIALIZADOS

25.
¿En los últimos cuatro años, el Estado (no sociedad civil) ha aumentado los refugios, casas de acogida y centros de apoyo integral para mujeres afectadas por la violencia, sus hijas e hijos? De ser así, explicar cuántos y en qué localidades. De no ser así, explicar qué medidas se han tomado para aumentar dicho número, y fecha estimada de operación de los nuevos refugios y centros de atención
/.

Sí.  La Fiscalía General de la Nación en desarrollo de su actividad constitucional y legal busca garantizar el acceso a la justicia en municipios con alto índice poblacional y de criminalidad, para ello, se propende por la investigación efectiva de los delitos contra la libertad, integridad y formación sexual, Violencia Intrafamiliar y Trata de personas, la información, protección y materialización de los derechos al trato digno dentro de la actuación procesal de las víctimas del delito y la implementación de modelos de atención interdisciplinarios e interinstitucionales que eviten la doble victimización. Centros de atención e investigación integral a victimas de violencia sexual y violencia intrafamiliar- CAIVAS y CAVIF (Estrategia Institucional frente a la vulneración de los Derechos de las Mujeres Victimas)
   

Los actos de violencia intrafamiliar y sexual requieren de atención que comprometa acciones preventivas, de protección y sanción, por lo cual la Fiscalía buscó implementar un modelo de gestión interinstitucional e interdisciplinario, encaminado a la protección y asistencia de las victimas, en desarrollo de una de las metas incluidas en el plan de Direccionamiento  estratégico de la Institución.

En tal virtud y atendiendo al mandato del artículo 44 de la Constitución Nacional en concordancia con el art. 10 de la Ley 1098 de 2006, referente al principio de la corresponsabilidad,  la Fiscalia General de la Nación, viene liderando  y coordinando un proceso en el que se invita e involucra a otras instituciones del Estado, entre ellas a: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses,  Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía, Secretarias de Salud y Educación etc., a efectos de prestar una atención integral a las víctimas de abuso sexual y violencia intrafamiliar, contando con la participación activa y colaboración conjunta en la prevención, educación, asistencia, competencia legal y erradicación de la violencia intrafamiliar y sexual, de las entidades que tienen como misión el amparo y protección de los integrantes del núcleo familiar.

El objetivo de estos modelos de atención e investigación especial, es articular competencias que por mandato legal y constitucional cumplen los entes responsables, generando así una simplificación de trámites y gestiones, optimizando los recursos humanos y económicos, evitando así el maltrato institucional o la doble victimización,  especialmente con los niños, niñas, adolescentes y mujeres víctimas de estos delitos.

Se busca que los Centros de Atención e Investigación CAIVAS Y CAVIF sean un  modelo que proporcione un servicio oportuno y eficiente a las niños, niñas, adolescentes y mujeres involucradas en los delitos contra la libertad, integridad y formación sexual, y la violencia intrafamiliar, en un marco de respeto por la dignidad humana, a través del trabajo interinstitucional, con Entidades Estatales cuya  misión exclusiva es la atención de los niños y niñas Colombianos como el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la Policía Nacional, el Instituto Nacional de Medicina Legal las Alcaldías Municipales y otras.

Los Centros propenden por ofrecer a los niños, Niñas, adolescentes y mujeres involucrados en los delitos contra la libertad sexual y Unidad y Armonía Familiar, una adecuada y oportuna atención en las áreas psicológica, social, jurídica, medico-legal e investigativa de manera que se promueva la recuperación y se generen mecanismos de prevención del delito.

El Centro de Atención Integral CAIVAS, cuenta especialmente con sala de entrevistas, en la que se instalaron cámaras Gesell, que impedirán el contacto entre la víctima y el agresor, reduciendo así, la doble victimización y evitando mayor sufrimiento a los niños y niñas víctimas de estos delitos, durante el proceso de detección, instrucción y juzgamiento, a fin de garantizar el respeto de su interés superior y su dignidad.

De esta manera tanto los investigadores como los especialistas que atienden el caso desde el punto de vista legal penal y administrativo pueden ver y escuchar desde un salón al menor, mientras habla con un psicólogo forense en otro cuarto.

Al mismo tiempo que reduce el detrimento causado al niño o niña por el abuso, sirve como evidencia para la investigación penal, ya que la cámara cuenta con un sistema de grabación de audio y video, material que sirve como evidencia a la luz del nuevo sistema penal acusatorio.

Los testimonios grabados por la cámaras Gessell, sirven de base para adelantar audiencias preliminares y otras diligencias dentro de la investigación penal que se adelante, especialmente cuando un menor (niño, niña o adolescente) va a ser entrevistado o actúa como testigo dentro de un proceso penal.

Las alianzas estratégicas con entidades como el ICBF, han permitido la consecución de recursos humanos, logísticos y técnicos para el desarrollo de una mejor dinámica de trabajo en los CAIVAS Y CAVIF; el propósito es continuar aunando esfuerzos para luchar de manera sistemática contra esta forma de violencia, en la que los niños, niñas y adolescentes por su condición de indefensión e inferioridad, representan el más alto nivel de vulnerabilidad frente a sus agresores, con una visión más amplia con relación a la victima, garantizando la asignación de recursos para su protección, que facilite la implementación de una política de Estado para la asistencia, reintegración y protección de las víctimas.

Igualmente, debemos direccionar esfuerzos para crear un verdadero sistema de prevención para la comisión del delito, creando conciencia entre la población más vulnerable, y por sobre todo, implementar, desarrollar, valorar y hacer seguimiento a la gestión los centros de atención a victimas de violencia intrafamiliar y sexual CAVIF Y CAIVAS, los cuales representan un modelo vanguardista para combatir este lamentable fenómeno.  

FUNCIONALIDAD

La Fiscalía General de la Nación, viene liderando  y coordinando un proceso en el que se invita e involucra a otras instituciones del Estado, entre ellas a : Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Departamento Administrativo de Bienestar Social, Defensoría del Pueblo, Personería de Bogotá, Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía y obviamente la Unidad de Delitos contra la libertad, Integridad y Formación Sexuales de Bogotá, a efectos de prestar una atención integral a las víctimas de abuso sexual, para lo cual se suscribió un convenio, en Septiembre de 1999,  que dio origen al CENTRO DE ATENCIÓN INTEGRAL A VICTIMAS DE ABUSO SEXUAL  (CAIVAS), el cual se ha venido renovando y hoy por día tiene un alcance nacional. En este modelo intervienen además de las instituciones mencionadas las siguientes: Procuraduría General de la Nación, Ministerio de Protección social, Ministerio de Educación, Policía Nacional y aquellas autoridades a nivel territorial interesadas en la atención de estas víctimas.

De igual forma y para atención del punible de violencia intrafamiliar, el 25 de septiembre de 2003, se suscribió el convenio, en la Seccional de Fiscalias Bogotá, para la conformación del Centro de Atención Integral contra la Violencia Intrafamiliar (CAVIF) a fin de contar con la participación activa y colaboración conjunta en la prevención, educación, asistencia, competencia legal y erradicación de la violencia intrafamiliar de las entidades que tienen como misión el amparo y protección de los integrantes del núcleo familiar. 

Los modelos se encuentran conformados por las siguientes Instituciones:

· FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN

a. Cuerpo Técnico de Investigación. CTI

b. Futuro Colombia

· ALCALDIA MAYOR DE BOGOTA*

a. Departamento Administrativo de Bienestar Social DABS *

b. Comisarías de Familia

c. Secretaría de Salud

d. Secretaría de Educación

· INSTITUTO NACIONAL DE MEDICINA LEGAL Y CIENCIAS FORENSES

· INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR. ICBF

· DEFENSORIA DEL PUEBLO

· VEEDURIA DISTRITAL*

· PERSONERIA DE BOGOTA*

· POLICIA NACIONAL

· PROCURADURIA GENERAL DE LA NACIÓN

* Únicamente aplica para el caso de la Dirección Seccional de Fiscalías de Bogotá.

Se elabora una ficha de atención con psicólogos del Cuerpo Técnico de Investigaciones de nuestra Entidad, luego se les brinda tanto al usuario como a su núcleo familiar asesoría psicológica, explicándoles el procedimiento jurídico y los exámenes físicos que se le llevaran a cabo a la víctima; posteriormente se le recepciona la denuncia por parte del funcionarios de policía judicial del cuerpo Técnico de Investigación, luego con una orden de la jefe del grupo de menores se remiten al consultorio de Medicina Legal para la practica del reconocimiento medico-legal y toma de muestras.

Cuando se trata de menores y el jefe del grupo de menores o el fiscal de conocimiento determina que se encuentran en riesgo físico o moral, son remitidos a la oficina de Bienestar Familiar a efecto de que el defensor de familia realice los trámites administrativos inherentes a la expedición de la medida de protección.

En virtud, a que la mayor parte de los usuarios son personas de escasos recursos, el jefe del grupo de menores los remite al departamento Administrativo de Bienestar Social para que la trabajadora social establezca información socio-familiar, realice un diagnostico social y movilice recursos y potencialidades para el apoyo familiar, como por ejemplo: servicio gratuito de medico general y psicología en Entidades Promotoras de Salud, albergues de transición, becas educativas etc.

Por otra parte, la Defensoría del Pueblo presta el apoyo de defensor público a los sindicados y/o indiciados y actuaran como abogados de parte civil dentro del marco de la ley 600 de 2000.

A continuación exponemos brevemente la Composición y función interinstitucional de los Centros de Atención Integral:

Instituto Nacional de Medicina Legal: 
El centro de atención cuenta con una médica forense y su asistente, quien hace las veces de enfermera y secretaria, para la realización de las valoraciones sexológicas y demás pruebas forenses dispuestas por los funcionarios judiciales encargados de la formalización de la denuncia.

Instituto Colombiano de Bienestar Familiar:
A cargo de una Defensora de Familia, su asistente administrativa y una Trabajadora Social quienes en la actualidad están recibiendo las remisiones de  los casos de maltrato y abuso sexual de varias localidades de la ciudad (además de otras problemáticas), para los efectos de la aplicación de las pertinentes medidas de protección y/o asistencia terapéutica.

Teniendo en cuenta los respectivos informes, el Defensor de Familia toma las acciones pertinentes como son otorgar la custodia y el cuidado personal del menor, regular visitas, asignar cuotas de alimentos, declarar abandono, declarar en situación de peligro, colocación familiar en hogar sustituto, ubicación institucional, ubicación con familia extensa y reintegros familiares. 

Departamento Administrativo de Bienestar Social:

Esta Oficina se encarga de orientar, informar y referenciar a la población (usuarios) que por sus condiciones de pobreza se encuentran en riesgo de desatención, abandono o exclusión social, los cuales han sido víctimas de delitos sexuales, se les ha conseguido servicios sociales a nivel intra e interinstitucional.

Policía Judicial / Cuerpo Técnico de Investigación/ Policía Nacional / Comisaría de Familia / CAVIF:

Este Equipo cuenta con Investigadores Criminalísticos, Abogados, psicólogos, asistentes administrativos, receptores de denuncias, orientadores y analistas. Son los encargados de la consecución de los elementos materiales probatorios y evidencia física necesaria para la consecución de los objetivos investigativos construidos con el Fiscal a través del programa metodológico, con el fin de sustentar las peticiones realizadas a los jueces de garantías y de conocimiento en las audiencias preliminares o de juicio.
Con el objetivo de dar continuidad a estos vanguardistas modelos, se estima proseguir con su implementación, al paso que, periódicamente, se realiza una juiciosa labor de evaluación, valoración y seguimiento periódico de su gestión. 

A la fecha estos modelos de gestión se encuentran en funcionamiento en 25 ciudades así:  Armenia, Barranquilla, Bogotá, Bucaramanga, Cartago, Cali, Palmira, Cartagena, Cúcuta; Fusagasuga; Leticia; Florencia; Ibagué; Manizales; Medellín; Montería; Neiva; Pasto; Pereira; Popayán; Quibdo; Santa Marta; Sincelejo; Tunja y Villavicencio. 

Para el 2010 se avanza en la implementación de los modelos en las ciudades de Riohacha, Valledupar, Arauca; Soacha; San Andrés Isla, y otro para la ciudad de Bogotá. 

Por otro lado, el Ministerio del Interior y Justicia promueve la creación de las Casas de Justicia: unidades interinstitucionales para la información, orientación, referenciación y prestación de servicios para la solución de conflictos, dónde se aplican y ejecutan mecanismos de justicia formal y no formal. En la actualidad, existen 66 casas de justicia a nivel nacional.
Reúne bajo un solo techo instituciones nacionales y locales de administración de justicia. Posibilita aunar los esfuerzos de justicia formal y no formal, de la Jurisdicción Especial Indígena y las expresiones de justicia propia de los grupos étnicos que conforman nuestra nación y de la justicia comunitaria.

Acorde con la demanda y necesidades de cada una de las Casas de Justicia se  ejecutan algunos proyectos específicos, por ejemplo, la atención a la problemática de la violencia intrafamiliar; la incorporación de los componentes étnicos y de género en la política pública de acceso a la justicia y el desarrollo de proyectos de educación legal, entre otros.

Las entidades y la oferta de servicios en las Casas de Justicia se caracterizan por su flexibilidad, dado que las entidades de nivel municipal y nacional que hacen presencia en la Casa de Justicia, fluctúan dependiendo de las condiciones propias de la zona dónde se instala, de las consideraciones y necesidades de la comunidad, de la administración local, de la oferta de entidades nacionales y de las expresiones de justicia que existen efectivamente en el municipio. 

La Casa de Justicia propone una nueva relación justicia comunidad para resolver conflictos, dentro de un contexto en el cual se identifique la necesidad de conocer la realidad social. Pues, la justicia debe ofrecer mecanismos de solución de conflictos, un permanente seguimiento de sus actividades mediante la investigación socio jurídica y una respuesta al público por el cumplimiento de sus funciones. En el marco del desarrollo local, esto exige un mayor y concertado protagonismo de las entidades representativas, gubernamentales y cívicas del barrio o comuna.

Generalmente, están conformados por: i.  un Centro de Recepción e Información. Una Inspección de policía Permanente; ii. Una Inspección de Policía y Desarrollo Comunitario; iii.  Una Inspección Superior de Policía; iv.  Una Comisaría de Familia; v. Las Secretarías de Gobierno, Convivencia y Seguridad de las alcaldías; vi.  Un Personero Delegado para los derechos humanos de la Personería Municipal; vii. Un Defensor de familia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; viii. Un médico perito del Instituto de Medicina Legal; ix.  Un fiscal Seccional y un fiscal Local de la Fiscalía General de la Nación; x. Una Unidad de la Policía Judicial de la SIJIN Policía Metropolitana; xi. Consultorios Jurídicos y Centros de Conciliación de las Universidades, entre otros.  De tal manera de dar una atención  integral a las personas que acuden a esta institución
/.

De igual manera,  las Comisarías de Familia como miembras del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, son las encargadas de prevenir, garantizar, restablecer y reparar los derechos de los miembros de la familia por medio, entre otras, de acciones de restablecimiento y protección con el fin de salvaguardar a las personas que pudieran ser afectados por violencia intrafamiliar
/.

Esta acción constitucional, que es la Acción de Protección de la Violencia Intrafamiliar,  consiste en un proceso breve y sumario del que conoce la Comisaría de Familia, con la posibilidad de otorgar medidas de protección provisorias desde las cuatro horas siguientes al  recibo de la demanda y con un término para su decisión final de diez días. La segunda instancia se cumple ante el Juez de Familia que por vía de apelación revisa la resolución proferida por el comisario. Donde no hay comisaría de Familia, será el Juez Municipal el que conozca del proceso. 

Las medidas que le otorgue la comisaría a la víctima por sí mismas no son sancionadoras, pero su incumplimiento sí. Dicho incumplimiento tiene trámite incidental, con un período igual para su decisión y puede llevar a la imposición de multa que puede oscilar entre dos y diez salarios mínimos legales mensuales, convertibles en arresto a razón de tres días por salario mínimo.

Las medidas van desde la amonestación al agresor, hasta el desalojo del mismo, aún de su propia casa y de todas aquellas que faciliten el cumplimiento del cometido de la protección. 

Esta acción es independiente y autónoma de la acción  que por el delito de violencia  intrafamiliar conoce la jurisdicción Penal. Tiene origen Constitucional en su artículo 42 y se ha desarrollado a través de las leyes 294 de 1996, 575 de 2000, su decreto reglamentario 652 de 2001 y ahora la Ley 1257 de 2008.

Las  Comisarías de Familia se han ido erigiendo como en el juez natural de este flagelo y la ley les ha ido dotando de los instrumentos jurídicos para enfrentarlo, por ello, en ejercicio de la potestad prevista en el art. 116 Constitucional, el legislador  ha investido de facultades jurisdiccionales a estas Instituciones Administrativa. Se procura desde su interior dar una mirada de género con perspectiva de derechos de las víctimas de la VIF (Violencia Intrafamiliar).

Entre sus funciones se encuentran: -La Prevención de la VIF y del abuso sexual infantil; -La conciliación en materia de custodia, visitas, alimentos, separaciones de bienes y cuerpos de uniones matrimoniales y maritales.; -El conocimiento de las Acciones de Protección de la VIF.; -El conocimiento de procesos administrativos de Restablecimiento de Derechos de niños, niñas o adolescentes víctimas del maltrato infantil en el contexto de la VIF.; -Realizar rescates de niños, niñas o adolescentes que se hallen en situación de amenaza o vulneración de sus derechos y en que peligre su vida o integridad peligro, validos inclusive del allanamiento; -Propiciar reconocimientos de paternidad.; -Cumple funciones de policía asignados por artículos 320 a 325 del anterior Código del Menor, apartes aún vigentes en el nuevo  Código de la Infancia y la Adolescencia. 

La Ley 1098 de 2006, -Código de la Infancia y la Adolescencia- contempló que las Comisarías de Familia deberían estar en cada una de las ciudades y municipios del país, cuando menos una según el número de acuerdo a su población en cada municipio. Las Comisarías de Familia son de orden territorial, municipal y dependen de la Administración Respectiva. Su modalidad de atención son pueden ser: diurna; semipermanente; permanente; intermunicipal cuando por convenio atiende varios municipios.

Se compone de un equipo interdisciplinario: Abogado, trabajo social, psicología, medico y secretario. El comisario debe ser un profesional especializado. Asimismo, se espera lo mismo del perfil de sus demás funcionarios.  En este momento en el país se estima (no hay cifra precisa) que pueden estar en el 80% de los municipios del país, con un aproximado a 700 comisarías (cifra no oficial).

Por otro lado, la ley 1257 de 2008 en lo referente a las medidas de atención prevé garantizar la habitación y la alimentación a las mujeres víctimas de violencia: Art. 19 a.  Garantizar la habitación y alimentación de la víctima a través del Sistema General de Seguridad Social en Salud. Las Empresas Promotoras de Salud y las Administradores de Régimen Subsidia-do, prestarán servicios de habitación y alimentación en las instituciones prestadoras de servicios de salud, o contratarán servicios de hotelería para tales fines; en todos los casos se incluirá el servicio de transporte de las víctimas, de sus hijos e hijas. Adicionalmente, contarán con sistemas de referencia y contrarreferencia para la atención de las víctimas, siempre garantizando la guarda de su vi-da, dignidad, e integridad.

En este sentido,  a nivel nacional, no se ha establecido aún, un mecanismo para la prestación del servicio de habitación y alimentación a las mujeres víctimas de violencia. Sin embargo, existen iniciativas de las autoridades gubernamentales a nivel local que garantizan la habitación, alojamiento y atención de las mujeres víctimas de violencia, que a continuación se referencian:

a. Hogares de Acogida y apoyo integral a Mujeres y sus hijas e hijos menores de 14 años, cuya vida e integridad física está en riesgo por violencia intrafamiliar: una modalidad de refugio humano, efectivo, reparador y costo/eficiente (Medellín-Antioquia): Este modelo, que se implementa exitosamente desde el año 2006, está enfocado a brindar protección y atención integral a mujeres cuya integridad física y  la de sus hijas/os está en riesgo por  violencia intrafamiliar, mediante la implementación de una medida de protección temporal e inmediata y de apoyo integral con enfoque de género y de derechos, a mujeres que denuncien ante las autoridades competentes situaciones de violencia intrafamiliar que atentan contra su vida y/o la de sus hijos e hijas.

Ninguna beneficiaria del Programa a lo largo de casi cuatro años de ejecución ininterrumpida del mismo, ha sido víctima de agresiones físicas o asesinato. 


Los “Hogares de Acogida” son un modelo de recepción de una mujer en riesgo, sola o con sus hijas/os menores de 14 años, en un hogar “acogiente” por un período de tiempo comprendido entre un mes y medio y dos meses,  durante el cual la familia receptora,  debidamente capacitada para ello, brinda refugio y soporte emocional a la mujer acogida, en un ambiente físico reparador tanto a nivel interno – el entorno familiar – como externo – ubicación geográfica de los hogares -.  La inspiración de los Hogares de Acogida fueron el modelo de Hogares Sustitutos del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – para niñas/os sin hogar -.

La intervención se realiza en un ambiente familiar no artificial en el que tanto la mujer violentada como sus hijos e hijas, tienen la posibilidad de continuar sus actividades cotidianas (laborales y académicas), con un grado mínimo de interrupción, mientras toma decisiones sobre el futuro de su vida de pareja (que no necesariamente se orienta hacia la separación). 

 

El único requisito para acceder al Programa es formular denuncia ante entidad competente. Los componentes de la protección/atención son: i. Refugio; ii. Valoración y atención médica y psicológica (individual y familiar); iii. Asesoría legal; iv. Vinculación a grupos de auto-ayuda; v. Remisión a programas de capacitación en artes y oficios y apoyo a iniciativas de emprendimiento económico o en condición de destinaria prioritaria- cuando se requiera. 

Entre las funciones básicas de las familias acogientes se resaltan: i. Brindar un ambiente afectivo reparador tanto a la mujer acogida como a sus hijos e hijas; donde la familia acogiente represente un soporte emocional a través de la escucha y el acompañamiento; ii. Animar a la mujer protegida para su vinculación y permanencia como beneficiaria de los servicios complementarios para ella y sus hijas/os.

Entre las ventajas comparativa de este modelo de refugio respecto a los modelos tradicionales se encuentra: i. Ambiente y entorno físico no artificial y reparador, que facilita la superación sostenida de la situación de violencia que genera la búsqueda de ayuda de la mujer víctima de violencia; ii. No hay costos fijos de personal profesional, instalaciones físicas, dotación y logística general de funcionamiento – clave de lo costo/eficiente que resulta este modelo de protección; iii. Promueve la construcción de tejido social y de relaciones de solidaridad y amistad entre las mujeres y en general entre los grupos familiares que se encuentran en los hogares de acogida.  

b. Secretaría Distrital de Planeación- Subsecretaria de Mujer, Géneros y Diversidad Sexual (Distrito de Bogotá):

El Plan de Desarrollo Bogotá Positiva: para vivir mejor 2008-2012, contempla en el programa Bogotá Positiva con las mujeres y la equidad de género, la meta “Poner en operación cuatro casas de refugio para mujeres víctimas de violencia intrafamiliar”. Al respecto, con recursos de la  Dirección de Derechos Humanos y Apoyo a la Justicia de la Secretaría de Gobierno, se inauguró en octubre de 2009 la primera de estas casas en la localidad de Teusaquillo y la segunda está  programada para finales del presente año.

De igual manera, la Secretaría Distrital de Integración Social dando cumplimiento al  Programa Toda la Vida Integralmente Protegidos del Plan de Desarrollo, formula el proyecto 495: “Familias positivas: por el derecho a una vida libre de violencias y a una ciudad protectora” que busca contribuir a la creación de condiciones para el reconocimiento, ejercicio y restablecimiento de los derechos de las familias que habitan los diferentes territorios del Distrito Capital, para mejorar su calidad de vida, su desarrollo integral, autónomo y sostenible en el marco de la política publica para las familias y la Gestión Social Integral, cuenta  con un  refugio para mujeres víctimas de violencia intrafamiliar y/o sexual familiar (CLUB MICHIN), ofreciendo servicios en la modalidad de acogida temporal, albergue y atención integral a mujeres solas o con sus hijos, hijas y/o menores de edad a cargo. 

Se cuenta además, para la atención integral a las víctimas con el Centro de Atención a la Violencia Intrafamiliar – CAVIF, y el Centro de Atención Integral a Víctimas de Delitos Sexuales – CAIVDS-. 

26.
¿En los últimos cuatro años se ha ampliado y/o mejorado la cobertura de servicios gratuitos especializados proporcionados por el Estado (no sociedad civil) como:

a)
asesoría jurídica gratuita previa al proceso?

b)
patrocinio jurídico gratuito durante el proceso?

c)
líneas telefónicas gratuitas, que atiendan 24 horas a nivel nacional?

d)
programas de salud, incluso de salud sexual y servicios de interrupción legal del embarazo?

e)
consejería psicológica, terapia, grupos de apoyo y autoayuda? 

f)
otros? Especificar……………………………….

En caso de que se hayan aumentado, explicar de qué forma se amplió y/o mejoró la cobertura. En caso de que no se hayan aumentado, explicar las razones y qué medidas se han tomado para garantizar dicho aumento o mejora
/.

a) asesoría jurídica gratuita previa al proceso?

Sí. Revisar información, antes referenciada sobre: i. Las Casas de Justicia; ii.  Consultorios jurídicos radiales- Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia Colombiana. 

A nivel local, en el Distrito de Bogotá, en cumplimiento de la meta “Atender 1500 casos al año mediante la asesoría y la representación jurídica especializada desde un enfoque de derechos con perspectiva de géneros que permita garantizar, reconocer y restituir los derechos de las mujeres, niñas y adolescentes” del Plan de Desarrollo Bogotá Positiva, el Programa Justicia de Género de la Política Pública de Mujer y Géneros, asesoró de manera gratuita 1829 casos en 20 localidades
/ durante el año 2008; es importante aclarar que en este año el Programa funcionaba desde las Casas de Igualdad de Oportunidades y se financiaba  con recursos de la Gerencia de Mujer y Géneros del Instituto de la Participación y Acción Comunal. A partir de la vigencia 2009, dicho Programa se desarrolla desde la Dirección de Derechos Humanos y Apoyo a la Justicia de la Secretaría Distrital de Gobierno. En 2009 se asesoraron 719 casos en 5 Casas de Justicia (Suba, Ciudad Bolívar, Mártires, Bosa, Usme) y un Centro de Convivencia (Rafael Uribe)
/.

b) patrocinio jurídico gratuito durante el proceso?

La ley 1257 de 2008, estableció en su Artículo 8. Derechos de las víctimas de violencia.

Toda víctima de alguna de las formas de violencia previstas en la presente ley, además de los contemplados en el artículo 11 de la Ley 906 de 2004 y el artículo 15 de la Ley 360 de 1997, tiene derecho a: (…) 

Recibir orientación, asesoramiento jurídico y asistencia técnica legal con carácter gratuito, inmediato y especializado desde el momento en que el hecho constitutivo de violencia se ponga en conocimiento de la autoridad. Se podrá ordenar que el agresor asuma los costos de esta atención y asistencia. Corresponde al Estado garantizar este derecho realizando las acciones correspondientes frente al agresor y en todo caso garantizará la prestación de este servicio a través de la defensoría pública;

En este sentido, en el marco del proceso de reglamentación que se adelanta de la ley en mención, este artículo ha sido parte de estudio por la Mesa de Justicia conformada, coordinada por la consultora experta, que han revisado el marco jurídico aplicable, analizado e interpretado la jurisprudencia sobre la materia y presentado conclusiones y recomendaciones para la debida reglamentación de este artículo. 

Entre las dificultades que se han visibilizado en este proceso, es que en la actualidad, la defensoría pública, en el marco de la Defensoría del Pueblo, ha estado enfocada y ha sido concebida siempre como la defensa del sindicado. Adicionalmente, no existen dentro de la planta de defensores públicos personas con dedicación exclusiva a la representación de las víctimas. En teoría ejercer ambas funciones puede resultar conflictivo, máxime cuando la que resulta ser una nueva función es la de la representación de las víctimas
.

Ahora bien, existen otras entidades que pueden prestar el servicio de defensoría pública a las víctimas durante su proceso de manera gratuita como lo son:   Los profesionales del Derecho vinculados al Sistema Nacional de Defensoría Pública en el territorio nacional; Los egresados de las facultades de Derecho, en los términos previstos en la ley y bajo la dirección del Sistema Nacional de Defensoría Pública, y Los estudiantes de los consultorios jurídicos de las facultades de Derecho de la universidades legalmente reconocidas en el país que formen parte del Sistema Nacional de Defensoría Pública.

Otras entidades como la Procuraduría General de la Nación, están encargadas de vigilar los procesos y velar por la garantía de los derechos de las víctimas. De otra parte, la Fiscalía tiene la obligación de informar a las víctimas de sus derechos, posibilidades dentro del proceso y buscar un abogado de la defensoría pública o de un consultorio jurídico para que las represente.

Según información reportada a nivel local, el programa Justicia de Género elevó ante las instancias judiciales 36 casos en 2008 de las 1829 asesorías jurídicas ya reportadas en la pregunta anterior y 28 de los 719 casos asesorados en el año 2009.

c) Líneas telefónicas gratuitas, que atiendan 24 horas a nivel nacional?

Línea Nacional Gratuita contra la Trata de Personas 018000 522020: Es una de las  mejores herramientas para la prevención e  información que se le brinda a la ciudadanía y  está en funcionamiento las 24 horas del día
/.  

A nivel local, la Secretaría Distrital de Salud de Bogotá ha dispuesto la Línea 106 de atención gratuita 24 horas, cuyo interés se ubica en la promoción del buen trato, de la salud mental, la prevención de toda forma de violencia contra niños, niñas y adolescentes y la restitución de derechos  y movilización de redes de apoyo social, familiar e interinstitucional, a través de acompañamientos, orientaciones, referenciaciones y remisiones (utilización de línea 106 como red de apoyo a través de las acciones del Plan de Intervenciones Colectivas en los escenarios escolares, laborales, comunitarios y de Instituciones Prestadoras de Servicios (IPS); a través de modalidades telefónica (106), virtual (Chat 106, www.infanciabogota.gov.co) y escrita (buzón106 en la localidad de Sumapaz)). Por último, esta línea, se ha especializado en factores que inciden directamente en su calidad de vida: salud mental violencias, consumo de sustancias psicoactivas, abuso sexual, embarazo adolescente). 

En el mismo sentido, Bogotá cuenta con la línea 123 de emergencias, en la cual se atienden las llamadas de la ciudadanía y se direccionan a las autoridades competentes según el caso de denuncia. Actualmente, se encuentra en proceso la incorporación de protocolos para la atención de las violencias de género.

Es importante aclarar que ninguna de las líneas referidas son exclusivas para la atención de mujeres y niñas. 

d) programas de salud, incluso de salud sexual y servicios de interrupción legal del embarazo?

Sí. La población inscrita en el Sistema General de Seguridad Social en Salud debe ser atendida en las instituciones de salud y de acuerdo con los niveles de afiliación se paga un bono por atención; el bono o pago de la atención está entre el 5%, 10%, 30% de acuerdo al estrato a que pertenezca el afiliado (1,2,3 o más).  Revisar información referenciada sobre la política en Salud Sexual y Reproductiva y acciones para la promoción y protección de los derechos sexuales y reproductivos.

A nivel local, se resalta las acciones en el Distrito de Bogotá, la Dirección de Salud Pública de la Secretaría Distrital de Salud en los 14 hospitales de la Red pública de la ciudad, cifra su trabajo respecto de los derechos de las mujeres y la política pública para las mujeres y la equidad de género en la promoción y la prevención de los factores basados en el género que son determinantes de su salud. Estos se relacionan con: mortalidad materna; embarazo adolescente; Auto 092; Ley 1257 - violencias contra las mujeres; cáncer de cuello y cáncer de seno; Sentencia c 355 de 2006 - Interrupción voluntaria del embarazo. 

En este sentido, dicha Secretaría desarrolla programas y proyectos con relación a la atención de las violencias en el Plan de Intervenciones Colectivas PIC, desde la Dirección de Salud Pública, PDA Salud  Mental, y están enfocadas a la promoción del buen trato, prevención del maltrato infantil, de la violencia sexual, la violencia intrafamiliar y la atención integral en salud, ésta última se coordina con las direcciones de Aseguramiento y Desarrollo de Servicios, coordinando el abordaje integral de la problemática con otros sectores en el marco del Consejo Distrital  para la Atención Integral a Víctimas de Violencia Intrafamiliar, Violencia y ESCNNA. 

La ciudad de Bogotá, cuenta en la actualidad con varias políticas y programas que respaldan la oferta de servicios institucionales en salud física y mental para la atención de víctimas de maltrato infantil, violencia sexual y violencia intrafamiliar en la ciudad, y para la promoción del buen trato, entre ellas se cuenta: 

Política Distrital de Salud Mental 

Plan de Prevención de la Violencia Intrafamiliar, Violencia Sexual, Maltrato Infantil y ESCNNA. 

Plan de Atención de Violencia Intrafamiliar. 

Plan de Atención de Abuso Sexual. 

Plan de Erradicación de la ESCNNA. 

e) consejería psicológica, terapia, grupos de apoyo y autoayuda? 

Ver información, antes referenciada sobre los CAIVAS y CAVIF. 

Por otro lado, a nivel local, el Distrito de Bogotá  manifiesta lo siguiente: En desarrollo del proyecto 495: “Familias positivas: por el derecho a una vida libre de violencias y a una ciudad protectora”, la Secretaría de Integración Social, cuenta con un componente de Atención a grupos familiares en servicios terapéuticos.

La intervención está dirigida a las familias afectadas por violencia intrafamiliar y sexual que han sido remitidas bien sea por las Comisarías de Familia, por los refugios de atención a la violencia intrafamiliar y de explotación sexual o por los centros de integración familiar; se busca con la intervención de un equipo interdisciplinario, que las familias resignifiquen las situaciones traumáticas vivenciadas, fortalezcan vínculos y relaciones, mejorando su comunicación familiar.

Este servicio se presta mediante un convenio con una ONG, quien realiza y determina las sesiones de intervención que requiere cada persona, pareja y/o grupo familiar. En la intervención, se promueve el cambio en las relaciones familiares, la disminución de la violencia intrafamiliar, la garantía del ejercicio de los derechos y la construcción de contextos que privilegien relaciones democráticas. 

La atención se realiza en 4 componentes: intervención especializada para familias, que se orienta hacia el restablecimiento de derechos, la resolución no violenta de conflictos, la importancia de mejorar la calidad de los vínculos, comunicación, relaciones y el fortalecimiento de las redes familiares y sociales. Otro componente es el acompañamiento y seguimiento, orientado a favorecer la dinámica de cambio del sistema familiar. Componente de  Seguimiento a casos de vigencia anterior, que se orienta hacia la atención integral, identificación de la dinámica actual de la familia, fortalecimiento de la comunicación, relaciones y las redes familiares y sociales y cuidado a cuidadores, además busca dar a conocer la importancia que tiene cuidar de sí mismo y aprender cómo hacerlo, para disfrutar de un mayor bienestar emocional y físico y desarrollar un óptimo rendimiento en las tareas relacionadas con la atención a las víctimas de las violencias y sus familias.

Atención a Víctimas de Violencia Intrafamiliar o Sexual en Servicios Especializados/ Atención a grupos familiares en servicios terapéuticos: Durante el periodo de Junio-Diciembre de 2008, fueron atendidos en el servicio especializado de atención terapéutica 195 grupos familiares remitidos por las Comisarías de Familia y Centros de Atención Integral a niños, niñas y adolescentes con medida de restablecimiento de derechos.  En el 2009 se atendieron 314 grupos familiares remitidos por las Comisarías de Familia, Centros de Integración Familiar y del refugio de atención a mujeres y grupos familiares víctimas de violencia intrafamiliar y delitos sexuales.

Nota: Esta información no se encuentra desagregada por sexo, ya que la meta son grupos familiares

Por otra parte, los hospitales de la Red Pública desde el Plan de Intervenciones Colectivas contrata a través de aseguramiento el Paquete de Atención Integral a Víctimas de Violencia Intrafamiliar, Maltrato a la Mujer, Maltrato al Menor y Delitos Sexuales, con el que se adelanta de manera oportuna acciones para la restauración de los derechos de las personas afectadas por estas violencias. Teniendo conciencia que el maltrato trae consecuencias psicológicas y sociales relativas a la disminución de opciones de desarrollo humano y colectivo, este paquete tiene por objetivos: - Detectar e iniciar el manejo psicoterapéutico de la persona afectada y su familia; - Atender integralmente los casos de violencia intrafamiliar, maltrato al menor, maltrato a la mujer y delitos sexuales en sus diferentes modalidades, - Integrar al paciente y su familia dentro de la red de instituciones y servicios de la comunidad involucrados en la atención de la persona  víctima de los eventos mencionados; - Coordinar las acciones pertinentes para modificar el funcionamiento intrafamiliar que permitan la aparición de las situaciones de maltrato; - Promover formas de relación basadas en el buen trato.

Nota: La atención aquí referenciada se refiere al componente de salud mental que hace parte de la atención integral que deben recibir las mujeres, hombres, niños o niñas víctimas del maltrato incluyendo abuso o explotación sexual. 

Desde el nivel Nacional liderado por el Ministerio de la Protección Social se ha venido avanzando en el componente de Salud Mental en la estrategia de Atención Primaria en Salud (APS). Esta estrategia es la propuesta hecha por el Estado colombiano y por el Ministerio de la Protección Social para abordar el tema de la Salud Mental en el Sistema General de Seguridad Social en Salud. A través de esta estrategia se llevan a cabo actividades de promoción y prevención para la salud y donde los usuarios se conectan con la atención secundaria o terciaria.  En los últimos años se ha dado interés creciente en cómo abordar el tema de salud mental en el país. En el 2008 el MINISTERIO DE LA PROTECCIÓN SOCIAL diseño un modelo unificado para el componente de salud mental en APS.

Desde el ministerio de la Protección Social se ha diseñado la estrategia “salas de atención amigable a mujer” para la atención médica y en salud mental.

En el marco de los programas del auto 092 específicamente los programas de Prevención de la Violencia Sexual e intrafamiliar contra las mujeres desplazadas y de atención integral a sus víctimas el Estado busca mejorar el acceso a servicios especializados en la atención en salud y en el área de atención psicosocial y direccionar a las mujeres al acceso de los servicios de atención psicosocial para los casos de violencia sexual y violencia intrafamiliar. Durante los últimos años se ha avanzado en el diseño de rutas de acceso a estos servicios para las mujeres víctima de estas violencias.

Desde el ICBF: fortalecimiento de los equipos interdisciplinarios para la atención psicosocial: Unidades Móviles de atención a población víctima de la violencia para prestar atención en casos de violencia intrafamiliar y violencia sexual por medio de profesionales del área de la salud mental por medio de psicólogos y trabajadores sociales. Estos profesionales realizan atención en crisis y remisión a los servicios de salud según oferta institucional del la región.

27.
¿Existen campañas de difusión de estos servicios para el conocimiento de las mujeres?

Sí, revisar respuesta pregunta No. 12.

De igual manera, a nivel local, la Subsecretaría de Mujer; Géneros y Diversidad Sexual del Distrito de Bogotá, reporta lo siguiente:

Las Casas de Igualdad de Oportunidades de la Gerencia de Mujer y Géneros del Instituto de la Participación y Acción Comunal han efectuado las siguientes estrategias:
· Realización de la Cartilla Pedagógica Ley 1257/2008 y de la Cartilla de Derechos, las cuales se esperan publicar en el primer semestre de 2010. Estos documentos fueron elaborados por el grupo de abogadas y abogado de la Gerencia de Mujer y Géneros.

· Elaboración de la propuesta pedagógica en el Derecho a una Vida Libre de Violencias, por parte del equipo de profesionales de la Gerencia.

· Participación en las Redes Locales del Buen Trato de las localidades de Bosa, Ciudad Bolívar, Engativá, Puente Aranda, Mártires, Suba, Sumapaz, Usme, Teusaquillo, Barrios Unidos, Chapinero, Rafael Uribe Uribe, San Cristóbal, Antonio Nariño, Tunjuelito y Fontibón

· Sensibilizaciones sobre la Ley 1257 de 2008. 

· Sensibilizaciones sobre el Auto 092 de la Corte Constitucional.

· Elaboración de 18 directorios locales institucionales, sobre la ruta de atención en violencias, correspondientes a las localidades del área de influencia de las Casas. 
· Realización de 110  jornadas interinstitucionales en las localidades con las entidades que tienen competencia en la prevención, sanción y protección de las violencias contra las mujeres.
· Realización de actividades conmemorativas de 25 de noviembre y los 16 días de activismo.

Se han realizado 111 jornadas interinstitucionales, en las 20 localidades del Distrito.  Por su parte la Secretaría de Salud desde el Convenio SDS – UNFPA: Que tu primer amor sea el amor propio,  trabaja a través de acciones en las universidades, colegios, hogares, y espacios sociales y comunitarios en donde interactúan adolescentes y jóvenes, con las siguientes estrategias: - Desde el componente mujer,  de la transversalidad género se ha generado una estrategia para el desarrollo de las acciones tendientes a la igualdad de oportunidades para las mujeres en salud denominada “Salud para las mujeres: Equidad de género para la ciudad”. 

En ella se consolidan las diferentes intervenciones que desde las ESE y al interior de la Secretaría aportan al posicionamiento de la categoría género como uno de los determinantes sociales de la salud en aras de análisis de situaciones de salud que reconozcan y posicionen las afectaciones en salud específicas para las mujeres.

En el marco de ésta, se generaron piezas comunicativas como postales y Sctikers que se han venido repartiendo en diferentes espacios de intercambio con mujeres en las 20 localidades.  

28. ¿Se han realizado evaluaciones de los servicios ya existentes mencionados en las preguntas 25 y 26, así como de satisfacción de las usuarias respecto de ellos? De ser así, explique cuáles fueron los resultados de dichas evaluaciones, y las medidas tomadas por el Estado para implementar sus recomendaciones y mejorar los servicios. En caso de que no existan evaluaciones, explicar las medidas adoptadas para realizar una evaluación durante el presente año
/.

Sí. Respecto al área de salud, la resolución 1446 Sistema de Información del Sistema Obligatorio de Garantía de calidad contiene entre otros indicadores el de Satisfacción de Usuarios; se puede consultar en la página ww.minproteccionsocicial.gov.co mini-sitio calidad; donde se encuentra el informe de resultados de todos los indicadores de seguridad del paciente.

Por otro lado, las diferentes Secretarías que intervienen en la prestación de los servicios que se han mencionado (Distrito de Bogotá), no han hecho evaluaciones frente a los mismos y no las tienen contempladas.

Sin embargo, la Subsecretaría de Mujer Género y Diversidad Sexual desde el Derecho a una vida libre de violencias dando respuesta  a la acción afirmativa No 1.1.6 relacionada con el “Diseño, desarrollo y difusión de investigaciones y estudios distritales que den cuenta de las particulares manifestaciones de las violencias de género contra las mujeres en situación de desplazamiento, de los efectos del conflicto armado sobre sus condiciones de vida y de las propuestas para el reconocimiento, reestablecimiento y garantía de los derechos” en 2009 desarrolla  una consultoría para la realización de un “Estudio de Caso sobre los servicios de Atención Integral a Mujeres Víctimas de Violencia en la Localidad de Usme”.
Este estudio elabora desde la construcción colectiva y participativa de las mujeres de la localidad, algunas propuestas de cualificación, adecuación o transformación de estos servicios, en el marco del Plan de Igualdad de Oportunidades para la Equidad de Género.

V. PRESUPUESTO
/
29.
En los últimos cuatro años, ¿cuál ha sido el porcentaje del presupuesto nacional destinado a programas de violencia contra las mujeres (no solo familiar o doméstica)? Favor especificar si la fuente de estas partidas son los fondos públicos, el financiamiento privado o la cooperación internacional.

La Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer dependencia de la Presidencia de la República, que no maneja autonomía administrativa y financiera, a través de los años ha logrado la financiar acciones para la prevención y erradicación de la violencia contra la mujer, mediante la consecución de recursos de diferentes fuentes:

2) Del Sector Privado: por valor $514 millones equivalente US$274.299.

3) Cooperación Internacional:$ 1.135.859.373 pesos equivalentes a US$606.156,97.

4) Presupuesto General de la nación: $700.200.000 equivalentes a US$373.665,2. 

Es de resaltar, los recursos destinados en marco del Programa Integral contra la Violencia Basadas en Género (Ventana de Género). Programa conjunto entre las Agencias de Naciones Unidas - UNFPA, UNIFEM, OIM-  y el Gobierno Nacional , financiado por el Fondo de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo para el periodo 2008-2011 que desarrolla acciones a nivel nacional  y en cuatro territorios focalizados donde se desarrollarán experiencias piloto y se aplican todos los componentes del Programa. El Programa se centra en el desarrollo de tres ejes: 

(i)
prevención, detección, registro y monitoreo de la VBG; 

(ii)
atención a las víctimas  de VBG; y 

(iii)
desarrollo de un marco jurídico y de políticas públicas sobre VBG acorde con los instrumentos internacionales.

Las acciones del programa han fortalecido a diferentes entidades nacionales y de orden territorial competentes, al igual que a organizaciones de la sociedad civil en la materia. El monto de ese programa para el período 2008-2011 es de US$7.200.000.  El objetivo del programa es contribuir a la erradicación de todas las formas de violencia de género (VBG) en Colombia, con especial énfasis en violencia de pareja, violencia sexual, trata de personas, violencia producida por actores armados ilegales y prácticas tradicionales que atentan contra los derechos de las mujeres indígenas, en situación de desplazamiento y afrocolombianas.

La conversión de los montos en pesos a dólar se llevó a cabo con la TRM del 15 de julio de 2010, así: 1US$=1.873,87. 

Por otro lado, el Estado, a través del Ministerio de Educación Nacional-MEN, desarrolla programas pedagógicos  para el fortalecimiento de competencias que incorpora la enseñanza de los derechos humanos con enfoques diferenciales y la promoción y protección de los derechos sexuales y reproductivos, entre otros.

Para el Estado Colombiano, dada la importancia de estas materias, y en desarrollo del Plan Sectorial de Revolución Educativa ha incrementado considerablemente los recursos destinados para la implementación de estos programas. 

	PROYECTO
	VIGENCIA 2008
	Conversión  a la TRM del 15/07/210     1US$= 1.873,87
	VIGENCIA 2009
	Conversión  a la TRM del 15/07/210 

	Educación Sexual
	100.000.000
	53.365
	1.100.000.000
	587.020

	Derechos Humanos
	456.000.000
	243.347
	940.142.396
	501.712

	Contexto Violencia
	858.000.000
	457.876
	944.000.000
	503.770


Fuente:
Ministerio de Educación- Subdirección de Articulación Educativa.
Procesado:
Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer.

Por otro lado, los programas/acciones adelantadas a nivel nacional por el Ministerio de la Protección Social; Fuerza Pública; Procuraduría General de la Nación; Defensoría del Pueblo; Fiscalía General de la Nación; Comisión Nacional de Género-Rama Judicial; entre otros; poseen presupuesto asignado para la prevención y erradicación de la VCM. 
De igual manera, es de resaltar que las políticas implementadas en el país para garantizar la seguridad ciudadana, la protección de los Derechos Humanos; Salud Sexual y Reproductiva; Atención integral a la población en situación de Desplazamiento; entre otras
 tienen presupuesto asignado dirigido a prevenir la violencia contra las mujeres en este contexto, sin embargo, está información no se encuentra desagregada por sexo.

30.
En los últimos cuatro años, ¿cuál es el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a:

a)
comisarías de mujeres, fiscalías u otras entidades receptoras de denuncias?

b)
capacitación de funcionarios/as?

c)
servicios especializados: refugios y casas de acogida; línea de asistencia gratuita, asesoría jurídica gratuita, patrocinio jurídico gratuito y consejería psicológica gratuita?

d)
campañas de prevención de la violencia contra las mujeres?

e)
servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia a nivel nacional?

f)
Otros? Especificar

VI. INFORMACIÓN Y ESTADÍSTICAS

31.
En los últimos cuatro años, ¿Se han realizados estudios e investigaciones desde el Estado sobre violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belém do Pará en su país? De haberse realizado, presentar las principales conclusiones de dichos estudios y si se ha implementado alguna forma de seguimiento a nivel nacional. De no haberse realizado, ¿qué medidas se han adoptado para realizarlos?

Sí. Durante el año 2009 el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses
/ (INML y CF) publicó una investigación epidemiológica sobre la violencia contra la mujer en el periodo 2004 - 2008, cuyos resultados fueron publicados con el auspicio de UNIFEM en el libro MASATUGO "Mujer que recibe lo malo para dar lo bueno" y lanzado el Jueves 8 de abril de 2010, en la ciudad de Bogotá, con la asistencia de Organismos Internacionales, Instituciones del orden Nacional, de la Sociedad Civil y Organizaciones de Mujeres.  (Anexo No.13).

Una conclusión significativa de esta investigación es que todas las formas de violencia se explican en el marco de la relación que existe entre el desequilibrio de poder entre los géneros, la discriminación y las violaciones de los derechos humanos y las libertades fundamentales de las mujeres adultas, niñas y adolescentes, y en consecuencia, extiende su análisis a los contextos que permiten entender bajo qué circunstancias, estos grupos poblacionales en su diversidad, están particularmente expuestos a ciertos tipos de violencia en su contra, razón por la cual hallazgos como los que se resaltan a continuación, requieren de especial atención si se quiere ser eficaz en el diseño e implementación de acciones que propendan por la superación de las problemáticas que evidencian:

· En el quinquenio estudiado las mujeres solteras (48%), en particular aquellas con edades comprendidas entre los 15 y 19 años, fueron víctimas de lesiones personales, siendo la calle (50%) y en segundo lugar la vivienda (30%), los principales escenarios de ocurrencia de la violencia interpersonal contra ellas.

· Entre 2004 y 2008, 6.603 mujeres fueron víctimas de homicidio, de ellas, 238 fueron asesinadas como producto de la violencia económica , 437 producto de la violencia intrafamiliar, 694 producto de la violencia sociopolítica y 811 producto de la violencia impulsiva (venganzas, riñas y delitos sexuales); el 30,8% murieron en sus propias viviendas; el 71,6% de los casos en los que se conoce que el presunto agresor era un familiar, éste era su pareja o expareja; y el 18% de las mujeres víctimas pertenecían a grupos vulnerables (trabajadoras sexuales, campesinas, presuntas colaboradoras de grupos ilegales, indigentes o recicladoras y consumidoras de drogas).

· En el quinquenio 2004 – 2008 fueron maltratadas 2.623 mujeres mayores de 60 años, la mayoría de ellas viudas y lesionadas principalmente por sus hijos. Las lesiones ocurrieron mayoritariamente en sus hogares (85%), los fines de semana y festivos, así como en los periodos de vacaciones, asociándose la agresión a los espacios que se comparten en familia.
· Entre 2004 y 2008, las niñas fueron víctimas en el 52.9% de los casos de maltrato infantil, siendo figuras paternas y/o masculinas - padres, padrastros, hermanos, abuelos, primos, cuñados -, los principales agresores.
· Entre 2004 y 2008, cada hora cerca de 9 mujeres sufrieron agresiones sexuales en el país, en su mayoría niñas y adolescentes menores de 18 años (84% de los casos). 534 mujeres fueron víctimas de violencia sexual en casos asociados a contextos de violencia sociopolítica y a prácticas tales como secuestro y acciones bélicas; 22.389 mujeres fueron agredidas sexualmente por algún miembro de su familia; y en el 64% del total de casos de violencia sexual registrados, fue la vivienda el escenario del hecho.
· En el quinquenio estudiado, las mujeres son la mayoría de las víctimas de violencia entre otros familiares (cometida por otra persona con la que median vínculos en segundo o más grados de consanguinidad o afinidad), en particular las mujeres entre 20 y 24 años, siendo los hermanos los principales agresores identificados.
· Entre 2004 y 2008, fueron víctimas de violencia de pareja en el país 206.735 mujeres (representando el 90% del total de los casos), en su mayoría entre los 20 y 34 años (62% de los registros) y agredidas en mayor medida (75% de los casos) por el esposo y el compañero permanente. Requiere la mayor atención que del total de registros de violencia de pareja en población adolescente, las mujeres representen el 97% de los casos.
32.
En los últimos cuatro años, qué actividades se han realizado para promover y apoyar la investigación de la violencia contra las mujeres, en coordinación con las organizaciones de la sociedad civil, así como con los centros académicos del país?
/
Si. El INMLCF en colaboración con el CINEP llevó a cabo la investigación Barreras invisibles del registro de la violencia sexual en el conflicto armado colombiano, cuyos principales hallazgos y conclusiones fueron publicados en la revista FORENSIS datos para la vida 2009. (Anexo No. 14).
De otro lado, en la actualidad se encuentran inscritos ante la División de Investigación Científica del Instituto de Medicina Legal como proyectos de investigación relacionados con el tema los siguientes:

a. Programa piloto, en perspectiva de no violencia, de fortalecimiento de las capacidades humanas e institucionales para la atención integral a mujeres víctimas de violencia de pareja a partir de las creencias socioculturales que la legitiman. Bogotá 2009.
b. Historia de los delitos sexuales en los últimos cincuenta años en la ciudad de Cali Colombia: Una caracterización de los casos atendidos en el servicio médico-legal-1959-2009. Cali.

c. Estructura de los presuntos delitos sexuales reportados por el INMLCF, Medellín 2004 - 2008.

d. Violencia sexual contra mujeres ejecutadas en masacres durante el período 1997- 2003.

e. Estrategias de coerción asociadas a violencia sexual en víctimas que asisten al Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, Bucaramanga 2007-2008.

f. Protocolo de vigilancia epidemiológica y criminalística de los casos de delitos sexuales.

g. Hallazgos característicos del Y en el sistema estomatognático en casos de delitos sexuales,

h. Caracterización de los delitos sexuales en jóvenes de 10 a 19 años en el período 2001-2003 en Cali.
i. Protocolo para el abordaje integral de delitos sexuales en la Regional Noroccidente. Validación del proceso de análisis genético para la investigación de muestras relacionadas con delitos sexuales.

Por otro lado, es necesario resaltar que el Sector Académico ha sido  un actor estratégico para la implementación de la “Política Mujeres Constructoras de Paz y Desarrollo”. 

En el 2003, tres universidades firmaron el Acuerdo Nacional por la equidad entre hombres y mujeres -U. Nacional; U. Valle; U. Antioquia-. Desde entonces, en alianza se ha trabajado para el desarrollo de estudios, foros, talleres y seminarios relacionado con el tema de género. 

Por otro lado, con la Pontificia Universidad Javeriana, la Universidad de Cartagena y el Servicio Nacional de Aprendizaje-SENA se ha adelantado la estrategia para la capacitación de las mujeres en emprendimiento y empresarismo en desarrollo del eje temático de Empleo y Desarrollo empresarial de la Política Afirmativa “Mujeres Constructoras de Paz y Desarrollo” para el empoderamiento económico de las mujeres como herramienta para disminuir la vulnerabilidad frente a la violencia

De igual forma, en junio de 2005 el Gobierno Colombiano firmó un Protocolo Marco con la Comunidad de Madrid para la elaboración de un Plan Estratégico de medidas para garantizar los derechos de la mujer ante la Justicia colombiana, con especial consideración a las víctimas de violencia doméstica. En consecuencia,  la Comunidad de Madrid suscribió en diciembre de 2005, un Convenio de Colaboración con el Ilustre Colegio de Abogados de Madrid para que desarrollara todas las actuaciones necesarias, trabajando mancomunadamente con la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer en Colombia para lograr el objetivo.

Fue así como un equipo de expertos colombianos y españoles estuvo inmerso en un proceso de estudio de la realidad de las mujeres en Colombia que tiene como resultado el diseño de las medidas que constituyen la esencia del Plan Estratégico. El Plan parte de reconocer que el Estado Colombiano ha consolidado un amplio marco jurídico en el que se reconocen los derechos de la mujer y la familia satisfactoriamente y que el Gobierno nacional ha puesto en marcha las políticas públicas y los mecanismos necesarios para la validación de los derechos de la mujer. Las 116 medidas de acción que recoge este Plan contribuyeron  por un lado a potenciar las acciones de gobierno de Colombia favorecedoras de los derechos de la mujer y de la igualdad y por otro a implementar nuevas acciones que perfeccionen la aplicación y práctica de los derechos que ya contempla la legislación colombiana. 

Todas las medidas contenidas en el Plan fueron objeto de debate por parte de los expertos colombianos y españoles en los seminarios y videoconferencias mantenidas. Gracias a las ponencias allí expuestas, a las aportaciones de ambos países y a las opiniones de la sociedad civil se diseñó  de manera conjunta el Plan Estratégico, desde tres líneas de trabajo: la violencia intrafamiliar, la ruptura de la unión marital y la discriminación laboral. (Anexo  No. 15).
Como se referencia en la respuesta a la pregunta No. 13, de las 116 medidas proyectadas en el marco del Plan Estratégico se priorizaron 25 medidas que se desarrollaron en convenio con la Universidad Javeriana que contó con un presupuesto de 220.000 Euros para el período 2008-2009 por la Comunidad de Madrid. Para mayor información ingresar a http://equidad.presidencia.gov.co/Es/Comunicaciones/Paginas/Publicaciones.aspx  y revisar “Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de las Mujeres ante la Justicia Colombiana”.  

Entre los resultados referente a la protección de las mujeres frente a la violencia intrafamiliar se relaciona: i. recopilación de información a nivel nacional, regional y local sobe programas relacionados con prevención detección, atención y formación en VIF- Portafolio de servicios prestados en las ciudades de impacto y visibilización nacional; difusión de materiales para madres afiliadas a cajas de compensación familiar (unión con Fundalectura); ii. creación de materiales didácticos para programa Leer en Familia: diario de derechos de la mujer  y metro con los derechos de los niños; realización y emisión de la serie radial Palabra de Mujer: 35 emisoras de la red de radio universitarias de Colombia (RRUC); iii. Desarrollo pedagógico virtual: Diplomado Mujer y Género: a). Capacitación de tutores b). Inicio del programa de formación a nivel nacional. III Cohortes 31 ciudades de Colombia, 562 participantes; iv. Realización y emisión de la serie radial Consulta mujer –: 35 emisoras de la red de radio universitarias de Colombia (RRUC) – 70 transmisiones y participación de consultorios jurídicos de universidades del país; v. iniciación de análisis de protocolos sanitarios a nivel nacional e internacional; vi. Evaluación de difusión de las cartillas de atención en salud; vii. Revisión de cumplimiento de protocolos contenidos en cartillas diseñadas para la Policía Nacional; viii. Enlace con representantes de la Policía Nacional para cumplimiento de protocolos; ix. Portal de internet www.mujercolombia.com en construcción y adecuación del espacio disponible para el registro de casos de VIF; x. didactización de cartilla “Rutas  por la no violencia” y Ley 1257 para difusión en portal web, medios de comunicación, planteles educativos y bibliotecas públicas. xi. Insumos a la Bancada de Mujeres del Congreso Nacional para tramitar lo que en la actualidad es, la Ley 1257 de 2008; ii. Creación de la Mesa Nacional para la Erradicación de la Violencia contra las Mujeres y promoción de la Mesas Departamentales para la Erradicación de la VCM (9 Mesas Departamentales), antes referenciada. 

Resultados referentes a los ejes:  

Protección en casos de Ruptura de la unión marital: se promovió con los consultorios jurídicos de universidades, la inclusión de la perspectiva de género en la asistencia jurídica gratuita  que ofrecen a las mujeres y  comunidades; se creó el consultorio jurídico radial Consulta Mujer con casos paradigmáticos y la relatoría de los mismos para inclusión en el portal web.

Protección frente a la discriminación laboral: se incluyó un Módulo de formación en el Diplomado virtual en Mujer y Género; desarrollada alianza de la CPEM con la Federación Nacional de Cafeteros y agenda con mujeres cafeteras de 16 departamentos sobre VIF, participación política gremial y autonomía económica; creados 140 Consejos Participativos de Mujeres Cafeteras en igual número de municipios y una red de mujeres cafeteras; firma de la Agenda por la Igualdad Laboral (marzo de 2009).

De igual forma, la CPEM participó en los Talleres que  el DANE lideró para contextualizar, estandarizar y operacionalizar las formas de medición de la Violencia Basada en Género. Se realizaron 8 talleres durante los meses de agosto y noviembre de 2009. Entre las entidades participantes están: Fiscalía General de la Nación; Medicina Legal; Procuraduría General de la Nación; Defensoría del Pueblo; Consejo Superior de la Judicatura; Departamento Administrativo de Seguridad; Ministerio de la Protección Social; Instituto Nacional de Salud; Departamento Administrativo Nacional de Estadística; Departamento Nacional de Planeación; Instituto Colombiano de Bienestar Familiar; Acción Social; Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación; Consejería Presidencial para la equidad de la mujer; Fuerzas Militares y Policía Nacional  

Estas acciones se enmarcan en el proceso que el OAG- CPEM ha adelantado para el estudio, diseño y reformulación de indicadores de manera continua según estándares internacionales. El proceso comprende: 1) Identificación de indicadores sobre VCM en instrumentos internacionales y propuestas que se desarrollan en foros intergubernamentales con los responsables de políticas para la mujer, entre otros (realizado). 2) Análisis comparativo entre los indicadores internacionales y los implementados en Colombia (en proceso).
3) Formulación de recomendaciones y establecimiento de acuerdos con las entidades competentes, preferentemente para introducir variables de género a indicadores ya definidos (en proceso). 4) Centralización  periódica de información secundaria (continuo) y
5) Divulgar la información en jornadas, foros, informes, boletines y otros medios (continuo).

Por otra parte la CPEM a través de UNIFEM y la Universidad del Rosario establecieron una alianza con el fin de realizar seguimiento jurisprudencial en el tema de violencia basada en el género, y en el tema de los derechos de las mujeres específicamente i) derechos sexuales y reproductivos ii)  Derechos laborales iii) Seguridad social  (Salud y pensiones)
iv) Derechos de las reclusas y v) Participación y Accesos a Espacios de Decisión.

Adicionalmente, realizar un estudio y seguimiento de las sentencias proferidas por los jueces penales de circuito y de los jueces de Familia en las ciudades de Cartagena, Pasto y Cali en el periodo comprendido entre los años 2005 y 2009, para determinar las líneas jurisprudenciales que estos jueces han construido en el tema de violencia contra las mujeres al interior de la familia, tomando muestras de jurisprudencia adoptada por los mismos.  Y la realización de un estudio de un caso paradigmático por ciudad (3) y jurisdicción.  
33.
En los últimos cuatro años, ¿se han realizado encuestas periódicas especializadas en:

a)
violencia contra las mujeres? 

b)
conocimiento de las mujeres de sus derechos? 

c)
conocimiento de las mujeres de servicios estatales disponibles en caso de verse afectadas por violencia?

d)
Otros? Especifique

En caso de que se hayan realizado, informar si los/as encuestadores/as recibieron capacitaciones previas sobre el tema y la metodología empleada, así como los resultados de dichas encuestas. En caso de que no se hayan realizado, informar de las medidas tomadas para realizar una
/.

El Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas- DANE publica anualmente las estadísticas vitales, dentro de los cuales se presentan los datos sobre las defunciones femeninas causadas por agresiones (homicidios) inclusive secuelas, serie anual 1998-2008.

Es preciso mencionar que en 2003 el DANE realizó conjuntamente con el Departamento Nacional de Planeación la Encuesta de Victimización, en las ciudades de Bogotá, Cali y Medellín. El principal objetivo de la Encuesta fue caracterizar aspectos relacionados con la criminalidad, que permitan a las autoridades competentes tomar decisiones en el corto y mediano plazo, con relación al control, prevención, y seguimiento del delito y medir la criminalidad no denunciada.

Por otro lado, el DANE genera la información sobre el uso de tiempo de los hogares colombianos, a través de las siguientes investigaciones:

· Desde agosto de 2006, Módulo de “Otras actividades y ayudas” en la Gran Encuesta Integrada de Hogares – GEIH, DIMPE, el cual genera la información sobre trabajo no remunerado. Dentro de las Actividades investigadas se encuentran: 10 actividades que corresponden al trabajo no remunerado: ayuda en labores de campo o cría de animales, oficios de hogar, oficios y ayudas en otros hogares, cuidar niños, cuidado de personas enfermas y/o discapacitadas, elaborar prendas de vestir para miembros de hogar, asistir a curso de capacitación, autoconstrucción de vivienda, trabajo voluntario o comunitario. 

· Año 2008, Encuesta de Consumo Cultural 2008 - DIRPEN: genera la información estadística sobre actividades de uso de tiempo, con énfasis en trabajo no remunerado y uso de tiempo libre. 
34.
¿Se han implementado registros sobre el número y características de las denuncias o casos de violencia contra las mujeres (no solo familiar, intrafamiliar o doméstica) accesibles al público, en:

a)
Policía y otras entidades receptoras de denuncias?

b)
Tribunales y fiscalías?

c)
Servicios de salud?

d)
Otros? Especifique

En caso de haberse implementado, informar del número de denuncias recibidas por año, y cualquier otra información desagregada por edad, ubicación geográfica, origen étnico, estado civil, nivel educativo, ocupación y vínculo con el agresor.  En caso de no haberse implementado, informar de las medidas adoptadas para implementar dichos registros
/.

El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF) en su página electrónica www.medicinalegal.gov.co en el vínculo correspondiente a DRIP-Estadísticas presenta la información sobre muertes violentas y lesiones con un enfoque diferencial por sexo. 

Los indicadores implementados por el Instituto de  Medicina Legal mediante el Centro de Referencia Nacional sobre Violencia son en las que se relacionan; entre otros aspectos, la siguiente información:

Homicidio/Accidentes de Tránsito/Suicidios/Violencia Indeterminada Informes periciales sexológicos-Violencia Sexual contra la Pareja/Violencia Intrafamiliar (análisis en niños, niñas, adolescentes y mujeres) Violencia Interpersonal, entre otros aspectos.

El INMLCF realiza  publicaciones reportando dichas cifras de manera anual, a través de  Forensis Datos para la Vida.(Adjunto Forensis 2009 ). Para revisar los forensis de años anteriores, ingresar a: 

http://www.medicinalegal.gov.co/index.php?option=com_wrapper&view=wrapper&Itemid=60
En consonancia con lo anterior, el INMLCF ha fortalecido sus capacidades institucionales para registrar, producir y analizar información sobre violencia basada en género, resultado de ello, la Revista Forensis Mujeres: Herramienta para la interpretación, intervención y prevención de lesiones de causa externa en Colombia para las mujeres, Masatugó 2004-2008 (antes referenciada).

Por otro lado, la Fiscalía General de la Nación lleva registro de las investigaciones iniciadas, bajo el sistema de investigación de la ley 600 de 2000 (Código de Procedimiento Penal) y Ley 906 de 2004 (Código de Procedimiento Penal actual). En archivo adjunto (anexo No. 16), se relacionan las investigaciones en ese marco, durante el período 2006-2010 en las que las víctimas son mujeres y niñas, de los siguientes delitos: Acceso Carnal; Actos Sexuales; Constreñimiento a la Prostitución; Desaparición forzado; Desplazamiento Forzado; Estimulación a la Prostitución; Homicidio; Inducción a la Prostitución; Lesiones Personales; Maltrato Mediante la Restricción a la libertad física; Pornografía con menores; reclutamiento ilícito; secuestro; tortura; trata de personas; violación a la libertad laboral; violencia intrafamiliar, entre otros.

Respecto al área de salud, el Ministerio de la Protección Social cuenta con los Sistemas de Información SISPRO- Sistema Integral de la Protección Social que cobija los diferentes componentes de información relevantes para la protección social de acuerdo a estándares internacionales y el SIVIGILA- Sistema de Vigilancia de Salud Pública que integra información referente a violencias y lesiones de causa externa, integra información referente a violencias y lesiones de causa externa, dentro de las cuales se encuentra violencia contra la mujer en su ciclo vital.

Respecto a la Policía Nacional a través del Centro de Investigaciones Criminológicas, DIJIN se registra indicadores para medir la violencia de género en los siguientes delitos:

Indicadores para medir la violencia de Género.

	DELITO
	CAUSA

	HOMICIDIO
	Problemas pasionales

Problemas familiares

Abuso sexual

Conflicto armado 

	LESIONES COMUNES


	Problemas pasionales

Problemas familiares

Conflicto armado 

	VIOLENCIA INTRAFAMILIAR


	-
Abandono

-
Abuso sexual

-
Estado de embriaguez

-
Maltrato físico

-
Maltrato moral

-
Por placer

-
Problemas familiares

-
Problemas pasionales

-
Problemas personales

-
Sin establecer

-
Problemas económicos 

	TRATA DE PERSONAS


	Estos datos se registran consolidados.

	DELITOS SEXUALES


	-
Problemas pasionales

-
Problemas familiares

-
Venganza

-
Abuso sexual 

	DESAPARICIÓN FORZADA


	Por el conflicto: de acuerdo con la definición de “desaparición forzada” dada en el Código Penal Colombiano, en el Artículo 165, “El particular que perteneciendo a un grupo armado al margen de la ley someta a otra persona a privación de su libertad cualquiera sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa de reconocer dicha privación o de dar información de su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley”. Así, estos datos se registran consolidados.



	TASA GENERAL DE VIOLENCIA  DE GÉNERO


	Número de mujeres (mayores y menores de edad) , víctimas de los delitos de homicidio, lesiones personales, delitos sexuales, violencia intrafamiliar, trata de personas e inducción a la prostitución**** ocurridos en el último año, dividido por el total de mujeres en esas mismas edades multiplicado por cien mil.



	TASA DE VIOLENCIA DE GÉNERO DE MUJERES ADULTAS


	Número de mujeres mayores de 18 años, víctimas de los delitos de homicidio, lesiones personales, delitos sexuales, violencia intrafamiliar, trata de personas e inducción a la prostitución**** ocurridos en el último año, dividido por el total de mujeres en esas mismas edades multiplicado por cien mil. 

	TASA GENERAL DE VIOLENCIA DE GÉNERO CONTRA MENORES


	Número de niñas y jóvenes, víctimas de los delitos de homicidio, lesiones personales, delitos sexuales, violencia intrafamiliar, trata de personas e inducción a la prostitución**** ocurridos en el último año, dividido por el total de mujeres en esas mismas edades multiplicado por cien mil.


** Datos a partir del año 2003.
***Datos disponibles entre los años 2003 y 2006.
Información suministrada por el Centro de Investigaciones Criminológicas, DIJIN.

Por otro lado, la Consejería para la Equidad de la Mujer, a través del Observatorio de Asuntos de Género, le hace seguimiento a la Política de Defensa y Seguridad Democrática y bajo ese esquema,  seleccionó varios  indicadores referenciados por otras entidades,  que visibilizan diferentes tipologías de violencia contra las mujeres para hacerle un seguimiento y monitoreo. En documento adjunto se visibiliza los datos y análisis al respecto.(Anexo 15) “Seguimiento a la Política de Defensa y Seguridad Democrática con enfoque de género”).

35.
¿Se cuenta con información en los últimos cuatro años sobre:

a)
Número de mujeres víctimas de violencia en el año, por edad, estado civil, tipos de violencia y ubicación geográfica?
b)
Número de procesos por violencia contra las mujeres, con respecto al total de denuncias por violencia contra las mujeres?

c)
Número de procesos sentenciados condenando al agresor por violencia contra las mujeres, con respecto al total de las denuncias realizadas?

d)
Número de mujeres víctimas de femicidio
/ al año por edad, estado civil y ubicación geográfica?
e)
Número de procesos de femicidio sentenciados condenando al agresor por año con respecto al total de casos registrados?
f)
Otros? Especifique

En caso de contar con dicha información, incluir dichas cifras. En caso de no contar con dicha información, explicar qué medidas se han adoptado para  contar con dichas cifras en el futuro
/.

El Instituto cuenta con información publicada sobre las características sociodemográficas de las mujeres víctimas de violencia durante el periodo 2004 - 2008, (Publicación Masatugó). Esta misma información está publicada para el 2009 en Forensis datos para la vida, excepto en lo relativo a la distribución geográfica. Revisar la información anteriormente referenciada.

Por otro lado, el concepto de femicidio, presenta dificultades para su análisis desde el trabajo forense, que desarrolla el INMLyCF, requiriendo contar con la información de la investigación judicial, para caracterizar adecuadamente los casos. Un análisis sobre feminicidio, femicidio y homicidios en mujeres, se encuentra publicado en Forensis datos para la vida 2009
/. Anterior a este año se encuentra la cifra de homicidios en mujeres.

36.
¿Existe algún mecanismo u órgano de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, para mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres? En caso de que exista, explicar cuál es, sus objetivos y funciones
/.

El trabajo Institucional para el periodo 2009 - 2010 se articula con UNIFEM en el marco de la Estrategia Nacional para la Erradicación de todas las formas de violencia de género contra la mujer". En este contexto durante el segundo semestre de 2009 se llevo a cabo un proceso participativo de identificación de necesidades de información en materia de VBG en el que participaron diversas organizaciones de mujeres y entidades relacionadas con el tema de las ciudades de Pasto, Cartagena y Buenaventura. Este proceso permitió establecer que las variables para la identificación del a VBG se encuentra en su mayoría incluidas en el sistema de información institucional, no obstante las organizaciones de mujeres recomendaron mejorar el lenguaje de algunas categorías y trabajar en la caracterización estadística de fenómenos como el femicidio o la violencia sexual en el contexto del conflicto armado. En la actualidad el Instituto adelanta el proceso de inclusión de variables y la estructuración de las categorías conceptúales con enfoque de género en sus sistemas de información.

Por otra parte, desde la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer, existe el Observatorio de Asuntos de Género (OAG), que recoge y sistematiza información secundaria cuantitativa y cualitatitiva diseñada para obtener mayor conocimiento de los cambios en las relaciones de género en un periodo determinado de tiempo. Respecto al tema de violencia contra la mujer, el OAG tiene alianzas con el Instituto de Medicina Legal, la Policía Nacional, DANE, entidades que reportan información frente a las diferentes topologías de violencias.
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ANEXO No. 2

ARTÍCULOS DEL CODIGO PENAL COLOMBIANO

Lay 599 de 2000
/
TÍTULO I.

DELITOS CONTRA LA VIDA Y LA INTEGRIDAD PERSONAL

CAPÍTULO I.
DEL GENOCIDIO

ARTÍCULO 101. GENOCIDIO. El que con el propósito de destruir total o parcialmente un grupo nacional, étnico, racial, religioso o político, por razón de su pertenencia al mismo, ocasionare la muerte de sus miembros, incurrirá en prisión de cuatrocientos ochenta meses (480) a seiscientos meses (600); en multa de dos mil seiscientos sesenta y seis mil punto sesenta y seis (2.666,66) a quince mil (15.000) salarios mínimos mensuales legales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de doscientos cuarenta (240) a trescientos sesenta (360) meses. 

La pena será de prisión de ciento sesenta (160) a cuatrocientos cincuenta (450) meses, la multa de mil trescientos treinta y tres punto treinta tres (1.333.33) a quince mil (15.000) salarios mínimos legales vigentes y la interdicción de derechos y funciones públicas de ochenta (80) a doscientos setenta (270) meses cuando con el mismo propósito se cometiere cualquiera de los siguientes actos: 

1.
Lesión grave a la integridad física o mental de miembros del grupo. 

2.
Embarazo forzado. 

3.
Sometimiento de miembros del grupo a condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial. 

4.
Tomar medidas destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo. 

5.
Traslado por la fuerza de niños del grupo a otro grupo.

ARTÍCULO 102. APOLOGIA DEL GENOCIDIO. El que por cualquier medio difunda ideas o doctrinas que propicien o justifiquen las conductas constitutivas de genocidio, o pretendan la rehabilitación de regímenes o instituciones que amparen prácticas generadoras de las mismas, incurrirá en prisión de noventa y seis (96) a ciento ochenta (180) meses, multa de seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (666.66) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para  el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochenta (80) a ciento ochenta (180) meses.

CAPITULO II.
DEL HOMICIDIO

ARTÍCULO 103. HOMICIDIO. El que matare a otro, incurrirá en prisión de doscientos ocho (208) a cuatrocientos cincuenta (450) meses. 

ARTÍCULO 104. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN. La pena será de cuatrocientos (400) a seiscientos (600) meses de prisión, si la conducta descrita en el artículo anterior se cometiere: 

1. En los cónyuges o compañeros permanentes; en el padre y la madre de familia, aunque no convivan en un mismo hogar, en los ascendientes o descendientes de los anteriores y los hijos adoptivos; y en todas las demás personas que de manera permanente se hallaren integradas a la unidad doméstica.

2. Para preparar, facilitar o consumar otra conducta punible; para ocultarla, asegurar su producto o la impunidad, para sí o para los copartícipes. 

3. Por medio de cualquiera de las conductas previstas en el Capítulo II del Título XII y en el Capítulo I del Título XIII, del libro segundo de este código. 

4. Por precio, promesa remuneratoria, ánimo de lucro o por otro motivo abyecto o fútil. 

5. Valiéndose de la actividad de inimputable. 

6. Con sevicia. 

7. Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación. 

8. Con fines terroristas o en desarrollo de actividades terroristas. 

9. En persona internacionalmente protegida diferente a las contempladas en el Título II de éste Libro y agentes diplomáticos, de conformidad con los Tratados y Convenios Internacionales ratificados por Colombia. 

10.
Si se comete en persona que sea o haya sido servidor público, periodista, juez de paz, miembro de una organización sindical legalmente reconocida, político o religioso en razón de ello.

11.
Si se cometiere contra una mujer por el hecho de ser mujer.

ARTÍCULO 105. HOMICIDIO PRETERINTENCIONAL. El que preterintencionalmente matare a otro, incurrirá en la pena imponible de acuerdo con los dos artículos anteriores disminuida de una tercera parte a la mitad. 

ARTÍCULO 106. HOMICIDIO POR PIEDAD. El que matare a otro por piedad, para poner fin a intensos sufrimientos provenientes de lesión corporal o enfermedad grave e incurable, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses. 

ARTÍCULO 107. INDUCCIÓN O AYUDA AL SUICIDIO. El que eficazmente induzca a otro al suicidio, o le preste una ayuda efectiva para su realización, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a ciento ocho (108) meses. 

Cuando la inducción o ayuda esté dirigida a poner fin a intensos sufrimientos provenientes de lesión corporal o enfermedad grave e incurable, se incurrirá en prisión de dieciséis (16) a  treinta y seis (36) meses. 

ARTÍCULO 108. MUERTE DE HIJO FRUTO DE ACCESO CARNAL VIOLENTO, ABUSIVO, O DE INSEMINACIÓN ARTIFICIAL O TRANSFERENCIA DE OVULO FECUNDADO NO CONSENTIDAS. La madre que durante el nacimiento o dentro de los ocho (8) días siguientes matare a su hijo, fruto de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, o abusivo, o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas, incurrirá en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento ocho (108) meses. 

ARTÍCULO 109. HOMICIDIO CULPOSO. El que por culpa matare a otro, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a ciento ocho (108) meses y multa de veinte y seis punto sesenta y seis (26.66) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Cuando la conducta culposa sea cometida utilizando medios motorizados o arma de fuego, se impondrá igualmente la privación del derecho a conducir vehículos automotores y motocicletas y la de privación del derecho a la tenencia y porte de arma, respectivamente, de cuarenta y ocho (48) a noventa (90) meses. 

ARTÍCULO 110. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACION PUNITIVA PARA EL HOMICIDIO CULPOSO. La pena prevista en el artículo anterior se aumentará:

1. Si al momento de cometer la conducta el agente se encontraba bajo el influjo de bebida embriagante o droga o sustancia que produzca dependencia física o síquica y ello haya sido determinante para su ocurrencia, la pena se aumentará de la mitad al doble de la pena.

2. Si el agente abandona sin justa causa el lugar de la comisión de la conducta, la pena se aumentará de la mitad al doble de la pena.

3. Si al momento de cometer la conducta el agente no tiene licencia de conducción o le ha sido suspendida por autoridad de tránsito, la pena se aumentará de una sexta parte a la mitad.

4. Si al momento de los hechos el agente se encontraba transportando pasajeros o carga pesada sin el lleno de los requisitos legales, la pena se aumentará de una cuarta parte a tres cuartas partes.

5. Si al momento de los hechos el agente se encontraba transportando niños o ancianos sin el cumplimiento de los requisitos legales, la pena se aumentará de una cuarta parte a tres cuartas partes.
CAPÍTULO III.
DE LAS LESIONES PERSONALES

ARTÍCULO 111. LESIONES.  El que cause a otro daño en el cuerpo o en la salud, incurrirá en las sanciones establecidas en los artículos siguientes. 

ARTÍCULO 112. INCAPACIDAD PARA TRABAJAR O ENFERMEDAD. Si el daño consistiere en incapacidad para trabajar o en enfermedad que no pase de treinta (30) días, la pena será de prisión de dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses. 

Si el daño consistiere en incapacidad para trabajar o enfermedad superior a treinta (30) días sin exceder de noventa (90), la pena será de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses de prisión y multa de seis punto sesenta y seis (6.66) a quince (15) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Si pasare de noventa (90) días, la pena será de treinta y dos (32) a noventa (90) meses de prisión y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

ARTÍCULO 113. DEFORMIDAD. Si el daño consistiere en deformidad física transitoria, la pena será de prisión de dieciséis (16) a ciento ocho (108) meses y multa de veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Si fuere permanente, la pena será de prisión de treinta y dos (32) a ciento veintiséis (126) meses y multa de treinta y cuatro punto sesenta y seis (34.66) a cincuenta y cuatro (54) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Si la deformidad afectare el rostro, la pena se aumentará hasta en una tercera parte.

ARTÍCULO 114. PERTURBACIÓN FUNCIONAL. Si el daño consistiere en perturbación funcional transitoria de un órgano o miembro, la pena será de prisión de treinta y dos (32) a ciento veintiséis (126) meses y multa de veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Si fuere permanente, la pena será de cuarenta y ocho (48) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses de prisión y multa de treinta y cuatro punto sesenta y seis (34.66) a cincuenta y cuatro (54) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

ARTÍCULO 115. PERTURBACIÓN PSIQUICA. Si el daño consistiere en perturbación psíquica transitoria, la pena será de prisión de treinta y dos (32) a ciento veintiséis (126) meses y multa de treinta y cuatro punto sesenta y seis (34.66) a sesenta (60) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Si fuere permanente, la pena será de cuarenta y ocho (48) a ciento sesenta y dos (162) meses de prisión y multa de treinta y seis (36) a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 
ARTÍCULO 116. PÉRDIDA ANATÓMICA O FUNCIONAL DE UN ÓRGANO O MIEMBRO. Si el daño consistiere en la pérdida de la función de un órgano o miembro, la pena será de noventa y seis (96) a ciento ochenta (180) meses de prisión y multa de treinta y tres punto treinta y tres (33.33) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes.  

La pena anterior se aumentará hasta en una tercera parte en caso de pérdida anatómica del órgano o miembro. 

ARTÍCULO 117. UNIDAD PUNITIVA. Si como consecuencia de la conducta se produjeren varios de los resultados previstos en los artículos anteriores, sólo se aplicará la pena correspondiente al de mayor gravedad. 

ARTÍCULO 118. PARTO O ABORTO PRETERINTENCIONAL. Si a causa de la lesión inferida a una mujer, sobreviniere parto prematuro que tenga consecuencias nocivas para la salud de la agredida o de la criatura, o sobreviniere el aborto, las penas imponibles según los artículos precedentes, se aumentarán de una tercera parte a la mitad. 

ARTÍCULO 119. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. Cuando con las conductas descritas en los artículos anteriores, concurra alguna de las circunstancias señaladas en el artículo 104 las respectivas penas se aumentarán de una tercera parte a la mitad.

Cuando las conductas señaladas en los artículos anteriores se cometan en niños y niñas menores de catorce (14) años las respectivas penas se aumentaran <sic> en el doble.

ARTÍCULO 120. LESIONES CULPOSAS. El que por culpa cause a otro alguna de las lesiones a que se refieren los artículos anteriores, incurrirá en la respectiva pena disminuida de las cuatro quintas a las tres cuartas partes. 

Cuando la conducta culposa sea cometida utilizando medios motorizados o arma de fuego se impondrá igualmente la pena de privación del derecho de conducir vehículos automotores y motocicletas y de privación del derecho a la tenencia y porte de arma, respectivamente, de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses. 

ARTÍCULO 121. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA POR LESIONES CULPOSAS. Las circunstancias de agravación previstas en el Artículo 110, lo serán también de las lesiones culposas y las penas previstas para este delito se aumentarán en la proporción indicada en ese artículo. 

CAPÍTULO IV.
DEL ABORTO

ARTÍCULO 122. ABORTO. La mujer que causare su aborto o permitiere que otro se lo cause, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses. 

A la misma sanción estará sujeto quien, con el consentimiento de la mujer, realice la conducta prevista en el inciso anterior. 

ARTÍCULO 123. ABORTO SIN CONSENTIMIENTO. El que causare el aborto sin consentimiento de la mujer, incurrirá en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento ochenta (180) meses. 

ARTÍCULO 124. CIRCUNSTANCIAS DE ATENUACIÓN PUNITIVA. Artículo declarado inexequible por la Corte Constitucional
/.

CAPÍTULO V.
 DE LAS LESIONES AL FETO

ARTÍCULO 125. LESIONES AL FETO. El que por cualquier medio causare a un feto daño en el cuerpo o en la salud que perjudique su normal desarrollo, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a setenta y dos (72) meses. 

Si la conducta fuere realizada por un profesional de la salud, se le impondrá también la inhabilitación para el ejercicio de la profesión por el mismo término. 

ARTÍCULO 126. LESIONES CULPOSAS AL FETO. Si la conducta descrita en el artículo anterior se realizare por culpa, la pena será de prisión de dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses. 

Si fuere realizada por un profesional de la salud, se le impondrá también la inhabilitación para el ejercicio de la profesión por el mismo término. 

CAPÍTULO VI.
DEL ABANDONO DE MENORES Y PERSONAS DESVALIDAS

ARTÍCULO 127. ABANDONO. El que abandone a un menor o a persona que se encuentre en incapacidad de valerse por sí misma, teniendo deber legal de velar por ellos, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a ciento ocho (108) meses. 

Si la conducta descrita en el inciso anterior se cometiere en lugar despoblado o solitario, la pena imponible se aumentará hasta en una tercera parte. 

ARTÍCULO 128. ABANDONO DE HIJO FRUTO DE ACCESO CARNAL VIOLENTO, ABUSIVO, O DE INSEMINACIÓN ARTIFICIAL O TRANSFERENCIA DE OVULO FECUNDADO NO CONSENTIDAS. La madre que dentro de los ocho (8) días siguientes al nacimiento abandone a su hijo fruto de acceso o acto sexual sin consentimiento, abusivo, o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses. 
ARTÍCULO 129. EXIMENTE DE RESPONSABILIDAD Y ATENUANTE PUNITIVO. No habrá lugar a responsabilidad penal en las conductas descritas en los artículos anteriores, cuando el agente o la madre recoja voluntariamente al abandonado antes de que fuere auxiliado por otra persona, siempre que éste no hubiere sufrido lesión alguna. 

Si hubiere sufrido lesión no habrá lugar a la agravante contemplada en el inciso 1 del artículo siguiente. 

ARTÍCULO 130. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN. Si de las conductas descritas en los artículos anteriores se siguiere para el abandonado alguna lesión personal, la pena respectiva se aumentará hasta en una cuarta parte. 

Si sobreviniere la muerte, el aumento será de una tercera parte a la mitad. 

CAPÍTULO VII.
DE LA OMISIÓN DE SOCORRO

ARTÍCULO 131. OMISIÓN DE SOCORRO. El que omitiere, sin justa causa, auxiliar a una persona cuya vida o salud se encontrare en grave peligro, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a setenta y dos (72) meses. 

CAPÍTULO VIII.
DE LA MANIPULACIÓN GENÉTICA

ARTÍCULO 132. MANIPULACIÓN GENÉTICA. El que manipule genes humanos alterando el genotipo con finalidad diferente al tratamiento, el diagnóstico, o la investigación científica relacionada con ellos en el campo de la biología, la genética y la medicina, orientados a aliviar el sufrimiento o mejorar la salud de la persona y de la humanidad, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a noventa (90) meses. 

Se entiende por tratamiento, diagnóstico, o investigación científica relacionada con ellos en el campo de la biología, la genética y la medicina, cualquiera que se realice con el consentimiento, libre e informado, de la persona de la cual proceden los genes, para el descubrimiento, identificación, prevención y tratamiento de enfermedades o discapacidades genéticas o de influencia genética, así como las taras y endémicas que afecten a una parte considerable de la población. 

ARTÍCULO 133. REPETIBILIDAD DEL SER HUMANO. El que genere seres humanos idénticos por clonación o por cualquier otro procedimiento, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a ciento ocho (108) meses. 

ARTÍCULO 134. FECUNDACION Y TRÁFICO DE EMBRIONES HUMANOS. El que fecunde óvulos humanos con finalidad diferente a la procreación humana, sin perjuicio de la investigación científica, tratamiento o diagnóstico que tengan una finalidad terapéutica con respecto al ser humano objeto de la investigación, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses. 
En la misma pena incurrirá el que trafique con gametos, cigotos o embriones humanos, obtenidos de cualquier manera o a cualquier título. 

TÍTULO II.

DELITOS CONTRA PERSONAS Y BIENES PROTEGIDOS
POR EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO

CAPÍTULO ÚNICO

ARTÍCULO 135. HOMICIDIO EN PERSONA PROTEGIDA. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, ocasione la muerte de persona protegida conforme a los Convenios Internacionales sobre Derecho Humanitario ratificados por Colombia, incurrirá en prisión de cuatrocientos ochenta (480) a seiscientos (600) meses, multa dos mil seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (2.666,66) a siete mil quinientos (7.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de doscientos cuarenta (240) a trescientos sesenta (360) meses. 

La pena prevista en este artículo se aumentará de la tercera parte a la mitad cuando se cometiere contra una mujer por el hecho de ser mujer.

PARAGRAFO. Para los efectos de este artículo y las demás normas del presente título se entiende por personas protegidas conforme al derecho internacional humanitario: 

1.
Los integrantes de la población civil. 

2.
Las personas que no participan en hostilidades y los civiles en poder de la parte adversa. 

3.
Los heridos, enfermos o náufragos puestos fuera de combate. 

4.
El personal sanitario o religioso. 

5.
Los periodistas en misión o corresponsales de guerra acreditados. 

6.
Los combatientes que hayan depuesto las armas por captura, rendición u otra causa análoga. 

7.
Quienes antes del comienzo de las hostilidades fueren considerados como apátridas o refugiados. 

8.
Cualquier otra persona que tenga aquella condición en virtud de los Convenios I, II, III y IV de Ginebra de 1949 y los Protocolos Adicionales I y II de 1977 y otros que llegaren a ratificarse. 

ARTÍCULO 136. LESIONES EN PERSONA PROTEGIDA. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, cause daño a la integridad física o a la salud de persona protegida conforme al Derecho Internacional Humanitario, incurrirá en las sanciones previstas para el delito de lesiones personales, incrementada hasta en una tercera parte. 

ARTÍCULO 137. TORTURA EN PERSONA PROTEGIDA. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, inflija a una persona dolores o sufrimientos graves, físicos o síquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o confesión, de castigarla por un acto por ella cometido o que se sospeche que ha cometido, o de intimidarla o coaccionarla por cualquier razón que comporte algún tipo de discriminación, incurrirá en prisión de ciento sesenta (160) a trescientos sesenta (360) meses, multa de seiscientos sesenta y seis  punto sesenta y seis (666.66) a mil quinientos (1500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de ciento sesenta (160) a trescientos sesenta (360) meses. 

ARTÍCULO 138. ACCESO CARNAL VIOLENTO EN PERSONA PROTEGIDA. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, realice acceso carnal por medio de violencia en persona protegida incurrirá en prisión de ciento sesenta (160) a trescientos veinticuatro (324) meses y multa de seiscientos sesenta y seis  punto sesenta y seis (666.66) a mil quinientos (1500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

Para los efectos de este Artículo se entenderá por acceso carnal lo dispuesto en el artículo 212 de este código. 

ARTÍCULO 139. ACTOS SEXUALES VIOLENTOS EN PERSONA PROTEGIDA. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, realice acto sexual diverso al acceso carnal, por medio de violencia en persona protegida incurrirá en prisión de sesenta y cuatro (64) a ciento sesenta y dos (162) meses y multa de ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a setecientos cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

ARTÍCULO 140. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN. La pena prevista en los dos artículos anteriores se agravará en los mismos casos y en la misma proporción señalada en el artículo 211 de este código.

ARTÍCULO 141. PROSTITUCIÓN FORZADA O ESCLAVITUD SEXUAL. El que mediante el uso de la fuerza y con ocasión y en desarrollo del conflicto armado obligue a persona protegida a prestar servicios sexuales incurrirá en prisión de ciento sesenta (160) a trescientos veinticuatro (324) meses y multa de seiscientos sesenta y seis  punto sesenta y seis (666.66) a mil quinientos (1500) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

ARTÍCULO 142. UTILIZACIÓN DE MEDIOS Y METODOS DE GUERRA ILÍCITOS. El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, utilice medios o métodos de guerra prohibidos o destinados a causar sufrimientos o pérdidas innecesarios o males superfluos incurrirá, por esa sola conducta, en prisión de noventa y seis (96) a ciento ochenta (180) meses, multa de ciento treinta y tres punto treinta y tres (133.33) a trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de ochenta (80) a ciento ochenta (180) meses. 

ARTÍCULO 165. DESAPARICIÓN FORZADA. El particular que perteneciendo a un grupo armado al margen de la ley someta a otra persona a privación de su libertad cualquiera que sea la forma, seguida de su ocultamiento y de la negativa a reconocer dicha privación o de dar información sobre su paradero, sustrayéndola del amparo de la ley, incurrirá en prisión de trescientos veinte (320) a quinientos cuarenta (540) meses, multa de mil trescientos treinta y tres punto treinta y tres (1333.33) a cuatro mil quinientos (4500) salarios mínimos legales mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de ciento sesenta (160) a trescientos sesenta (360) meses. 

A la misma pena quedará sometido, el servidor público, o el particular que actúe bajo la determinación o la aquiescencia de aquél, y realice la conducta descrita en el inciso anterior. 

ARTÓCULO 166. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. La pena prevista en el artículo anterior será de cuatrocientos ochenta (480) a seiscientos (600) meses de prisión, multa de dos mil seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (2666.66) a siete mil quinientos (7500) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas de doscientos cuarenta (240) a trescientos sesenta (360) meses, siempre que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

1. Cuando la conducta se cometa por quien ejerza autoridad o jurisdicción. 

2. Cuando la conducta se cometa en persona con discapacidad que le impida valerse por sí misma. 

3. Cuando la conducta se ejecute en menor de dieciocho (18) años, mayor de sesenta (60) o mujer embarazada. 

4. Cuando la conducta se cometa, por razón de sus calidades, contra las siguientes personas: servidores públicos, comunicadores, defensores de derechos humanos, candidatos o aspirantes a cargos de elección popular, dirigentes o miembros de una organización sindical legalmente reconocida, políticos o religiosos, contra quienes hayan sido testigos de conductas punibles o disciplinarias, juez de paz, o contra cualquier otra persona por sus creencias u opiniones políticas o por motivo que implique alguna forma de discriminación o intolerancia.

5. Cuando la conducta se cometa por razón y contra los parientes de las personas mencionadas en el numeral anterior, hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 

6. Cuando se cometa utilizando bienes del Estado. 

7. Si se somete a la víctima a tratos crueles, inhumanos o degradantes durante el tiempo en que permanezca desaparecida, siempre y cuando la conducta no configure otro delito. 

8. Cuando por causa o con ocasión de la desaparición forzada le sobrevenga a la víctima la muerte o sufra lesiones físicas o psíquicas. 

9. Cuando se cometa cualquier acción sobre el cadáver de la víctima para evitar su identificación posterior, o para causar daño a terceros. 

ARTÍCULO 167. CIRCUNSTANCIAS DE ATENUACIÓN PUNITIVA. Las penas previstas en el artículo 160 se atenuarán en los siguientes casos: 

1 La pena se reducirá de la mitad (1/2) a las cinco sextas (5/6) partes cuando en un término no superior a quince (15) días, los autores o partícipes liberen a la víctima voluntariamente en similares condiciones físicas y psíquicas a las que se encontraba en el momento de ser privada de la libertad, o suministren información que conduzca a su recuperación inmediata, en similares condiciones físicas y psíquicas. 

2 La pena se reducirá de una tercera parte (1/3) a la mitad (1/2) cuando en un término mayor a quince (15) días y no superior a treinta (30) días, los autores o partícipes liberen a la víctima en las mismas condiciones previstas en el numeral anterior. 

3 Si los autores o partícipes suministran información que conduzca a la recuperación del cadáver de la persona desaparecida, la pena se reducirá hasta en una octava (1/8) parte. 

PARAGRAFO. Las reducciones de penas previstas en este artículo se aplicarán únicamente al autor o partícipe que libere voluntariamente a la víctima o suministre la información. 

CAPÍTULO II.
DEL SECUESTRO

ARTÍCULO 168. SECUESTRO SIMPLE. El que con propósitos distintos a los previstos en el artículo siguiente, arrebate, sustraiga, retenga u oculte a una persona, incurrirá en prisión de ciento noventa y dos (192) a trescientos sesenta (360) meses y multa de ochocientos (800) a mil quinientos(1500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

ARTÍCULO 169. SECUESTRO EXTORSIVO. El que arrebate, sustraiga, retenga u oculte a una persona, con el propósito de exigir por su libertad un provecho o cualquier utilidad, o para que se haga u omita algo, o con fines publicitarios o de carácter político, incurrirá en prisión de trescientos veinte (320) a quinientos cuatro (504) meses y multa de dos mil seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (2.666.66) a seis mil (6.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Igual pena se aplicará cuando la conducta se realice temporalmente en medio de transporte con el propósito de obtener provecho económico bajo amenaza.

ARTÍCULO 170. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. La pena señalada para el secuestro extorsivo será de cuatrocientos cuarenta y ocho (448) a seiscientos (600) meses y la multa será de seis mil seiscientos sesenta y seis punto sesenta y seis (6666.66) a cincuenta mil (50000) salarios mínimos legales mensuales vigentes, sin superar el límite máximo de la pena privativa de la libertad establecida en el Código Penal, si concurriere alguna de las siguientes circunstancias.

1. Si la conducta se comete en persona discapacitada que no pueda valerse por sí misma o que padezca enfermedad grave, o en menor de dieciocho (18) años, o en mayor de sesenta y cinco (65) años, o que no tenga la plena capacidad de autodeterminación o que sea mujer embarazada.

2. Si se somete a la víctima a tortura física o moral o a violencia sexual durante el tiempo que permanezca secuestrada.

3. Si la privación de la libertad del secuestrado se prolonga por más de quince (15) días.

4. Si se ejecuta la conducta respecto de pariente hasta cuarto grado de consanguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, sobre cónyuge o compañera o compañero permanente, o contra cualquier persona que de manera permanente se hallare integrada a la unidad doméstica, o aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno o algunos de los partícipes. Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio o de unión libre.

5. Cuando la conducta se realice por persona que sea servidor público o que sea o haya sido miembro de las fuerzas de seguridad del Estado.
6. Cuando se presione la entrega o verificación de lo exigido con amenaza de muerte o lesión o con ejecutar acto que implique grave peligro común o grave perjuicio a la comunidad o a la salud pública.

7. Cuando se cometa con fines terroristas.

8. Cuando se obtenga la utilidad, provecho o la finalidad perseguidos por los autores o partícipes.

9. Cuando se afecten gravemente los bienes o la actividad profesional o económica de la víctima.

10. Cuando por causa o con ocasión del secuestro le sobrevengan a la víctima la muerte o lesiones personales.

11. Si se comete en persona que sea o haya sido periodista, dirigente comunitario, miembro de una organización sindical legalmente reconocida, política, étnica o religiosa o en razón de ello.

12. Si la conducta se comete utilizando orden de captura o detención falsificada o simulando tenerla.

13. Cuando la conducta se comete total o parcialmente desde un lugar de privación de la libertad.

14. Si la conducta se comete parcialmente en el extranjero.

15. Cuando se trafique con la persona secuestrada durante el tiempo de privación de la libertad.

16. En persona internacionalmente protegida diferente o no en el Derecho Internacional Humanitario y agentes diplomáticos, de las señaladas en los Tratados y Convenios Internacionales ratificados por Colombia.

PARÁGRAFO. Las penas señaladas para el secuestro simple, se aumentarán de una tercera parte a la mitad cuando concurriere alguna de las circunstancias anteriores, excepto la enunciada en el numeral 11.

ARTÍCULO 171. CIRCUNSTANCIAS DE ATENUACIÓN PUNITIVA  Si dentro de los quince (15) días siguientes al secuestro, se dejare voluntariamente en libertad a la víctima, sin que se hubiere obtenido alguno de los fines previstos para el secuestro extorsivo, la pena se disminuirá hasta en la mitad.

En los eventos del secuestro simple habrá lugar a igual disminución de la pena si el secuestrado, dentro del mismo término fuere dejado voluntariamente en libertad.

CAPÍTULO IV.
DE LA DETENCIÓN ARBITRARIA

ARTÍCULO 174. PRIVACIÓN ILEGAL DE LIBERTAD. El servidor público que abusando de sus funciones, prive a otro de su libertad, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a noventa (90) meses. 

ARTÍCULO 175. PROLONGACIÓN ILÍCITA DE PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD. El servidor público que prolongue ilícitamente la privación de libertad de una persona, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a noventa (90) meses y pérdida del empleo o cargo público. 

ARTÍCULO 176. DETENCIÓN ARBITRARIA ESPECIALEl servidor público que sin el cumplimiento de los requisitos legales reciba a una persona para privarla de libertad o mantenerla bajo medida de seguridad, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a noventa (90) meses y pérdida del empleo o cargo público. 

ARTÍCULO 177. DESCONOCIMIENTO DE HÁBEAS CORPUS. El juez que no tramite o decida dentro de los términos legales una petición de habeas corpus o por cualquier medio obstaculice su tramitación, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) meses a noventa (90) meses y pérdida del empleo o cargo público. 

CAPÍTULO V.
DE LOS DELITOS CONTRA LA AUTONOMIA PERSONAL

ARTÍCULO 178. TORTURA. El que inflija a una persona dolores o sufrimientos graves, físicos o psíquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o confesión, de castigarla por un acto por ella cometido o que se sospeche que ha cometido o de intimidarla o coaccionarla por cualquier razón que comporte algún tipo de discriminación incurrirá en prisión de ciento veintiocho (128) a doscientos setenta (270) meses, multa de mil sesenta y seis punto sesenta y seis (1066.66) a tres mil (3000) salarios mínimos legales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena privativa de la libertad. 

En la misma pena incurrirá el que cometa la conducta con fines distintos a los descritos en el inciso anterior. 

No se entenderá por tortura el dolor o los sufrimientos que se deriven únicamente de sanciones lícitas o que sean consecuencia normal o inherente a ellas. 

ARTÍCULO 179. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. Las penas previstas en el artículo anterior se aumentarán hasta en una tercera parte en los siguientes eventos: 

1. Cuando el agente sea integrante del grupo familiar de la víctima. 

2. Cuando el agente sea un servidor público o un particular que actúe bajo la determinación o con la aquiescencia de aquel. 

3. Cuando se cometa en persona discapacitada, o en menor de dieciocho (18) años, o mayor de sesenta (60) o mujer embarazada. 

4. Cuando se cometa por razón de sus calidades, contra las siguientes personas: servidores públicos, periodistas, comunicadores sociales, defensores de los derechos humanos, candidatos o aspirantes a cargos de elección popular, dirigentes cívicos, comunitarios, étnicos, sindicales, políticos o religiosos, contra quienes hayan sido testigos o víctimas de hechos punibles o faltas disciplinarias; o contra el cónyuge, o compañero o compañera permanente de las personas antes mencionadas, o contra sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. 

5. Cuando se cometa utilizando bienes del Estado. 

6. Cuando se cometa para preparar, facilitar, ocultar o asegurar el producto o la impunidad de otro delito; o para impedir que la persona intervenga en actuaciones judiciales o disciplinarias. 

ARTÍCULO 180. DESPLAZAMIENTO FORZADO. El que de manera arbitraria, mediante violencia u otros actos coactivos dirigidos contra un sector de la población, ocasione que uno o varios de sus miembros cambie el lugar de su residencia, incurrirá en prisión de noventa y seis (96) a doscientos dieciséis (216) meses, multa de ochocientos (800) a dos mil doscientos cincuenta (2.250) salarios mínimos legales mensuales vigentes y en interdicción de derechos y funciones públicas de noventa y seis (96) a doscientos dieciséis (216) meses.

No se entenderá por desplazamiento forzado, el movimiento de población que realice la fuerza pública cuando tenga por objeto la seguridad de la población, o en desarrollo de imperiosas razonas militares, de acuerdo con el derecho internacional.

ARTÍCULO 181. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. La pena prevista en el artículo anterior se aumentará hasta en una tercera parte: 

1. Cuando el agente tuviere la condición de servidor público. 

2. Cuando se cometa en persona discapacitada, o en menor de dieciocho (18) años, o mayor de sesenta (60) o mujer embarazada. 

3. Cuando se cometa por razón de sus calidades, contra las siguientes personas: periodistas, comunicadores sociales, defensores de los derechos humanos, candidatos o aspirantes a cargos de elección popular, dirigentes cívicos, comunitarios, étnicos, sindicales, políticos o religiosos, contra quienes hayan sido testigos o víctimas de hechos punibles o faltas disciplinarias. 

4. Cuando se cometa utilizando bienes del Estado. 

5. Cuando se sometiere a la víctima a tratos crueles, inhumanos o degradantes. 

ARTÍULO 182. CONSTREÑIMIENTO ILEGAL. El que, fuera de los casos especialmente previstos como delito, constriña a otro a hacer, tolerar u omitir alguna cosa, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses. 

ARTÍCULO 183. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando: 

1.
El propósito o fin perseguido por el agente sea de carácter terrorista. 

2.
Cuando el agente sea integrante de la familia de la víctima. 

3.
Cuando el agente abuse de superioridad docente, laboral o similar. 

ARTÍCULO 184. CONSTREÑIMIENTO PARA DELINQUIR. El que constriña a otro a cometer una conducta punible, siempre que ésta no constituya delito sancionado con pena mayor, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses. 

ARTÍCULO 185. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACION PUNITIVA. La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando: 

1. La conducta tenga como finalidad obtener el ingreso de personas a grupos terroristas, grupos de sicarios, escuadrones de la muerte o grupos de justicia privada. 

2. Cuando la conducta se realice respecto de menores de dieciocho (18) años, de miembros activos o retirados de la fuerza pública u organismos de seguridad del Estado. 

3. En los eventos señalados en el artículo 183. 

ARTÍCULO 186. FRAUDULENTA INTERNACIÓN EN ASILO, CLINICA O ESTABLECIMIENTO SIMILAR. El que mediante maniobra engañosa obtenga la internación de una persona en asilo, clínica o establecimiento similar, simulándola enferma o desamparada, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses y multa de trece punto treinta y tres (13.33) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes. 

La pena será de treinta y dos (32) a cincuenta (54) meses de prisión, y multa de veinte (20) a doscientos veinte y cinco (225) salarios mínimos legales mensuales vigentes cuando el responsable sea integrante de la familia de la víctima. 

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando tenga un propósito lucrativo. 

ARTÍCULO 187. INSEMINACION ARTIFICIAL O TRANSFERENCIA DE OVULO FECUNDADO NO CONSENTIDAS. Quien insemine artificialmente o transfiera óvulo fecundado a una mujer sin su consentimiento, incurrirá en prisión de treinta y dos (32) a ciento ocho (108) meses. 

Si la conducta fuere realizada por un profesional de la salud, se le impondrá también la inhabilitación para el ejercicio de la profesión hasta por el mismo término. 

La pena anterior se aumentará hasta en la mitad si se realizare en menor de catorce (14) años. 

ARTÍCULO 188. DEL TRÁFICO DE MIGRANTES. El que promueva, induzca, constriña, facilite, financie, colabore o de cualquier otra forma participe en la entrada o salida de personas del país, sin el cumplimiento de los requisitos legales, con el ánimo de lucrarse o cualquier otro provecho para si o otra persona, incurrirá en prisión de noventa y seis (96) a ciento cuarenta y cuatro (144) meses y una multa de sesenta y seis punto sesenta y seis (66.66) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de la sentencia condenatoria.

ARTÍCULO 188-A. TRATA DE PERSONASEl que capte, traslade, acoja o reciba a una persona, dentro del territorio nacional o hacia el exterior, con fines de explotación, incurrirá en prisión de trece (13) a veintitrés (23) años y una multa de ochocientos (800) a mil quinientos (1.500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Para efectos de este artículo se entenderá por explotación el obtener provecho económico o cualquier otro beneficio para sí o para otra persona, mediante la explotación de la prostitución ajena u otras formas de explotación sexual, los trabajos o servicios forzados, la esclavitud o las prácticas análogas a la esclavitud, la servidumbre, la explotación de la mendicidad ajena, el matrimonio servil, la extracción de órganos, el turismo sexual u otras formas de explotación.

El consentimiento dado por la víctima a cualquier forma de explotación definida en este artículo no constituirá causal de exoneración de la responsabilidad penal.

ARTÍCULO 188-B. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. Las penas para los delitos descritos en el artículo 188 y 188-A, se aumentará de una tercera parte a la mitad, cuando:

1. Cuando se realice en persona que padezca, inmadurez psicológica, trastorno mental, enajenación mental y trastorno psíquico, temporal o permanentemente o sea menor de 18 años.

2. Como consecuencia, la víctima resulte afectada en daño físico permanente y/o lesión psíquica, inmadurez mental, trastorno mental en forma temporal o permanente o daño en la salud de forma permanente.

3. El responsable sea cónyuge o compañero permanente o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil.

4. El autor o partícipe sea servidor público.

PARÁGRAFO. Cuando las conductas descritas en los artículos 188 y 188-A se realice sobre menor de doce (12) años se aumentará en la mitad de la misma pena.

CAPÍTULO VI. 
DELITOS CONTRA LA INVIOLABILIDAD DE HABITACIÓN O SITIO DE TRABAJO

ARTÍCULO 189. VIOLACIÓN DE HABITACIÓN AJENA. El que se introduzca arbitraria, engañosa o clandestinamente en habitación ajena o en sus dependencias inmediatas, o que por cualquier medio indebido, escuche, observe, grabe, fotografíe o filme, aspectos de la vida domiciliaria de sus ocupantes, incurrirá en multa. 

ARTÍCULO 190. VIOLACIÓN DE HABITACIÓN AJENA POR SERVIDOR PÚBLICO. El servidor público que abusando de sus funciones se introduzca en habitación ajena, incurrirá en multa y pérdida del empleo o cargo público. 

ARTÍCULO 191. VIOLACIÓN EN LUGAR DE TRABAJO. Cuando las conductas descritas en este capítulo se realizaren en un lugar de trabajo, las respectivas penas se disminuirá hasta en la mitad, sin que puedan ser inferior a una unidad multa. 

CAPÍTULO VII. 
DE LA VIOLACIÓN A LA INTIMIDAD, RESERVA
E INTERCEPTACIÓN DE COMUNICACIONES

ARTÍCULO 192. VIOLACIÓN ILÍCITA DE COMUNICACIONES.  El que ilícitamente sustraiga, oculte, extravíe, destruya, intercepte, controle o impida una comunicación privada dirigida a otra persona, o se entere indebidamente de su contenido, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor. 

Si el autor de la conducta revela el contenido de la comunicación, o la emplea en provecho propio o ajeno o con perjuicio de otro, la pena será prisión de treinta y dos (32) a setenta y dos (72) meses. 

ARTÍCULO 193. OFRECIMIENTO, VENTA O COMPRA DE INSTRUMENTO APTO PARA INTERCEPTAR LA COMUNICACIÓN PRIVADA ENTRE PERSONAS. El que sin permiso de autoridad competente, ofrezca, venda o compre instrumentos aptos para interceptar la comunicación privada entre personas, incurrirá en multa, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor. 

ARTÍCULO 194. DIVULGACIÓN Y EMPLEO DE DOCUMENTOS RESERVADOS: El que en provecho propio o ajeno o con perjuicio de otro divulgue o emplee el contenido de un documento que deba permanecer en reserva, incurrirá en pena de prisión de cinco (5) a ocho (8) años, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor.
ARTÍCULO 195. ACCESO ABUSIVO A UN SISTEMA INFORMÁTICO. El que abusivamente se introduzca en un sistema informático protegido con medida de seguridad o se mantenga contra la voluntad de quien tiene derecho a excluirlo, incurrirá en pena de prisión de cinco (5) a ocho (8) años.

ARTÍCULO 196. VIOLACIÓN ILÍCITA DE COMUNICACIONES O CORRESPONDENCIA DE CARÁCTER OFICIAL. El que ilícitamente sustraiga, oculte, extravíe, destruya, intercepte, controle o impida comunicación o correspondencia de carácter oficial, incurrirá en prisión de cuarenta y ocho (48) a ciento ocho (108) meses. 

La pena descrita en el inciso anterior se aumentará hasta en una tercera parte cuando la comunicación o la correspondencia esté destinada o remitida a la Rama Judicial o a los organismos de control o de seguridad del Estado. 

ARTÍCULO 197. UTILIZACIÓN ILÍCITA DE EQUIPOS TRANSMISORES O RECEPTORES. El que con fines ilícitos posea o haga uso de aparatos de radiofonía o televisión, o de cualquier medio electrónico diseñado o adaptado para emitir o recibir señales, incurrirá, por esta sola conducta, en prisión de dieciséis (16) a cincuenta y cuatro (54) meses. 

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando la conducta descrita en el inciso anterior se realice con fines terroristas. 

CAPÍTULO VIII. 
DE LOS DELITOS CONTRA LA LIBERTAD DE TRABAJO Y ASOCIACIÓN

ARTÍCULO 198. VIOLACIÓN DE LA LIBERTAD DE TRABAJO. El que mediante violencia o maniobra engañosa logre el retiro de operarios o trabajadores de los establecimientos donde laboran, o por los mismos medios perturbe o impida el libre ejercicio de la actividad de cualquier persona, incurrirá en multa. 

Si como consecuencia de la conducta descrita en el inciso anterior sobreviniere la suspensión o cesación colectiva del trabajo, la pena se aumentará hasta en una tercera parte, sin sobrepasar las diez (10) unidades multa. 

ARTÍCULO 199. SABOTAJE. El que con el fin de suspender o paralizar el trabajo destruya, inutilice, haga desaparecer o de cualquier otro modo dañe herramientas, bases de datos, soportes lógicos, instalaciones, equipos o materias primas, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a ciento ocho (108) meses y multa de seis punto sesenta y seis (6.66) a treinta (30) salarios mínimos legales mensuales vigentes, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor. 

Si como consecuencia de la conducta descrita en el inciso anterior sobreviniere la suspensión o cesación colectiva del trabajo, la pena se aumentará hasta en una tercera parte. 

ARTÍCULO 200. VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS DE REUNIÓN Y ASOCIACIÓN. El que impida o perturbe una reunión lícita o el ejercicio de los derechos que conceden las leyes laborales o tome represalias con motivo de huelga, reunión o asociación legítimas, incurrirá en multa de cien (100) a trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes o arresto

CAPÍTULO IX.
DE LOS DELITOS CONTRA EL SENTIMIENTO RELIGIOSO
Y EL RESPETO A LOS DIFUNTOS

ARTÍCULO 201. VIOLACIÓN A LA LIBERTAD RELIGIOSA. El que por medio de violencia obligue a otro a cumplir acto religioso, o le impida participar en ceremonia de la misma índole, incurrirá en prisión de dieciséis (16) a treinta y seis (36) meses. 

ARTÍCULO 202. IMPEDIMENTO Y PERTURBACIÓN DE CEREMONIA RELIGIOSA. El que perturbe o impida la celebración de ceremonia o función religiosa de cualquier culto permitido, incurrirá en multa. 

ARTÍCULO 203. DAÑOS O AGRAVIOS A PERSONAS O A COSAS DESTINADAS AL CULTO. El que cause daño a los objetos destinados a un culto, o a los símbolos de cualquier religión legalmente permitida, o públicamente agravie a tales cultos o a sus miembros en razón de su investidura, incurrirá en multa. 

ARTÍCULO 204. IRRESPETO A CADAVERES. El que sustraiga el cadáver de una persona o sus restos o ejecute sobre ellos acto de irrespeto, incurrirá en multa. 

Si el agente persigue finalidad de lucro, la pena se aumentará hasta en una tercera parte, sin sobrepasar las diez (10) unidades multa.

CAPÍTULO I. 

DE LA VIOLACIÓN

ARTÍCULO 205. ACCESO CARNAL VIOLENTO. El que realice acceso carnal con otra persona mediante violencia, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años.

ARTÍCULO 206. ACTO SEXUAL VIOLENTO. El que realice en otra persona acto sexual diverso al acceso carnal mediante violencia, incurrirá en prisión de ocho (8) a dieciséis (16) años.

ARTÍCULO 207. ACCESO CARNAL O ACTO SEXUAL EN PERSONA PUESTA EN INCAPACIDAD DE RESISTIR. El que realice acceso carnal con persona a la cual haya puesto en incapacidad de resistir o en estado de inconsciencia, o en condiciones de inferioridad síquica que le impidan comprender la relación sexual o dar su consentimiento, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años.

Si se ejecuta acto sexual diverso del acceso carnal, la pena será de ocho (8) a dieciséis (16) años.

CAPÍTULO II. 
DE LOS ACTOS SEXUALES ABUSIVOS

ARTÍCULO 208. ACCESO CARNAL ABUSIVO CON MENOR DE CATORCE AÑOS. El que acceda carnalmente a persona menor de catorce (14) años, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años.

ARTÍCULO 209. ACTOS SEXUALES CON MENOR DE CATORCE AÑOS. El que realizare actos sexuales diversos del acceso carnal con persona menor de catorce (14) años o en su presencia, o la induzca a prácticas sexuales, incurrirá en prisión de nueve (9) a trece (13) años.

ARTÍCULO 210. ACCESO CARNAL O ACTO SEXUAL ABUSIVOS CON INCAPAZ DE RESISTIR. El que acceda carnalmente a persona en estado de inconsciencia, o que padezca trastorno mental o que esté en incapacidad de resistir, incurrirá en prisión de doce (12) a veinte (20) años.

Si no se realizare el acceso, sino actos sexuales diversos de él, la pena será de ocho (8) a dieciséis (16) años.

ARTÍCULO 210-A. ACOSO SEXUAL: El que en beneficio suyo o de un tercero y valiéndose de su superioridad manifiesta o relaciones de autoridad o de poder, edad, sexo, posición laboral, social, familiar o económica, acose, persiga, hostigue o asedie física o verbalmente, con fines sexuales no consentidos, a otra persona, incurrirá en prisión de uno (1) a tres (3) años.

CAPÍTULO III. 
DISPOSICIONES COMUNES A LOS CAPÍTULOS ANTERIORES

ARTÍCULO 211. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. Las penas para los delitos descritos en los artículos anteriores, se aumentarán de una tercera parte a la mitad, cuando:

1. La conducta se cometiere con el concurso de otra u otras personas.

2. El responsable tuviere cualquier carácter, posición o cargo que le dé particular autoridad sobre la víctima o la impulse a depositar en él su confianza.

3. Se produjere contaminación de enfermedad de transmisión sexual. 

4. Se realizare sobre persona menor de catorce (14) años.

5. La conducta se realizare sobre pariente hasta cuarto grado de consanguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, sobre cónyuge o compañera o compañero permanente, o contra cualquier persona que de manera permanente se hallare integrada a la unidad doméstica, o aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno o algunos de los partícipes. Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio o de unión libre.

6. Se produjere embarazo.

7. Si se cometiere sobre personas en situación de vulnerabilidad en razón de su edad, etnia, discapacidad física, psíquica o sensorial, ocupación u oficio.

8. Si el hecho se cometiere con la intención de generar control social, temor u obediencia en la comunidad.

ARTÍCULO 212. ACCESO CARNAL. Para los efectos de las conductas descritas en los capítulos anteriores, se entenderá por acceso carnal la penetración del miembro viril por vía anal, vaginal u oral, así como la penetración vaginal o anal de cualquier otra parte del cuerpo humano u otro objeto. 

CAPÍTULO IV.
DE LA EXPLOTACIÓN SEXUAL

ARTÍCULO 213. INDUCCIÓN A LA PROSTITUCIÓN. El que con ánimo de lucrarse o para satisfacer los deseos de otro, induzca al comercio carnal o a la prostitución a otra persona, incurrirá en prisión de diez (10) a veintidós (22) años y multa de sesenta y seis (66) a setecientos cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

ARTÍCULO 213-A. PROXENETISMO CON MENOR DE EDAD. El que con ánimo de lucro para sí o para un tercero o para satisfacer los deseos sexuales de otro, organice, facilite o participe de cualquier forma en el comercio carnal o la explotación sexual de otra persona menor de 18 años, incurrirá en prisión de catorce (14) a veinticinco (25) años y multa de sesenta y siete (67) a setecientos cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

ARTÍCULO 214. CONSTREÑIMIENTO A LA PROSTITUCIÓN. El que con ánimo de lucrarse o para satisfacer los deseos de otro, constriña a cualquier persona al comercio carnal o a la prostitución, incurrirá en prisión de nueve (9) a trece (13) años y multa de sesenta y seis (66) a setecientos cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

ARTÍCULO 216. CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA. Las penas para los delitos descritos en los artículos anteriores, se aumentarán de una tercera parte a la mitad, cuando la conducta:

1. Se realizare en persona menor de catorce (14) años.

2. Se realizare con el fin de llevar la víctima al extranjero.

3. Se realizare respecto de pariente hasta cuarto grado de consanguinidad, cuarto de afinidad o primero civil, sobre cónyuge o compañera o compañero permanente, o contra cualquier persona que de manera permanente se hallare integrada a la unidad doméstica, o aprovechando la confianza depositada por la víctima en el autor o en alguno o algunos de los partícipes. Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio o de unión libre.

4. Se cometiere sobre personas en situación de vulnerabilidad en razón de su edad, etnia, discapacidad física, psíquica o sensorial, ocupación u oficio.

ARTÍCULO 217. ESTIMULO A LA PROSTITUCIÓN DE MENORES. El que destine, arriende, mantenga, administre o financie casa o establecimiento para la práctica de actos sexuales en que participen menores de edad, incurrirá en prisión de diez (10) a catorce (14) años y multa de sesenta y seis (66) a setecientos cincuenta (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando el responsable sea integrante de la familia de la víctima.

ARTÍCULO 217-A. DEMANDA DE EXPLOTACIÓN SEXUAL COMERCIAL DE PERSONA MENOR DE 18 AÑOS DE EDAD. El que directamente o a través de tercera persona, solicite o demande realizar acceso carnal o actos sexuales con persona menor de 18 años, mediante pago o promesa de pago en dinero, especie o retribución de cualquier naturaleza, incurrirá por este sólo hecho, en pena de prisión de catorce (14) a veinticinco (25) años.

PARÁGRAFO. El consentimiento dado por la víctima menor de 18 años, no constituirá causal de exoneración de la responsabilidad penal.

La pena se agravará de una tercera parte a la mitad:

1.
Si la conducta se ejecuta por un turista o viajero nacional o extranjero.

2.
Si la conducta constituyere matrimonio o convivencia, servil o forzado.

3.
Si la conducta es cometida por un miembro de un grupo armado organizado al margen de la ley.

4.
Si la conducta se comete sobre persona menor de catorce (14) años de edad.

5.
El responsable sea integrante de la familia de la víctima.

ARTÍCULO 218. PORNOGRAFÍA CON PERSONAS MENORES DE 18 AÑOS. El que fotografíe, filme, grabe, produzca, divulgue, ofrezca, venda, compre, posea, porte, almacene, trasmita o exhiba, por cualquier medio, para uso personal o intercambio, representaciones reales de actividad sexual que involucre persona menor de 18 años de edad, incurrirá en prisión de 10 a 20 años y multa de 150 a 1.500 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Igual pena se aplicará a quien alimente con pornografía infantil bases de datos de Internet, con o sin fines de lucro.

La pena se aumentará de una tercera parte a la mitad cuando el responsable sea integrante de la familia de la víctima.

ARTÍCULO 219. TURISMO SEXUAL. El que dirija, organice o promueva actividades turísticas que incluyan la utilización sexual de menores de edad incurrirá en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años.

La pena se aumentará en la mitad cuando la conducta se realizare con menor de doce (12) años.

ARTÍCULO 219-A. UTILIZACIÓN O FACILITACIÓN DE MEDIOS DE COMUNICACIÓN PARA OFRECER ACTIVIDADES SEXUALES CON PERSONAS MENORES DE 18 AÑOS. El que utilice o facilite el correo tradicional, las redes globales de información, telefonía o cualquier medio de comunicación, para obtener, solicitar, ofrecer o facilitar contacto o actividad con fines sexuales con personas menores de 18 años de edad, incurrirá en pena de prisión de diez (10) a catorce (14) años y multa de sesenta y siete (67) a (750) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Las penas señaladas en el inciso anterior se aumentarán hasta en la mitad (1/2) cuando las conductas se realizaren con menores de catorce (14) años.

ARTÍCULO 219-B. OMISIÓN DE DENUNCIA. El que, por razón de su oficio, cargo, o actividad, tuviere conocimiento de la utilización de menores para la realización de cualquiera de las conductas previstas en el presente capítulo y omitiere informar a las autoridades administrativas o judiciales competentes sobre tales hechos, teniendo el deber legal de hacerlo, incurrirá en multa de trece punto treinta y tres (13.33) a setenta y cinco (75) salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Si la conducta se realizare por servidor público, se impondrá, además, la pérdida del empleo.

ANEXOS
http://scm.oas.org/pdfs/2010/CIM02770T-A.pdf 
Anexo 1: Ley 1257 de 2008
ANEXO 2:
ARTÍCULOS DEL CODIGO PENAL COLOMBIANO - Ley 599 de 2000 (Página 93 de este Informe).
http://scm.oas.org/pdfs/2010/CIM02770T-C.pdf 
Anexo 3: Decreto No. 4786 del 19 de diciembre de 2000. Estrategia Nacional para la lucha contra la trata de personas.
ANEXO 4:
CD con campañas publicitarias (Pendiente de Envío)

http://scm.oas.org/pdfs/2010/CIM02770T-Ei.pdf 
Anexo 5i: Estrategia Nacional de Lucha contra la Trata de Personas 2007-2012.

http://scm.oas.org/pdfs/2010/CIM02770T-Eii.pdf 
Anexo 5ii: Informe Ejecutivo sobre la implementación de la Estrategia Nacional de Lucha contra la Trata de Personas durante el 2009.

http://scm.oas.org/pdfs/2010/CIM02770T-Fi.pdf 
Anexo 6i: Informe Ejecutivo sobre los avances del Programa Integral contra la Violencia Basada en Género.

http://scm.oas.org/pdfs/2010/CIM02770T-Fii.xls 
Anexo 6ii: Programa Integral contra la Violencia Basada en Género.

http://scm.oas.org/pdfs/2010/CIM02770T-G.pdf 
Anexo 7: Decreto 164 de 2010.

http://scm.oas.org/pdfs/2010/CIM02770T-H.pdf 
Anexo 8: Documento de indicadores de seguimiento a la política Social –con Igualdad de Oportunidades-Seguimiento a la política de defensa y seguridad democrática con enfoque de género.

http://scm.oas.org/pdfs/2010/CIM02770T-I.pdf 
Anexo 9: Avances en la Metas y Estrategias de los ODM.

http://scm.oas.org/pdfs/2010/CIM02770T-J.pdf 
Anexo 10: Informe del Estado Colombiano sobre la Situación de los Derechos Sexuales y Reproductivos de las Mujeres, ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos-Audiciencia 1380 (Marzo 2010).

http://scm.oas.org/pdfs/2010/CIM02770T-K.pdf 
Anexo 11: Boletín No. 11 “Trabajamos por una vida libre de violencias”, Observatorio de Asuntos de Género (OAG) de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer.

ANEXO 12:
Boletín “La Corte Constitucional frente a los derechos de la Mujer. Una mirada de género a un conjunto de sentencias”. (Pendiente de Envío)
ANEXO 13:
MASATUGO "Mujer que recibe lo malo para dar lo bueno del Instituto Nacional del Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF). (Pendiente de Envío)

ANEXO 14:
Revista FORENSIS datos para la vida 2009 del INMLCF. (Pendiente de Envío)

ANEXO 15:
Plan Estratégico para la defensa de los derechos de la mujer ante la justicia colombiana. (Pendiente de Envío)

http://scm.oas.org/pdfs/2010/CIM02770T-P.pdf 
Anexo 16: Investigaciones de la Fiscalía General de la Nación.

INFORME FINAL SOBRE COLOMBIA

ANÁLISIS DE LA RESPUESTA DEL GOBIERNO DE COLOMBIA AL

CUESTIONARIO PARA LA EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”

Resumen 

Este informe tiene como propósito principal medir los avances del Gobierno de Colombia en la implementación de la Convención de Belém do Pará en el periodo 2005-2010, identificar los avances, los vacíos y los obstáculos existentes, presentar conclusiones y recomendaciones. El Informe se ha preparado teniendo en cuenta las respuestas del Estado de Colombia al Cuestionario de la Segunda ronda del MESECVI, en 2010. Se consultaron, también, los Informes Sombra presentados al Comité de Derechos Humanos que vigila el cumplimiento del Pacto de Derechos Civiles y Políticos
, de la CEDAW
 y el Informe Visita de Seguimiento al Cumplimiento de las Recomendaciones del MESECVI para Colombia de abril de 2011.

El Gobierno de Colombia presentó un informe de 116 páginas y 23 anexos, con vasta información sobre violencia contra la mujer, especialmente en el área de violencia familiar. El Informe, de acuerdo con el cuestionario enviado por MESECVI, presenta informaciones sobre legislación, planes nacionales, acceso a la justicia, presupuesto e informaciones y estadísticas.

Como se destacó en el Informe anterior del MESECVI, los desafíos que enfrenta el Estado Colombiano son más severos que los de otros países de la región, debido al conflicto armado que desde hace décadas padece el país y que afecta gravemente a la población civil, especialmente a pueblos indígenas, población afro descendiente y rural. Las mujeres y niñas padecen de manera particular esta violencia. El conflicto armado influye sobre las relaciones sociales y agrava especialmente la calidad de vida de las mujeres. 

1. Avances registrados en el país

Entre los avances observados en este período 2005-2010 se puede mencionar la aprobación, en 2008, de una legislación de violencia contra la mujer, incluyendo todas las formas de violencia, de acuerdo con la Convención de Belém do Pará. En el área legislativa, también en el Código Penal se tipificó como delito el acoso sexual. El texto constitucional acepta los tratados y convenios internacionales de derechos humanos y considera que estos tienen una jerarquía normativa equivalente a la de las normas constitucionales. Se observan otros avances con las diversas decisiones de la Corte Constitucional de Justicia, entre ellas la decisión de ampliación de los supuestos legales para la interrupción voluntaria del embrazo y el reconocimiento del delito de violencia sexual entre cónyuges como tipo penal. También son avances la existencia de planes de acción y de programas tendientes a sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, como el Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia en Colombia. Se avanzó en la producción de datos estadísticos sobre violencia contra las mujeres, en especial los datos del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencia Forense – INMLCF, conforme se presentan en los anexos del Informe del Gobierno de Colombia. Destaca, además, la preocupación con acciones orientadas al monitoreo de la violencia contra la mujer como el Observatorio de Género, el Programa de Democracia Familiar, Metodologías y Protocolos y el Programa Mujeres Constructoras de Paz y Desarrollo.

2. Obstáculos enfrentados

Persisten problemas graves como los resaltados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su Informe sobre el período comprendido entre 2001 y 2010
. Esa Comisión revela la “persistencia de situaciones coyunturales o estructurales que por diversas razones afectan seria y gravemente el goce y ejercicio de los derechos fundamentales consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos”. 

Específicamente en relación a las mujeres, el Informe Sombra de 2010
 señala que “…en el panorama general de la violencia sociopolítica letal son preocupantes dos tendencias. De una parte, la persistencia de un número significativo de eventos de intolerancia social y violencia doméstica en el que pierden la vida mujeres, que reflejan pautas extremas de discriminación y, por tanto, constituirían femicidios. De otra, el incremento progresivo del número de mujeres asesinadas que ejercían su derecho a la participación social y política, como líderes de organizaciones de mujeres, de defensa y promoción de los derechos humanos, u organizaciones mixtas, como ocurre en el caso de las mujeres sindicalizadas.
Mismo considerando el avance legislativo, la Ley de Violencia contra la Mujer de carácter civil, reserva la respuesta penal a los códigos Penal y Procesal Penal. Además, se identifican obstáculos en lo que se refiere al acceso de las mujeres a la justicia para sancionar a los agresores y obtener la reparación. 

Otro obstáculo que presenta el acceso a la justicia, es la interpretación errónea de la ley de violencia contra las mujeres, convirtiendo el maltrato en una contravención querellable que requiere el impulso de la víctima y la utilización de mecanismos de conciliación como requisito para la tramitación de los casos en la justicia, como en la Ley anterior a 2008, lo que amplía el grado de impunidad de los agresores. 

Otro obstáculo se refieren a la no autonomía administrativa y financiera del mecanismo de género - la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer - CPEM; el escaso presupuesto para las acciones orientadas a sancionar, prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres y también para la atención a las mujeres víctimas de las diversas formas de violencia. El Gobierno de Colombia informa, aún, que la legislación y normas administrativas no están traducidas en el idioma de las poblaciones indígenas. Se observan además escasa información sobre las mujeres rurales, indígenas, afrodescendientes y desplazadas, y la concentración de acciones en las áreas urbanas, en especial en la capital del país.

3. Evaluación del Cuestionario enviado al Gobierno de Colombia 

I - Legislación 

El Estado de Colombia en su marco legislativo actual contempla la Convención de Belém do Pará para la sanción, prevención y erradicación de la violencia contra las mujeres, sea cometida por familiares, personas privadas y agentes del Estado. La Constitución de Colombia reconoce los tratados y convenciones internacionales de derechos humanos en su orden interno.

La Corte Constitucional de Justicia considera que la violencia sexual en el matrimonio es sancionada con penas de prisión, tipificadas en el artículo 205 del Código Penal y protege a la cónyuge, a la mujer que cohabita o ha cohabitado, o la persona con quien se ha procreado un hijo, agravando de un tercio a la mitad la pena sobre acceso carnal violento, que usualmente va de 10 a 22 años.
En 2008 se dio un avance importante con la aprobación de la Ley 1257 “por la cual se dictan normas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones”
. 

El Gobierno de Colombia manifiesta en su Informe que la aprobación de esa Ley que trata de todas las formas de violencia contra las mujeres indica su atención a “ … la recomendación 4 (Rec4) del Informe Hemisférico e indicador 1.1.a del documento de Indicadores para Seguimiento de las Recomendaciones del CEVI”
.  La Ley 1257 representa un significativo avance en relación a la Ley 294, de 1996, de violencia intrafamiliar en general. Esa Ley 1257/2008 presenta en su artículo 2 la definición de violencia contra la mujer de acuerdo con la Convención de Belém do Pará. 


El Gobierno de Colombia informa también de la existencia de otras disposiciones civiles, penales y administrativas específicas para el enfrentamiento de la violencia contra la mujer.

De entre las leyes específicas se destacan: la Ley 1015, de 2006, que contiene como conductas autónomas la violencia física hacia la mujer y la Ley 1010, de 2006, que regula y sanciona conductas constitutivas de acoso laboral, entre las cuales se encuentra el acoso sexual. En caso del delito de homicidio, el Código Penal incorpora como agravante “el que mate a una mujer por el hecho de ser mujer”. 

Otro avance importante se refiere a la ampliación de los permisivos para la interrupción voluntaria del embarazo, prevista en Sentencia Judicial C-355 de 2006, en cuya decisión específicamente establece: (...) Declarar EXEQUIBLE el artículo 122 de la Ley 599 de 2000, en el entendido que no se incurre en delito de aborto, cuando con la voluntad de la mujer, la interrupción del embarazo se produzca en los siguientes casos: (i) Cuando la continuación del embarazo constituya peligro para la vida o la salud de la mujer, certificada por un médico; (ii) Cuando exista grave malformación del feto que haga inviable su vida, certificada por un médico; y, (iii) Cuando el embarazo sea el resultado de una conducta, debidamente denunciada, constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, abusivo o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas , o de incesto
. Tal disposición coloca a Colombia al frente de otros países miembros de la OEA que penalizan fuertemente el aborto voluntario.

Existen disposiciones administrativas que incorporan la anticoncepción de emergencia en el Plan Obligatorio de Salud. 

No obstante, esas disposiciones están destinadas para permitir la contracepción de emergencia  una sola vez o solo un uso ocasional. En términos de norma administrativas, el Informe del Gobierno indica que existe una Guía para la atención de la mujer y menor maltratados, de 2000, que garantiza asistencia y tratamiento integral de la violencia sexual. No obstante, obsérvese que en Colombia no existe una legislación específica y solamente disposiciones jurisprudenciales y administrativas para sancionar los funcionarios/as que impiden atender adecuadamente la salud sexual y reproductiva de las mujeres.
El Código Penal tiene disposiciones referentes a la trata de personas; inducción a la prostitución; constreñimiento a la prostitución; prostitución forzada o esclavitud sexual. Otras disposiciones tratan del tipo penal de inducción a la prostitución. 

De entre las leyes generales, además del Código Penal, se destacan la Ley 985 de 2005, contra la trata de personas y con normas para la atención y protección de las víctimas de la misma; la Ley 1329, de 2009, con disposiciones para contrarrestar la explotación sexual comercial de niños, niñas y adolescentes. El  Código Penal Colombiano, Ley 599, de 2009, tipifica los “Delitos contra la vida y la integridad; delitos contra personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario; delitos contra la libertad individual y otras garantías (desaparición forzada; detención arbitraria; secuestro; entre otros); delitos contra la libertad, integridad y formación; delitos contra la familia (Violencia Intrafamiliar, incesto, adopción irregular); delitos contra el patrimonio económico”.

En la legislación genérica existen disposiciones que contemplan hombres y mujeres: la Ley 1257 de 2008, que adiciona al Código Penal Colombiano el delito de Acoso Sexual manifiesto en relaciones de autoridad o de poder, edad, sexo, posición laboral, social, familiar o económica, con fines sexuales no consentidos. Estas disposiciones, por tener un agresor indeterminado, pueden ser aplicadas en cualquier ámbito. El acoso laboral también existe en la Ley 1010 de 2006, por medio de la cual se adoptan medidas para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en el marco de las relaciones de trabajo.

La Ley 397, de 1997, adopta medidas para la prevención del desplazamiento forzado, la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la violencia. 

La Ley 734 de 2002, denominada – Código Único Disciplinario, contempla los delitos de abuso de autoridad contra cualquier persona, cuyo sujeto activo es un servidor público. Norma de carácter administrativo, la Circular Permanente No. 630134/2009 del Ejercito Nacional incorpora directrices sobre “Políticas de mando sobre observancia y respeto a los derechos humanos de las mujeres”. 
Las formas de reparación para las víctimas están previstas en el Contencioso Administrativo que contempla las acciones administrativas que el particular, hombre o mujer, puede interponer ante la Jurisdicción contenciosa administrativa cuando el Estado Colombiano ha incurrido por acción/u omisión en perjuicio de sus derechos. También las Ley 985 de 2005, que contempla medidas para la protección y asistencia a las víctimas de trata de personas, y la Ley 1257, de 2008, sobre violencia contra la mujer, prevén el derecho de reparación. Existen medidas de reparación creadas en el programa de Reparación Individual por vía Administrativa para las víctimas de los grupos armados organizados al margen de ley, por el Decreto 1290 de 2008.

De entre las disposiciones legislativas generales también se encuentran la Ley 800, de 2003, que aprobó la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente en Mujeres y Niños y la Ley 985 de 2005.

Respecto a los delitos relacionados a la violencia sexual y otras formas de violencia sexual, el que sujeto activo de violencia sexual puede ser cualquier persona en los ámbitos privado o público. La legislación penal incorporó, por medio de la Ley 1257 de 2008, una causal de agravación específica a la pena punitiva cuando la conducta es cometida sobre un pariente, sobre cónyuge o compañera o compañero permanente (unión libre), considerando que “Para los efectos previstos en este artículo, la afinidad será derivada de cualquier forma de matrimonio o de unión libre. 

En relación al uso de métodos de conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes, el Informe del gobierno de Colombia informa que “la violencia intrafamiliar es un delito que se conoce de oficio y por tanto cualquier persona lo puede denunciar y la víctima no esta obligada ni a conciliar, ni a asistir a la audiencia de conciliación”.  Además, dice que el delito de violencia intrafamiliar no puede considerarse querellable y que  no se aplica el requisito de procedibilidad de la conciliación.  Por tanto, existe “una obligación en cabeza de la Fiscalía General de la Nación de iniciar de oficio una investigación, cuando tenga conocimiento de los hechos que presuntamente configuran ese delito
”. 

No obstante, el mismo Informe destaca que un obstáculo importante para la eficacia de esa Ley consiste en “(…) la necesidad de agotar una conciliación frente a este delito, dado que la ley 575 de 2000, en principio insta a los/as Comisarios/as a una conciliación antes y durante sus audiencias en los casos de violencia intrafamiliar. Así, el artículo 8º de la ley 575, el cual modifica el artículo 14 de la ley 294 de 1996, afirma lo siguiente: “Antes de la audiencia y durante la misma, el Comisario o el Juez, según el caso, deberá procurar por todos los medios legales a su alcance, fórmulas de solución al conflicto intrafamiliar entre el agresor y la víctima, a fin de garantizar la unidad y la armonía de la familia, y especialmente que el agresor enmiende su comportamiento. En todos los casos, propiciará el acercamiento y el diálogo directo entre las partes para el logro de acuerdo sobre paz y la convivencia en familia. En la misma audiencia decretará y practicará las pruebas que soliciten las partes y las que de oficio estime conducentes”
. 
En oposición a ese entendimiento, la Corte Constitucional afirmó que el delito de violencia intrafamiliar se puede investigar de oficio (luego no es un delito querellable), pero admitiría, en ciertas circunstancias, la posibilidad de una conciliación, dentro del proceso penal.

En relación a los Delitos de violencia contra las mujeres proveniente desde el Estado, el Informe del Gobierno informa que el Código Penal incorpora un acápite especial sobre “…los delitos contra personas y bienes protegidos por el Derecho Internacional Humanitario”. En ese acápite especial se encuentran disposiciones sobre violencia sexual como el acceso carnal violento; acto sexual violento en persona protegida; prostitución forzada o esclavitud sexual, entre otros. A estos delitos autónomos se le aplican las causales de agravación punitiva cuando el responsable tuviere cualquier carácter, posición o cargo que le de particular autoridad sobre la víctima o la impulse a depositar en él su confianza. Es una disposición genérica para hombres y mujeres. 

La eficacia de esa legislación, no obstante, se contrasta con los datos de gubernamentales
 y los informes de instituciones de la sociedad civil.
 

Los datos gubernamentales indican un aumento promedio de 6.9% de víctimas femeninas, en el periodo 2005-2008.

Otros datos indican la persistencia  de altas tasas de femicidio, como los asesinatos de mujeres en eventos de intolerancia social y violencia doméstica y asesinatos de mujeres sindicalizadas. Recordando los datos del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF), fuente gubernamental, el Informe Sombra
 señala que “…durante el período comprendido entre 2006 y 2009, fueron asesinadas 5.092 mujeres, que representaron el 7,77% de todas las personas (66.559) víctimas de violencia homicida. (…)  Las posibles causas de los asesinatos indican en el 28,6% de eses casos  representan mujeres que murieron a consecuencia de “violencia interpersonal” y 32,9% de mujeres que murieron a consecuencia de la violencia sociopolítica
 .  Ese Informe también reconoce que “La desaparición forzada ha sido una práctica recurrente en Colombia, y su carácter sistemático y generalizado es evidente
. 
El Informe del Gobierno de Colombia y sus anexos informan sobre un conjunto de campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres elaboradas en las Estrategia de Comunicación de la CPEM y otros órganos del gobierno y que, con los medios masivos de comunicación, ha puesto al aire campañas que sensibilizan sobre la violencia intrafamiliar, sexual y estereotipos sexistas, trata de personas, derechos sexuales, mecanismos de acceso a micro-créditos, y a la capacitación a las autoridades del Estado encargadas de atender de manera integral a las mujeres víctimas de violencia y discriminación.

Pero el Informe Sombra
 relata tendencias preocupantes en relación con las mujeres e informa que “En el panorama general de la violencia sociopolítica letal son preocupantes dos tendencias. De una parte, la persistencia de un número significativo de eventos de intolerancia social y violencia doméstica en el que pierden la vida mujeres, que reflejan pautas extremas de discriminación y, por tanto, constituirían femicidios. De otra, el incremento progresivo del número de mujeres asesinadas que ejercían su derecho a la participación social y política, como líderes de organizaciones de mujeres, de defensa y promoción de los derechos humanos, u organizaciones mixtas, como ocurre en el caso de las mujeres sindicalizadas. En relación a los asesinatos de mujeres en eventos de intolerancia social y violencia doméstica (femicidios) presenta datos para el periodo entre enero y octubre de 2008, en Medellín (Antioquia), en que fueron asesinadas 71 mujeres
. Con base en la información disponible sobre los casos correspondientes a 2009, el INMLCF estableció que 62 asesinatos podrían considerarse femicidios: 43 fueron perpetrados por la pareja o ex pareja de la víctima (28 ocurridos en la vivienda de la víctima); 7 por otro familiar de la víctima (en tres casos la víctima fue una niña); y 12 por otros conocidos
. También se reportan asesinatos de mujeres sindicalizadas. Durante el período comprendido entre el 1º de enero de 1986 y el 7 de agosto de 2009, fueron asesinadas 256 mujeres trabajadoras sindicalizadas, de las cuales 166 (64,84%) pertenecían a sindicatos afiliados a la Federación Colombiana de Educadores
 (FECODE). La gran participación de las mujeres en el sector docente y la actividad sindical asociada a esa profesión, especialmente en las zonas rurales, se ha convertido en blanco de todos los actores armados
.
El Informe de Visita
 presenta otros obstáculos que indican la existencia puramente formal de la Ley de violencia contra la mujer y, en la práctica, la persistencia de los mecanismos de conciliación que amplían la impunidad de los agresores y tornan a las mujeres más vulnerables. Además se observa problemas en relación a la falta de implementación de las leyes, en especial de la Ley 1257; de la aplicación de sentencias, especialmente el Auto 092, de 2008, emitido por la Corte Constitucional de Colombia para garantizar la protección de los derechos de las mujeres víctimas de desplazamiento forzado, y de cumplimento de Medidas Cautelares dictadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para la protección de mujeres desplazadas forzadamente. 

También se observan dificultades para la implementación de la Sentencia de la Corte Constitucional (Sentencia Judicial C-355 de 2006) que habilita el derecho de las mujeres a tres tipos de aborto: en cado de peligro para la vida o la salud de la mujer; de malformación del feto que haga inviable su vida y cuando el embarazo sea resultado de una conducta constitutiva de acceso carnal o acto sexual sin consentimiento, abusivo o de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas, o de incesto. 
II - Planes Nacionales

La Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer -CPEM, es el mecanismo nacional para el adelanto de la mujer. El Informe de Colombia informa que la CPEM desarrolla un bloque de acciones integradas en alianza con la cooperación internacional, entidades públicas, empresas privadas y medios de comunicación para prevenir, erradicar y sancionar la Violencia Contra las Mujeres. La CPEM creó la estrategia “Rutas por la No Violencia”, que comprende un conjunto de acciones, entre los que merece destacarse la estrategia “Democracia Familiar”. También se han realizado campañas radiales y televisivas por las más importantes cadenas. 

También se destaca, en fase de elaboración, el Programa Integral contra la Violencia Basada en Género – MDGF que ha dado elementos para la construcción de un plan de acción que incluirá los componentes de: prevención; detección y denuncia; protección; estabilización y atención; sanción e investigación, inclusive respecto a trata de personas. El Informe añade que este proceso será participativo y en él se “incluirán entidades del Estado, organizaciones de la sociedad civil, colectivos de mujeres y otros actores sociales y estratégicos que conformarán equipos multidisciplinarios e interinstitucionales, y también con el Parlamento, para dar respuesta a la problemática de la VCM en Colombia”. 

Es positiva la propuesta de CPEM de desarrollar su bloque de acciones con una perspectiva multisectorial que incluye la participación de otros órganos gubernamentales, de las áreas de salud, educación, justicia, trabajo, entre otros. 

No obstante, las articulaciones del CPEM se realizan con baja participación de los movimientos y organizaciones no gubernamentales
, como se señala en el Informe Sombra enviado para la CEDAW, en 2007. Ese mismo Informe Sombra consideró que “las políticas dirigidas a las mujeres son muchas de ellas “de corte asistencial y/o centrada en la familia y profundizando la reproducción de roles tradicionales”
.

Se observa una iniciativa importante con la creación, en 2006, del Observatorio de Asuntos de Género-OAG, a través de la CPEM, que ha utilizado la Convención de Belém do Pará para definir los indicadores de seguimiento a las violencias contra la mujer en Colombia. El Informe de Colombia informa que, por iniciativa del Gobierno, se creó la Red de Ministras de la Mujer del Área Andina – REMMA, integrada por las representantes de los mecanismos nacionales de la mujer de Colombia, Perú, Ecuador, Bolivia, Venezuela y Chile. México es parte, como país observador”. 

No obstante la importancia de la creación del Observatorio de Asuntos de Género, no se presentan informaciones sobre los impactos de esa política para el adelanto de las mujeres en las áreas indicadas en el Informe. Además, en el Informe Sombra enviado a CEDAW, las organizaciones de mujeres colombianas informan que aún son muy fuertes las discriminaciones contra las lesbianas y transexuales en el país
. El Gobierno de Colombia señala que la CPEM “incentiva el dialogo y la participación de las mujeres y de los colectivos de mujeres de todo el país”. No obstante, el Informe Alternativo enviado a CEDAW en 2007, afirma que las organizaciones de mujeres consideran esa articulación con los movimientos y ONGs muy débil. 

El Gobierno de Colombia reporta también un conjunto de programas de capacitación de entre ellos: el programa para médicos forenses y odontólogos forenses sobre atención de la violencia basada en género con énfasis en mujeres en situación de desplazamiento por causa del conflicto armado; el Programa de la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, para grupos de mujeres víctimas de la violencia perpetrada por grupos armados ilegales y a funcionarios y funcionaras que intervienes en el proceso de justicia y paz. También, según el Informe de Colombia, en 2009, han sido capacitado oficiales, suboficiales, soldados y civiles por las Escuelas y Centros de Instrucción y Entrenamiento de las Fuerzas Militares de Colombia. El Informe no presenta informaciones sobre el impacto de esas acciones en las personas capacitadas.

No obstante, de acuerdo con el Informe Sombra de 2010, “los organismos internacionales de protección de los derechos humanos reiteradamente han reparado en la inexistencia de cifras confiables sobre la práctica de tortura. En sus últimos informes, la ACNUDH reiteró que el país “sigue sin contar con una fuente confiable de cifras oficiales sobre tortura y tratos crueles, inhumanos y degradantes” y que “los datos existentes no parecen reflejar ni la magnitud del problema ni su real impacto”
. 
A pesar de ese esfuerzo de capacitación, incluso de militares, el Informe Sombra, de 2010, presenta datos del INMLCF que indican que parte considerable de los casos de violencia sexual fueron practicados por miembros de la Fuerza Pública
. 

El Informe Sombra de 2010, destacó también la Recomendación previa del Comité del Pacto de Derechos Civiles y Políticos, que reiteró “su inquietud por los altos niveles de violencia a los cuales están sujetas las mujeres. En particular, preocupa al Comité el número reducido de investigaciones por los hechos de violencia doméstica y de violencia sexual experimentado por mujeres durante el conflicto armado interno, así como por mujeres desplazadas internamente. Igualmente preocupa al Comité las actuales normas de procesamiento por violaciones sexuales que requieren el consentimiento de la víctima para la continuación de las medidas existentes para la protección de las mujeres contra todo tipo de violencia, en particular la violencia doméstica. Asimismo, se recomienda al Estado Parte que haga un seguimiento periódico del número de investigaciones y de inculpaciones efectuadas por estos tipos de delitos comparado con el número de denuncias recibidas. El Estado Parte también debería revisar su legislación sobre las investigaciones por violaciones sexuales con respecto al rol de consentimiento de la víctima en el proceso (artículos 3, 7 y 26)”

III - Acceso a la Justicia

La ley 1257 de 2008 estableció en su Artículo 8 el derecho de “Toda víctima de alguna de las formas de violencia previstas en la presente ley, de recibir orientación, asesoramiento jurídico y asistencia técnica legal con carácter gratuito, inmediato y especializado desde el momento en que el hecho constitutivo de violencia se ponga en conocimiento de la autoridad”. El Informe de Colombia afirma que, entre las dificultades que se han visibilizado en este proceso, es que en la actualidad, la defensoría pública, en el marco de la Defensoría del Pueblo, “ha estado enfocada y ha sido concebida siempre como la defensa del sindicado. Adicionalmente, no existen dentro de la planta de defensores públicos personas con dedicación exclusiva a la representación de las víctimas. En teoría ejercer ambas funciones puede resultar conflictivo, máxime cuando la que resulta ser una nueva función es la de la representación de las víctimas”.
El acceso a la justicia, incluso en los casos de violencia familiar se torna más difícil en situaciones de conflicto armado. El Informe Sombra de 2010 presenta informaciones de la Defensoría del Pueblo que permiten afirmar que el conflicto armado agudiza la violencia intrafamiliar: “La violencia intrafamiliar se exacerba como consecuencia del conflicto armado, prueba de ello lo constituye el 44.3% de mujeres desplazadas por el conflicto armado que manifestaron haber sido víctimas de violencia física por parte del esposo o compañero (Encuesta Nacional de Demografía y Salud Profamilia 2005). Adicionalmente el porcentaje de mujeres desplazadas por el conflicto armado que experimentaron algún tipo de violencia física durante el embarazo es del 18.5%”
.

El Informe Visita de 2011 observa que no se está empleando la debida diligencia en la prevención, investigación y sanción de los casos de violencia contra las mujeres.

El gobierno de Colombia presenta información insuficiente sobre las instituciones para el acceso a la justicia. Indica que La ley 1257, de 2008, señala el derecho de las mujeres a servicios legales gratuitos, con el compromiso sobre la confidencialidad. Sin embargo la Ley 1257, dictada en el año de 2008, aún no se ha reglamentado, ni se ha diseñado el Plan Nacional que permitiría su aplicación en todo el país. 

No queda claro las medidas para que las mujeres rurales, indígenas y afrodescendientes tengan acceso a la justicia. El Informe Visita de 2011 señala que las políticas existentes son aún parciales; no se implementan de la misma manera en todas las regiones del país y son inexistentes en el ámbito rural. 

Tampoco contempla informaciones específicas sobre la acción de mecanismos para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia. Se presentan un conjunto de mecanismos y disposiciones legales, pero las informaciones sobre los servicios específicos no están listadas. De igual forma, el Informe presenta un conjunto de estudios, leyes y planes, pero no presenta elementos para evaluar la eficacia real de esas medidas. Este es un vacío a ser superado.

Las estadísticas no están sistematizadas en relación a la magnitud de las medidas de protección otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el periodo de 2005-2010. El Informe Sombra de 2010 informa que “el 100%  de los 60 casos a los que la fiscales se refieren en su informe de gestión, continúan en la impunidad
. Específicamente en relación a la violencia contra las mujeres ejercida por los actores del conflicto armado, el Informe Sombra recuerda la Recomendación de la CIDH que en su Informe de Seguimiento observó que “persisten notables obstáculos para que las mujeres accedan a la justicia, así como deficiencias claves en la atención integral a las víctimas y protección efectiva ante las amenazas y la violencia ejercida por los actores del conflicto armado. Preocupa a la Comisión, la falta de recursos y las carencias en la capacidad de instituciones claves, como la Fiscalía General de la Nación, para actuar con la debida diligencia en la investigación de casos de violencia de género y sexual ocasionada por los actores del conflicto armado”
.

El Informe del Gobierno de Colombia reporta que el Instituto de Medicina Legal cuenta con guías y reglamentos en idioma oficial (español) para uso de los peritos del instituto, así como para el uso en el sector salud por los médicos oficiales o en servicio social obligatorio. Aún así, destaca un importante obstáculo para las mujeres “… debido a  la diversidad étnica de la población colombiana es imposible contar con una traducción oficial para cada uno de los pueblos indígenas de nuestra nación”. Ese Informe presenta importantes esfuerzos de Colombia para recolectar informaciones sobre las sentencias judiciales. El Observatorio de Asuntos de Género (OAG) presenta un marco jurisprudencial de la Corte Constitucional y Corte Suprema de Justicia en temas referentes a violencia. 

IV - Servicios Especializados

En relación a los servicios especializados, se informa sobre la existencia de centros de atención e investigación integral a víctimas de violencia sexual y violencia intrafamiliar- CAIVAS y CAVIF y, de forma genérica, sobre las instituciones miembras del Sistema Nacional de Bienestar Familiar. El Gobierno de Colombia informa que existen, desde 2006, 4 Hogares de Acogida y apoyo integral a mujeres y sus hijas e hijos menores de 14 años, cuya vida e integridad física está en riesgo por violencia intrafamiliar. Informa, también la existencia de líneas telefónicas gratuitas, que atiendan 24 horas a nivel nacional como la Línea Nacional Gratuita contra la Trata de Personas 018000 522020. A nivel local, la Secretaría Distrital de Salud de Bogotá ha dispuesto la Línea 106 de atención gratuita 24 horas. Bogotá cuenta con la línea 123 de emergencias, en la cual se atienden las llamadas de la ciudadanía y se redirigen a las autoridades competentes según el caso de denuncia. Es importante aclarar que ninguna de las líneas referidas es exclusiva para la atención de mujeres y niñas. 

Tampoco hay información sobre si ha aumentado los servicios específicos para las mujeres en los últimos años; no se informa sobre el número de esos servicios en Colombia ni sobre servicios específicos para las mujeres en el sistema de nacional. No existe información sobre su impacto en la prevención, sanción y empoderamiento de las mujeres. En documento anexo al Informe del Gobierno de Colombia, firmado con el Ilustre Colegio de Abogados de Madrid, se presenta como debilidades la falta de articulación y coordinación interinstitucional de las entidades encargadas de los servicios institucionales, la baja cobertura institucional frente a la gran necesidad de atención por parte de las víctimas, entre otras debilidades en relación a la oferta institucional frente a la violencia contra las mujeres
.

El Informe Sombra de 2010 reporta los principales hallazgos de la Encuesta Nacional de Demografía y Salud de Profamilia, para el año de 2005, de entre ellos la información de que “el 85 por ciento de las mujeres que han sido objeto de agresión física por parte del esposo o compañero, se quejó de secuelas físicas o psicológicas como consecuencia de la golpiza” y que “es verdaderamente preocupante que el 76 por ciento de las mujeres maltratadas físicamente no haya acudido a ninguna parte para denunciar la agresión de la que fue objeto”
. 
En relación a las campañas de difusión de estos servicios, el Informe de Colombia reporta que, a nivel local, la Subsecretaría de Mujer, Géneros y Diversidad Sexual del Distrito de Bogotá ha producido una Cartilla Pedagógica sobre la Ley 1257/2008 y la Cartilla de Derechos, las cuales se esperan publicar en el primer semestre de 2010. La difusión también ocurre a través de la participación en las Redes Locales del Buen Trato de las localidades de Bosa, Ciudad Bolívar, Engativá, Puente Aranda, Mártires, Suba, Sumapaz, Usme, Teusaquillo, Barrios Unidos, Chapinero, Rafael Uribe Uribe, San Cristóbal, Antonio Nariño, Tunjuelito y Fontibón. Además se realizarán sensibilizaciones sobre la Ley 1257 de 2008, jornadas interinstitucionales con estrategias para la inclusión del componente mujer y de la transversalidad de género. 

En relación a la realización de evaluaciones de los servicios, la información presentada por el Gobierno indica la existencia del Sistema Obligatorio de Garantía de calidad que contiene entre otros indicadores el de Satisfacción de Usuarios. Por otro lado, reconoce que las diferentes Secretarías que intervienen en la prestación de los servicios que se han mencionado (Distrito de Bogotá), no han hecho evaluaciones frente a los mismos y no las tienen contempladas. 

El Documento del Gobierno de Colombia - Plan Estratégico para la Defensa de los Derechos de la Mujer ante la Justicia en Colombia – también recomienda la elaboración de una encuesta que permita conocer y analizar los valores y el grado de sensibilización de los profesionales implicados en la asistencia y protección a las mujeres víctimas de violencia
. 
V – Presupuesto

El Gobierno de Colombia informa que la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer – CPEM, dependencia de la Presidencia de la República, no maneja autonomía administrativa y financiera. En tanto a través de los años ha logrado financiar acciones para la prevención y erradicación de la violencia contra la mujer, mediante la obtención de recursos de diferentes fuentes que totalizan cerca de US$ 1,200,000.00 oriundo del sector privado, de la cooperación internacional y del Presupuesto General de la Nación (US$373.665,2). Es un monto pequeño si se tiene en cuenta las dimensiones y la complejidad de la violencia contra las mujeres en Colombia. 

Otros recursos destinados al Programa Integral contra Violencias Basadas en Género, realizado en conjunto entre las Agencias de Naciones Unidas - UNFPA, UNIFEM, OIM-  y el Gobierno Nacional, y  financiado por el Fondo de la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo para el periodo 2008-2011, cuenta con un monto US$7.200.000. Existen aportes de otros Ministerios para programas de educación sexual, derechos humanos y violencia, no específicos para las mujeres con un monto de cerca de US$1,800,000.00. También se informa sobre los programas/acciones adelantadas a nivel nacional por el Ministerio de la Protección Social; Fuerza Pública; Procuraduría General de la Nación; Defensoría del Pueblo; Fiscalía General de la Nación; Comisión Nacional de Género-Rama Judicial; entre otros que poseen presupuesto asignado para la prevención y erradicación de la VCM. 

No se presenta información sobre el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a comisarías de mujeres, fiscalías u otras entidades receptoras de denuncias, capacitación de funcionarios/as, servicios especializados, refugios y casas de acogida; línea de asistencia gratuita, asesoría jurídica gratuita, patrocinio jurídico gratuito y consejería psicológica gratuita, campañas de prevención de la violencia contra las mujeres y servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia a nivel nacional. 

VI - Información y Estadísticas

El gobierno de Colombia reporta que, durante el año 2009, el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses publicó una investigación epidemiológica sobre la violencia contra la mujer en el periodo 2004 - 2008, cuyos resultados fueron publicados con el auspicio de UNIFEM en el libro MASATUGO "Mujer que recibe lo malo para dar lo bueno" y lanzado el jueves 8 de abril de 2010, en la ciudad de Bogotá, con la asistencia de Organismos Internacionales, Instituciones del orden Nacional, de la Sociedad Civil y Organizaciones de Mujeres. 

Los datos de esta investigación indican una ocurrencia muy alta de la violencia interpersonal contra las mujeres y alta ocurrencia de agresiones sexuales en el país, en especial de niñas y adolescentes menores de 18 años (84% de los casos). 

El Informe reporta que en Colombia “el gobierno realizó la investigación Barreras invisibles del registro de la violencia sexual en el conflicto armado colombiano”, cuyos principales hallazgos y conclusiones fueron publicados en la revista FORENSIS Datos para la Vida 2009, presentada como anexo al Informe. Esa investigación del Instituto Nacional de Medicina Legal y Forense – INMLF representa un significativo avance en la recolección de datos sobre violencia contra la mujer. Con esa preocupación, el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (INMLCF) en su página electrónica www.medicinalegal.gov.co, en el vínculo correspondiente a DRIP-Estadísticas presenta la información sobre muertes violentas y lesiones con un enfoque diferencial por sexo. 

También se reporta que la Fiscalía General de la Nación lleva registro de las investigaciones iniciadas. Respecto al área de salud, se reporta que el Ministerio de la Protección Social cuenta con los Sistemas de Información SISPRO- Sistema Integral de la Protección Social que cobija los diferentes componentes de información relevantes para la protección social de acuerdo a estándares internacionales y el SIVIGILA- Sistema de Vigilancia de Salud Pública que integra información referente a violencias y lesiones de causa externa, integra información referente a violencias y lesiones de causa externa, dentro de las cuales se encuentra violencia contra la mujer en su ciclo vital. Respecto a la Policía Nacional a través del Centro de Investigaciones Criminológicas, DIJIN se registra indicadores para medir la violencia de género. La Consejería para la Equidad de la Mujer, a través del Observatorio de Asuntos de Género, seleccionó varios indicadores referenciados por otras entidades, que visibilizan diferentes tipologías de violencia contra las mujeres para hacerle un seguimiento y monitoreo. El Informe reporta que el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses cuenta con información publicada sobre las características sociodemográficas de las mujeres víctimas de violencia durante el periodo 2004 – 2008.  Por otro lado, considera que el concepto de femicidio presenta dificultades para su análisis desde el trabajo forense que desarrolla el INMLF, requiriendo contar con la información de la investigación judicial, para caracterizar adecuadamente los casos. 

No obstante, no se presentan informaciones sobre el impacto de estas investigaciones sobre los servicios de prevención de la violencia contra las mujeres. 

Las informaciones del Gobierno de Colombia indican que el trabajo institucional para el periodo 2009 - 2010 se articula con UNIFEM en el marco de la Estrategia Nacional para la Erradicación de todas las formas de violencia de género contra la mujer.

4 - Conclusiones

A través de las informaciones del Informe del Gobierno de Colombia se resaltan avances significativos observados en ese período, especialmente en el campo legislativo y de las sentencias de la Corte Constitucional de Justicia; en la producción de estudios e investigaciones; en esfuerzos para producción de datos estadísticos. La Ley de Violencia contra la Mujer, la Ley de Acoso Sexual y la ampliación judicial de los permisivos para el aborto legal pueden ser referencias para otros países. El gobierno de Colombia demuestra en su extenso Informe preocupación con la violencia contra las mujeres.

No obstante, el Informe del Gobierno de Colombia, los Informes Sombra y el Informe Visita de 2011 permiten observar la persistencia de obstáculos como la no aplicación o la interpretación no correcta de la Ley de violencia contra la mujer lo que posibilita conciliaciones y renuncia por parte de la mujer de sus derechos; la no aplicación de sentencias y de las Medidas Cautelares de la Corte Constitucional; la permanencia de altos niveles de violencia intrafamiliar contra las mujeres, así como la violencia cometida por miembros de las fuerzas públicas. Aún persiste la violencia contra las mujeres rurales e indígenas.  Además, las leyes y normas administrativas no contemplan el idioma de las poblaciones indígenas. 

Otro obstáculo de gran impacto está relacionado a la situación de conflicto armado existente en el país con graves consecuencias sobre las mujeres. La población desplazada aún no forma parte efectiva de los planes de gobierno. Según el Informe visita de 2011, las organizaciones de mujeres informan que para las mujeres que viven en zonas de conflicto armado existen además restricciones en su libertad ambulatoria.  

Asimismo, otros obstáculos que se presentan se refieren a la falta de autonomía administrativa y financiera del mecanismo de género - la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer - CPEM; el presupuesto del Gobierno aún bajo para prevenir, punir y erradicar la violencia contra las mujeres en Colombia, la dificultad de acceso a la justicia. Además, como en muchos países de la región, Colombia presenta altos índices de pobreza y de baja remuneración, en especial para las mujeres, lo que afecta especialmente las mujeres en situación de violencia, aumentando las situaciones de vulnerabilidad social y familiar. 

En relación de los servicios existentes para atención a las mujeres víctimas de violencia no se presenta su magnitud y en gran parte están en la ciudad capital. Tampoco existe información sobre el impacto de esos servicios en la prevención, sanción de los agresores y atención a las mujeres.

5. Recomendaciones generales y específicas

5.1 Recomendaciones Generales

· Continuar los esfuerzos para una adecuada implementación de las recomendaciones del MESECVI al Estado Colombiano;

· Acelerar la sanción y puesta en práctica de la Ley de Violencia contra la mujer, en los espacios privado y público, con atención a las mujeres desplazadas, que garantiza los derechos de las mujeres a una vida libre de violencia (Art. 1º, 3º., 4º, 7º Convención de Belém do Pará - CVCM); 

· Tomar medidas urgentes para asegurar la debida diligencia en la investigación, sanción y erradicación de la violencia, así como la protección de las mujeres en riesgo; 

· Recomendar el fortalecimiento de la atención a las mujeres afectadas por el desplazamiento forzado, especialmente en áreas de frontera, a través de acuerdos binacionales con países de destino (Art. 7º y 8º i,  CVCM) CVCM);

· Recomendar que los acuerdos binacionales, a los que se hace referencia anteriormente, o un posible acuerdo de desmovilización respeten lo dispuesto por el Consejo de Seguridad en sus Resoluciones 1325, 1880 y 1888 respecto a la incorporación de las mujeres a los procesos de paz, así como aseguren justicia y reparaciones para las mujeres afectadas por la violencia (Art. 8º., i CVCM); 

· Garantizar la debida diligencia en la investigación, sanción y prevención de los casos de violencia contra las mujeres, incluso violencia sexual, derivada del conflicto armado (Art. 7º. CVCM);
· Acelerar, ejecutar y asegurar la aplicación de las sentencias de la Corte Constitucional de Justicia, incluso aquéllas relativas la violencia sexual, a la ampliación de los permisivos legales en caso de interrupción voluntaria del embarazo (Art. 7º. CVCM y las Medidas Cautelares dictadas por el Auto 092; asegurar y ejecutar el cumplimiento de Medidas Cautelares indicadas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para la protección de las mujeres desplazadas forzadamente;
· Garantizar la reparación a las mujeres que sufren violencia en los espacios privado y público (Art. 7º, g, CVCM.);

· Avanzar en la capacitación de los militares y funcionarios de las fuerzas policiales, en especial en las áreas afectadas por el conflicto armado (Art. 7º y Art. 8º. CVCM); 

· Ampliar los mecanismos de acceso a la justicia y avanzar en el enfrentamiento de la violencia contra la mujer (Art. 7º. CVCM);

· Ampliar la autonomía de la CPEM Art. 8º, d CVCM);

5.1 Recomendaciones específicas
· Eliminar los mecanismos de conciliación en los casos de violencia contra las mujeres (Art. 7º, c, CVCM) ;

· Hacer un seguimiento periódico del número de investigaciones y de inculpaciones efectuadas por estos tipos de delitos comparado con el número de denuncias recibidas (Art. 8º h, CVCM);
· Garantizar servicios adecuados para la atención de las mujeres que sufren violencia y a cargo de personas especialmente formadas para atender a esa problemática (Art. 8º, d CVCM);

· Ampliar el presupuesto nacional para la implementación de la Ley de violencia contra la mujer y planes nacionales, y para la acciones de CPEM (Art. 7º, h CVCM) ;

· Continuar los esfuerzos para recabar estadísticas sobre violencia contra las mujeres (Art. 8º , h CVCM);

· Ampliar la participación de la sociedad civil, incluyendo las organizaciones de mujeres y ONGs feministas, en la definición de las políticas públicas para la plena implementación de la Convención de Belém do Pará (Art. 7º, h, CVCM);

· Eliminar las discriminaciones contra las lesbianas, bisexuales y transgénero garantizando sus derechos a una vida libre de violencia Art. 4º 5º 6º , 7º y 8º CVCM); 

· Presentar informaciones y datos sobre la situación de las mujeres desplazadas, indígenas y afrodescendientes (Art. 8º , h CVCM);

· Presentar datos para evaluar los impactos de las políticas públicas y la implementación de la Ley de Violencia contra la Mujer (Art. 8º , h CVCM);

· Presentar datos más concretos sobre los servicios existentes en todo el país con el resultado del impacto de esos servicios en la vida de las mujeres (Art. 8º , h CVCM);

· Crear líneas telefónicas especializadas para las mujeres que sufren violencia (Art. 8º d, CVCM);

· Divulgar en idioma indígena las leyes y planes nacionales sobre los derechos de las mujeres y los servicios existentes (Art. 8º, d, 7º  h CVCM).

OBSERVACIONES FINALES DEL GOBIERNO DE COLOMBIA 

AL INFORME FINAL DE PAÍS SOBRE LA IMPLEMENTACIÓN DE
LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER,
“CONVENCIÓN DE BELÉM DO PARÁ”


http://scm.oas.org/pdfs/2012/CIM03209-A.pdf 
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� FILENAME  \* MERGEFORMAT �CIM03209T01�








�.	Basada en la recomendación 4 (Rec4) del Informe Hemisférico e indicador 1.1.a del documento de Indicadores para Seguimiento de las Recomendaciones del CEVI.


�.	A. Respetar y proteger los derechos de la mujer, sin ningún tipo de discriminación  por razones de clase social, raza  o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, educación, edad, religión o de cualquier otra índole. B. Evitar cualquier brote de discriminación hacia el personal femenino orgánico de la fuerza. C. En la medida de lo posible, el personal femenino debe entrevistar a mujeres desmovilizadas de grupos armados ilegales. D. En aras de demostrar a la comunidad nacional e internacional el uso de la violencia sexual como crimen de guerra, se llevará un registro de los actos de violencia sexual en el contexto colombiano, perpetrados por los grupos armados ilegales. E. Investigar y sancionar de manera ejemplarizante los acosos, atropellos, abusos y actos de violencia física o psicológica contra la mujer, especialmente los tratos humillantes y degradantes, la violación, la prostitución forzada y cualquier forma de atentado al pudor  y su dignidad. F. Instaurar denuncias penales en contra de las organizaciones armadas ilegales por la comisión de delitos contra la mujer. 


�.	Indicador 1.1.b. 


�.	Información tomada del libro “La ley de Justicia y Paz” de Florian Huber, 2007.


�.	Rec13 e indicador 1.1.c.


�.	Rec13.


�.	Rec12 e indicador 1.1.d.


�.	Acceso  Carnal Violento; Acto Sexual Violento; Acceso carnal o acto sexual en persona puesta en incapacidad para resistir; Acceso carnal y Acto Sexual abusivo con menor de 14 años; Acoso Sexual; Acceso carnal o acto sexual abusivo con persona en incapacidad de resistir.


�..	Rec10 e indicador 1.1.e.


�.	Rec14 e indicador 1.1.g.


�.	De acuerdo a la Declaración sobre el Femicidio del CEVI (MESECVI/CEVI/DEC. 1/08), del 15 de agosto de 2008, el femicidio es “la muerte violenta de mujeres por razones de género, ya sea que tenga lugar dentro de la familia, unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal; en la comunidad, por parte de cualquier persona, o que sea perpetrada o tolerada por el Estado y sus agentes, por acción u omisión”.


�.	Rec37 e indicador. 


�.	Rec33.


�.	Derivada de Rec33.


�.	Definida en el art. 15 de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de Venezuela como: “la apropiación del cuerpo y procesos reproductivos de las mujeres por personal de salud, que se expresa en un trato deshumanizador, en un abuso de medicalización y patologización de los procesos naturales, trayendo consigo pérdida de autonomía y capacidad de decidir libremente sobre sus cuerpos y sexualidad, impactando negativamente en la calidad de vida de las mujeres”.


�.	Corte Constitucional, Sentencias T- 988 de 2007; T 209 de 2007; T´946 de 2008; T- 388 de 2009. 


�.	Fallo Tribunal de Ética Médica de Bogotá, que con base en la Ley 23 de 1981, emitió el Oficio No. 118502 de 14 JUN.2002, en el cual establece una sanción a profesional de la medicina. Tribunal de Ética Médica de Caldas que expidió el  18 de junio de 2002 FALLO DE FONDO, mediante el cual decidió “Declarar la responsabilidad Disciplinaria Ético Profesional del Médico” en fallo identificado como: TEM- OFICIO No. 212.  FALLO DE FONDO EXPEDIENTE 257, identificado como TEM _OFICIO No. 181 del 24 de Mayo de 2002. Tribunal de Ética Médica de Caldas- Enero de 2010, proferido contra profesional de la obstetricia, por interponer barrera y no proceder de acuerdo con la reglamentación para prestación de servicios de Interrupción Voluntaria del Embarazo, entre otros.


�.	Se propone pregunta vinculada a violencia desde el Estado e incisos c), d) y e), teniendo en cuenta su inclusión en el Cuadro 4 del Informe Hemisférico.


�.	Subraya fuera de texto original.


�.	Subraya, fuera del texto original.


�.	Este comité fue instalado oficialmente el 1º de junio del 2009 y en él participan las siguientes entidades: La Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación – CNRR, el Ministerio de Cultura, el Instituto Colombiano de Desarrollo Rural – INCODER, el Ministerio de Educación Nacional, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF, el Ministerio de la Protección Social, el Ministerio del Interior y de Justicia (Dirección  de Acceso a la Justicia, Asuntos Indígenas y Comunidades negras, Afrocolombianas, palanqueras y raizales), la Fiscalía General de la Nación, el Consejo Superior de la Judicatura, la Procuraduría General de la Nación, la Defensoría del Pueblo, el Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA y la Policía Nacional.


�.	Rec18 y 19, y los indicadores de la sección 1.3.


�.	Entidades que conforman la Mesa: Ministerios del Interior y de Justicia, de Relaciones Exteriores, de Defensa, de la Protección Social, de Educación, de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, de Cultura, el Departamento Nacional de Planeación, la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, y la CPEM.


�.	La información sobre el Programa de Educación para la Sexualidad y Construcción de Ciudadanía ha sido tomada del Informe sobre los Avances de Colombia en la Implementación del Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre Población y Desarrollo, 2004-2009. Ministerio de Relaciones Exteriores y UNFPA, Julio 2009.


�.	Departamento Nacional de Planeación. Política Social, Estado Comunitario, desarrollo para todos, Resultados 2008. Bogotá, noviembre 2008, PG, 8.


�.	Avances y Retos del a Política Social en Colombia, DNP, Octubre 2009. Para mayor información ingresar a � HYPERLINK "http://www.dnp.gov.co" ��www.dnp.gov.co�. 


�.	Familias en Acción, es un programa de transferencias condicionadas, que otorga un subsidio monetario a las madres bajo la condición de que sus hijos asistan a la escuela y a controles de salud. 


�.	El Programa Red Juntos ayuda a las familias a alcanzar unos logros básicos que les permitirán superar la pobreza y mejorar sus condiciones de vida; entre otros. Estos logros están agrupados en nueve dimensiones que son: identificación, ingresos y trabajo, educación, salud, nutrición, habitabilidad, dinámica familiar, bancarización y ahorro, y apoyo para garantizar el acceso a la justicia. De esta manera, se cuenta con una red de programas sociales que asiste a la población más vulnerable en diferentes frentes, la cual pertenece en muchos casos al sector informal de la economía.


�.	La Formación Profesional Integral gratuita que imparte el Servicio Nacional de Aprendizaje  -SENA, se hace  mediante un proceso educativo orientado al desarrollo de conocimientos técnicos, tecnológicos y de actitudes y valores para la convivencia social, que le permiten a la persona desempeñarse en una actividad productiva”. La persona que recibe la Formación Profesional Integral del SENA, se certifica en competencias para el desempeño de actividades laborales en una ocupación o campo ocupacional en los procesos de construir, transformar, mantener y ofrecer bienes y servicios en las empresas, o en el trabajo independiente”. Comprende 2 tipos de formación: titulada y complementaria


�.	Programa de formación gratuita está dirigido a las personas entre 18 y 30 años de edad, que se encuentren en el Sistema Único de Registro "SUR", para comprobar su condición de desplazados y aquellos jóvenes que estén inscritos en el SISBÉN en los niveles 1, 2 y 3.


�.	Este programa se desarrolla mediante la formación empresarial de hombres y mujeres jóvenes rurales, con la finalidad de mejorar sus oportunidades de empleo, ingreso y productividad en el campo y demás sectores económicos del país (comercio, servicios, minero, industrial) que se encuentren en las localidades donde se ejecutan los programas de formación.


�.	El PPSAM consiste en la entrega de un subsidio económico monetario a las personas mayores. Durante el año 2009, un total de 468.521 adultos mayores resultaron beneficiados con subsidios monetarios; de estos, 272.780son mujeres, equivalente al 58% (PPSAM).


�.	Durante el año 2009, un total de 443.332 personas en situación de desplazamiento resultaron beneficiadas con programas de capacitación laboral; de los cuales 66% corresponden a mujeres. Los datos del 2009 revelan un aumento del 28% con relación al año anterior, en que se reportaron un total de 343.901 beneficiados.


�.	Una política para promover el acceso a servicios financieros buscando la equidad social, reducir la pobreza, estimular el desarrollo económico. Va dirigida a los colombianos de menores ingresos (Microempresarios, Población desatendida por el sistema financiero; mujeres cabeza de familia; personas sin historial crediticio; entre otros).


�.	La Red de Seguridad Alimentaria ReSA, estará dirigida a beneficiar a pequeños productores agropecuarios vulnerables o vulnerados por la violencia, al igual que mejorar la alimentación de la población radicada en asentamientos subnormales de los centros urbanos, grandes receptores de población desplazada y en general todos los programas que propendan por el mejoramiento de la calidad de vida de la población más vulnerable, de tal manera que se prevengan futuros desplazamientos, se estimule el retorno, se afiance el arraigo y fomente mejores hábitos alimentarios y el uso de productos locales o autóctonos


�.	Enmarcado dentro de la Política Nacional de Salud Sexual y Reproductiva y basado en los compromisos adquiridos por los gobiernos a partir de la Sesión Especial de la Asamblea de Naciones Unidas sobre VIH/SIDA (UNGASS) de junio del 2001.


�.	La cual dispone:- Realizar campañas de capacitación con el fin de divulgar las normas jurídicas internacionales promulgadas para la protección de género y derechos de las mujeres; - Realizarán campañas de prevención de comportamiento y trato a la niñez  y la mujer, con el objeto de evitar la violencia de género; - Apoyar las actividades de las autoridades competentes orientadas a evitar y prevenir la trata de mujeres, niñas y niños; - Participar en los programas propuestos por las autoridades departamentales y civiles, para lograr desde estos escenarios y aplicación de las normas que regulan la protección en materia de género y derechos de las mujeres.


�.	Allí se imparten instrucciones relativas a las "Políticas del Mando sobre observancia y respeto a los derechos humanos de las mujeres", con el fin de fortalecer sus derechos y realizar seguimiento a las conductas que llegaran a presentarse al interior que puedan constituir violación a los derechos y libertades de la mujer.


�.	Tema tomado del cuestionario de la ONU para implementar la base de datos coordinada sobre violencia contra las mujeres, octubre 2006. La Secretaría la propuso como complemento a la pregunta 11 sobre planes nacionales. La propuesta fue modificada por el CEVI en su V Reunión.


�.	Rec24 y 31, e indicador 2.5.2. Se incluye en esta pregunta a fuerzas militares y policiales, que no fueron  consideradas en el cuestionario de la Primera Ronda de Evaluación Multilateral.


�.	Espacios de interlocución para las mujeres en Departamentos y Municipios para fortalecer la participación, espacios que hacen visible el papel que desempeñan las mujeres en el desarrollo económico, social, político, y cultural de su región y  vinculan a las mujeres a las políticas, y programas del gobierno, fortaleciendo los procesos de transversalidad de género a nivel regional. Los Consejos permiten la interlocución entre mujeres de diferentes sectores poblaciones y el Estado Colombiano, para articular la oferta de servicios de las instituciones presentes en el territorio, con las necesidades de las mujeres al permitir la participación de  diferentes sectores poblacionales de mujeres .Entre Septiembre de 2008 a Diciembre de 2009 se han creado  y fortalecido 114 Consejos Comunitarios de Mujeres a nivel nacional, integrados por 9520 mujeres.


�.	Rec29 e indicadores 2.1.b y 2.4.


�.	Por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras disposiciones, mayor información ingresar a


� HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1997/ley_0418_1997.html" �http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1997/ley_0418_1997.html�


�.	Sentencia t- 496 MP. Jaime Córdoba Triviño, mayo 16 de 2008. Acción de tutela: instaurada por Patricia Buriticá Céspedes en nombre propio y en representación de “Alianza Iniciativa de Mujeres Colombianas por la Paz” (IMP), y otras mujeres víctimas de la violencia, contra el Ministerio del Interior y de Justicia y la Fiscalía General de la Nación.


�.	Para mayor información ingresar a:


� HYPERLINK "http://www.icbf.gov.co/transparencia/derechobienestar/resolucion/fiscalia/resolucion_fiscalia_5101_2008.html" ��http://www.icbf.gov.co/transparencia/derechobienestar/resolucion/fiscalia/resolucion_fiscalia_5101_2008.html�


�.	Población objeto del Programa de Protección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior y de Justicia. El Programa prestará protección a personas que se encuentren en la situación descrita en el artículo 1 de este decreto y las cuales estén comprendidas dentro de los siguientes grupos:  1. Dirigentes o activistas de organizaciones sociales, cívicas y comunales, gremiales, sindicales, campesinas y de grupos étnicos.  2. Dirigentes o activistas de organizaciones de derechos humanos y miembros de la misión médica.  3. Testigos de casos de violación a los derechos humanos y de infracción al Derecho Internacional Humanitario, independientemente de que no se hayan iniciado los respectivos procesos disciplinarios, penales y administrativos, en concordancia con la normatividad vigente.  4. Periodistas y comunicadores sociales.  5. Dirigentes, líderes, representantes de organizaciones de población desplazada o personas desplazadas en situación de riesgo extraordinario o extremo.  6. Funcionarios responsables del diseño, coordinación o ejecución de la Política de Derechos Humanos o de Paz del Gobierno Nacional.  7. Exfuncionarios que hayan tenido bajo su responsabilidad el diseño, coordinación o ejecución de las políticas de Derechos Humanos o de Paz del Gobierno Nacional.  8. Dirigentes del Movimiento 19 de Abril M-19, la Corriente de Renovación Socialista - CRS, el Ejército Popular de Liberación - EPL, el Partido Revolucionario de los Trabajadores - PRT, el Movimiento Armado Quintín Lame - MAQL, el Frente Francisco Garnica de la Coordinadora Guerrillera, el Movimiento Independiente Revolucionario Comandos Armados - MIR - COAR y las Milicias Populares del Pueblo y para el Pueblo, Milicias Independientes del Valle de Aburra y Milicias Metropolitanas de la ciudad de Medellín, que suscribieron acuerdos de paz con el Gobierno Nacional en los años 1994 y 1998, se reincorporaron a la vida civil y por sus actividades políticas, sociales, periodísticas, humanitarias o profesionales tienen un nivel de riesgo extraordinario o extremo.  Artículo 5. Población objeto del Programa de Protección de la Policía Nacional. El Programa de Protección de la Policía Nacional prestará protección a personas comprendidas dentro de los siguientes grupos: 1. En razón del cargo; (…) 2. En razón del riesgo.


�.	Rec34 e indicadores 1.1.f y 1.2.a (cuantitativo). 


�.	Rec.28 e indicador 2.3.2.


�.	Para mayor información ingresar a:


� HYPERLINK "http://www.medicinalegal.gov.co/index.php?option=com_wrapper&view=wrapper&Itemid=84" �http://www.medicinalegal.gov.co/index.php?option=com_wrapper&view=wrapper&Itemid=84�. Guía para la consulta Abreviada para el examen sexológico forense; Guía práctica para el dictamen de lesiones personales; Reglamento técnico para el abordaje forense integral de la víctima en investigación del delito sexual; Reglamento técnico para el abordaje forense integral de la violencia de pareja.


�.	Rec32.


�.	Para mayor información revisar página del Ministerio del Interior y Justicia � HYPERLINK "http://www.mij.gov.co/eContent/newsdetailmore.asp?id=2976&idcompany=2&idmenucategory=226" ��http://www.mij.gov.co/eContent/newsdetailmore.asp?id=2976&idcompany=2&idmenucategory=226�


�.	Información tomada del Documento de la Consultoría sobre la Reglamentación de la ley 1257 de 2008 “Mesa Justicia” sobre las Comisarías de Familias- Juana Acosta. (Programa Integral contra las Violencias Basadas en Género” 


�.	Rec32 e indicadores de la sección 2.2. Servicios basados en las preguntas del cuestionario de la Primera Ronda de Evaluación Multilateral.


�.	Balance de la Política Pública de Mujer y Géneros 2008 Página 88. Secretaría Distrital de Planeación, Secretaría Distrital de Gobierno. Mayo 2009.


�.	Balance de la Política Pública de Mujer y Géneros 2009 Página 165. Secretaría Distrital de Planeación, Secretaría Distrital de Gobierno. Mayo 2010.


�.	Información tomada del documento “Orientación, asesoramiento jurídico y asistencia técnica legal con carácter gratuito a alas mujeres víctimas” en el marco de la Consultoría-Reglamentación Ley 1257 (Justicia), Juana Acosta- Programa Integral contra la Violencia Basada en Género.


�.	Para mayor información ingresar a � HYPERLINK "http://www.tratadepersonas.gov.co/eContent/home.asp" �http://www.tratadepersonas.gov.co/eContent/home.asp� o � HYPERLINK "http://www.oim.org.co/Programas/ContralaTratadePersonas/tabid/86/language/es-CO/Default.aspx" ��http://www.oim.org.co/Programas/ContralaTratadePersonas/tabid/86/language/es-CO/Default.aspx� 


�.	Información: � HYPERLINK "http://www.saludcapital.gov.co/Paginas/Linea106.aspx" ��http://www.saludcapital.gov.co/Paginas/Linea106.aspx� 


�.	Rec32.


�.	Sección tomada del punto 4 del documento de indicadores, y recomendaciones de Andrew Morrison a la sección de Información y Estadística del Informe Hemisférico; Rec.39 y 40.


�.	Política de Seguridad Democrática (PSD); Política de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario; Política de Reintegración Social; Política de Lucha contra la Impunidad del Programa Presidencial DDHH; Estrategia Nacional de lucha contra la trata de personas; Política Nacional de Salud Sexual y Reproductiva; Política Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada.; Política Afirmativa Mujeres Constructoras de Paz y Desarrollo; Política Nacional de Construcción de Paz y Convivencia; Política Atención y Reparación a Víctimas de la Violencia Armada; Política Intersectorial de Prevención en el marco de la Comisión Intersectorial de Prevención del Reclutamiento de Niños, Niñas y Adolescentes por Grupos Organizados al Margen de la Ley; entre otras


� El Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses es una organización pública de referencia técnico científica que dirige y controla el sistema de Medicina Legal y Ciencias Forenses en Colombia. Presta servicios forenses a la comunidad y a la administración de justicia, sustentados en la investigación científica y la idoneidad del talento humano, en un marco de calidad, imparcialidad, competitividad y respeto por la dignidad humana


�. Recomendación 51, también recogida por Andrew Morrison.


�.	Sugerencia de Andrew Morrison.


�.	Indicadores cualitativos de la sección 3.


�.	De acuerdo a la Declaración sobre el Femicidio del CEVI (MESECVI/CEVI/DEC. 1/08), del 15 de agosto de 2008, el femicidio es “la muerte violenta de mujeres por razones de género, ya sea que tenga lugar dentro de la familia, unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal; en la comunidad, por parte de cualquier persona, o que sea perpetrada o tolerada por el Estado y sus agentes, por acción u omisión”.


�.	Indicadores cuantitativos de la sección 3.


�.	Revisar pág 23 y s.s.


�.	Rec.46, también recogida en las sugerencias de Andrew Morrison.


�.	Se incluyen todas las modificaciones realizadas con posterioridad.


�.	Sentencias de la Corte Constitucional C-355/06 y C-822/06.


� Informe elaborado por CLADEM Colombia, con aportes de la Corporación Casa de la Mujer, ILSA, Comisión Colombiana de Juristas, Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto Armado, presentado al Comité del Pacto de Derechos Civiles y Políticos en su 99ª. Sesión, julio de 2010. Ese Informe Sombra presenta  datos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos – CIDH, 2009, disponible en: www.cidh.oas.org/annualrep/2009sp/cap.4Colo.09.sp. htm


� Informe presentado por Confluencia Nacional de Redes de Mujeres/REPEM/FUNDAC/LIMPAL, CLADEM Colombia y Corporación Colombia Diversas y Profamilia al 37o. Periodo de sesiones – 2007, del Comité CEDAW/ONU.


� Informe elaborado por Susana Chiarotti Boero, experta de CEVI en la oportunidad de la visita informal que se realizó por invitación de Casa de la Mujer y la Defensoría del Pueblo de Colombia.


� Informe anual de la CIDH. 2009, doc. OEA/Ser/L/V/II., doc. 51 rev. 1, 30 de diciembre de 2009, cap. IV, párr. 9, apud Informe Sombra, 2010.CLADEM. La cita corresponde a un resumen de la formulación completa (véase Ibíd., párr. 7) de uno de los “cinco criterios preestablecidos por la Comisión para identificar los Estados miembros de la OEA cuyas prácticas en materia de derechos humanos merecían atención especial”. Ibíd., párr. 2. El 15 de abril de 2009 la CIDH presentó y divulgó oficialmente su informe anual (disponible en: www.cidh.oas.org/annualrep/2009sp/cap.4Colo.09.sp. htm).


� Informe Sombra presentado al Comité de Derechos Humanos, que vigila el cumplimiento del Pacto de Derechos Civiles y Políticos en su 99ª. Sesión en julio de 2010, párr.4 y 5.


� Ley 1257/2008, in Por el Derecho de las Mujeres a una vida Libre de Violencia, Mesa de Género de la Cooperación Internacional en Colombia/Comisión para la Inclusión y Representación Política de las Mujeres, 2010, pág. 43.


� Informe Gobierno de Colombia, 2010, párr. 2.


� Corte Constitucional, Sentencias T- 988 de 2007; T-209 de 2007; T-946 de 2008; T-388 de 2009. Informe del gobierno de Colombia, 2010, párr. 14.


� Informe del gobierno de Colombia, 2010.


� Ídem.


� A ese respecto, Observatorio de Asunto de Género,  -OAG, octubre-noviembre de 2009.


� Informe Sombra elaborado por CLADEM Colombia, con aportes de la Corporación Casa de la Mujer, ILSA, Comisión Colombiana de Juristas, Mesa de Trabajo Mujer y Conflicto Armado, presentado al Comité del Pacto de Derechos Civiles y Políticos en su 99ª. Sesión en julio de 2010


� Observatorio de Asunto de Género,  -OAG, octubre-noviembre de 2009, párr. 5.


� Informe Sombra, 2010, pág. 2 y 3. 


� INMLCF, Forensis, 2006, págs. 43 y 44; Forensis, 2007, págs. 21 y 25; Forensis, 2008, págs. 30 y 33; y Forensis, 2009, párr. 31 y 35, apud Informe Sombra 2010. 


� Informe Sombra, 2010, párr.5.


� � Informe Sombra, 2010, párr. 5.


� Informe Sombra, 2010, pag. 3, 4 y5. Fuente: Secretaría de Gobierno, Sistema de Información para la Seguridad y la Convivencia (SISC), Policía Nacional (CIC), INMLCF, URI y CTI.


� Informe Sombra, 2010, parr. 3, 4 y 5. Fuente INMLCF, Forensis, 2009, párr. 20 a 29.


� Ídem, párr. 4.
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